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EDITORIAL

Presentamos esta nueva edición, número 41, de la revista institucional de la Asociación
Argentina de Presupuesto y Administración Financiera Pública (ASAP). 

Los trabajos que se incluyen están referidos a un conjunto de problemáticas institucionales que
afectan la gestión de los recursos públicos.

Emmanuel Abuelafia, Miguel Braun, Luciana Díaz Freís y Gerardo Uña nos han enviado un
artículo sobre las capacidades del Congreso de la Nación para ejercer su rol en el proceso pre-
supuestario. Realizan un análisis comparado de distintas experiencias nacionales y presentan un
proyecto de creación de la Oficina de Presupuesto para el Congreso de la Nación.

Hugo Cormick nos presenta su Tesis que presentara en el Posgrado en Administración Financiera
del Sector Público, de la Facultad de Ciencias Económicas de la UBA y ASAP. Presenta un
esquema analítico sobre las restricciones técnicas, políticas y presupuestarias para la gestión de
Recursos Humanos en el Sector Público y aplica su esquema conceptual al caso de la gestión de
los recursos humanos en la Auditoría General de la Nación.

En unas notas de investigación, Miguel Asensio analiza la importancia de las instituciones
públicas fiscales en las condiciones de competitividad nacional. Nos presenta una particularísima
síntesis personal sobre el estado del arte de este debate.

Finalmente, Jorge Domper nos presenta un muy importante ensayo, donde se refleja una impor-
tante tarea de investigación sobre las tendencias en materia de políticas de transparencia en el
sector público. 

Estamos cumpliendo con nuestro objetivo de continuidad en la edición de esta revista. En partic-
ular, este número se ha caracterizado porque la mayoría de los trabajos han sido remitidos por sus
autores para su consideración por la Comisión de Publicaciones. De este modo, cumplimos con
ofrecer a los asociados, a los especialistas y técnicos, un instrumento de consulta sobre cuestiones
que hacen a la administración pública, en general, y la administración financiera, en particular.
Y, en especial, estimular el debate sobre problemas y enfoques de gestión pública. Invitamos a
todos los interesados a remitir artículos, notas de investigación, resúmenes y comentarios, de
acuerdo a las Normas para la presentación de artículos que se incluyen en este número.

La tarea de difusión que realiza nuestra entidad se complementa con las publicaciones e informa-
ciones que se pueden encontrar en la página www.asap.org.ar y que invitamos a visitar, hacién-
donos llegar las inquietudes que le surjan al respecto.

Buenos Aires,
Julio de 2006
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RESUMEN 

El proceso presupuestario argentino se ca-
racteriza por su fuerte centralización en el Poder
Ejecutivo y un débil desempeño del Congreso en sus
funciones de aprobación y control del Presupuesto
Nacional. Entre las principales explicaciones acerca
de la baja calidad de participación del Congreso en
el ciclo presupuestario se encuentra la debilidad de
sus capacidades institucionales. Aumentar estas ca-
pacidades permitiría aumentar la calidad del proce-
so de sanción de la Ley de Presupuesto y a su vez
mejorar el control parlamentario sobre la ejecución
presupuestaria. Los recurrentes desequilibrios fisca-
les de las últimas décadas hacen necesario fortalecer
las instituciones que hacen a la calidad del proceso
presupuestario. En este sentido, se proponen aquí
soluciones que permitan fortalecer el rol del Congre-
so de la Nación, para así  revertir el desequilibrio
existente entre las capacidades institucionales pre-
sentes en el Poder Legislativo y en el Poder Ejecuti-
vo Nacional, con el fin último de lograr una solven-
cia fiscal sustentable mediante el fortalecimiento de
las instituciones.  

Por ello, en este documento se presenta una
propuesta de creación de una Oficina de Presupues-

to del Congreso de la Nación Argentina, consideran-
do que la misma representa un ámbito ideal para el
desarrollo gradual de las capacidades institucionales
y técnicas en materia de finanzas públicas tan nece-
sarias en el ámbito del parlamento argentino. 

El objetivo principal de esta Oficina de Pre-
supuesto del Congreso (OPC) será brindar asesora-
miento técnico, información clara y sencilla, pero a la
vez fundamentada, y herramientas de análisis a los
legisladores de las Cámaras de Diputados y Senado-
res en todos los aspectos claves relacionados con el
Presupuesto Nacional. Estas acciones priorizarán el
asesoramiento a los legisladores durante el proceso
de aprobación de la Ley de Presupuesto y  la realiza-
ción de un adecuado seguimiento de la ejecución
presupuestaria por parte del Congreso. Además,
dentro de sus objetivos principales se contempla la
elaboración de información analítica respecto al im-
pacto que proyectos de ley u otro tipo de medidas,
pudieran tener sobre la Ley de Presupuesto Nacio-
nal, así como el análisis de proyectos de reformas so-
bre programas o jurisdicciones del Presupuesto Na-
cional elevados por los legisladores o provenientes
del Poder Ejecutivo. 

Para elaborar esta propuesta tendiente a la
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creación de una OPC, se realiza un diagnóstico sobre
el rol del Poder Legislativo en materia presupuesta-
ria, se estudian proyectos anteriores de creación de
ámbitos similares presentados por los propios legis-
ladores y se analizan las experiencias internacionales
de países que tienen una oficina de asesoramiento
presupuestario en el legislativo.  

Considerando todas las tareas pendientes
que restan hacer para lograr mayor transparencia,
eficiencia y equidad en el gasto público, esta pro-
puesta pretende contribuir al fortalecimiento de la
institucionalidad del proceso presupuestario y a la
revitalización del rol del Congreso en el mismo.

1. INTRODUCCIÓN

Existen cuatro etapas básicas en el proceso
presupuestario de la Administración Nacional: la
elaboración, aprobación, ejecución y finalmente, con-
trol del Presupuesto. Según los artículos 75, 85, 99 y
100 de la Constitución Nacional de 1994, se deduce
que la elaboración y ejecución del Presupuesto de la
Administración Nacional están a cargo del Poder
Ejecutivo Nacional mientras que la aprobación y
control caen bajo la responsabilidad primariamente
del Poder Legislativo Nacional. 

Esta división de responsabilidades tiene co-
mo origen fundamentos republicanos, de controles y
contrapesos para una equilibrada división del poder.
Estos controles y contrapesos son esenciales en una
ley con tanta importancia como la Ley de Presupues-
to, en la cual se decide la distribución de los recursos
del Estado Nacional, es decir, se plasman los linea-
mientos de política y las prioridades del gobierno,
así como su financiamiento2. 

El Poder Ejecutivo ha logrado importantes
avances para mejorar su desempeño en la etapa de
elaboración y ejecución presupuestaria. Por ejemplo,
desde 1992 el Ejecutivo ha comenzado a enviar el
proyecto de ley de Presupuesto en fecha. Además, la

información con la que se cuenta hoy en día es muy
detallada. La administración de la ejecución también
ha mejorado significativamente con la implementa-
ción del SIDIF (Sistema Integrado de Información Fi-
nanciera) y otros sistemas informáticos. Han sido
evidentes las mejoras en los procesos, en las normas
contables y en el marco normativo, muchas de éstas
plasmadas en la Ley de Administración Financiera
de 1992. 

En cambio, estos avances no tuvieron su co-
rrelato en el Poder Legislativo, quedándose atrás en
el desarrollo de sus capacidades para cumplir con su
misión en el proceso presupuestario. Esto, en conjun-
to con las sucesivas crisis de la Argentina, ha llevado
a que el Poder Ejecutivo tomara un rol más prepon-
derante, por su mayor capacidad técnica y por la ne-
cesidad de encarar las urgencias que surgieron en es-
tas crisis.

La centralización de las atribuciones presu-
puestarias en un Poder Ejecutivo con mayores capa-
cidades técnicas fue insuficiente para evitar las re-
cientes crisis económicas y políticas, a las cuales
contribuyeron los desequilibrios fiscales. Conside-
rando esta situación, y todas las tareas pendientes
que restan hacer para lograr mayor transparencia,
eficiencia y equidad en el gasto público, resulta ne-
cesario consolidar la institucionalidad del proceso
presupuestario y revitalizar el aporte que el Congre-
so puede agregar al mismo. Por estas razones, el ob-
jetivo de este documento es realizar una propuesta
de creación de una Oficina de Presupuesto del Con-
greso que ayude a fortalecer su rol en el ciclo presu-
puestario.

Este documento está estructurado de la si-
guiente forma. En la sección siguiente se elabora
un diagnóstico acerca del rol del Congreso en el
proceso presupuestario y sus debilidades, conclu-
yéndose con los beneficios de impulsar la creación
de una Oficina de Presupuesto que permita supe-
rar estos problemas y provea al Congreso el apoyo
técnico que requiere el acabado cumplimiento de
sus funciones en el ciclo presupuestario. En la ter-
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2 Desde luego, una parte importante del gasto público es rígido y viene determinado por decisiones de política pública plasma-
das en legislación previa – por ejemplo, el pago de jubilaciones y pensiones. Sin embargo, la posibilidad de asignar los fondos
flexibles – incluyendo el crecimiento de la recaudación – implica que la Ley de Presupuesto tiene un rol clave en las definiciones
de políticas públicas
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cera sección se analizan y comparan los cuatro
proyectos de ley nacional que intentaron imple-
mentar una Oficina de Presupuesto en el Congreso
sin haberlo conseguido. En la cuarta sección se
presenta una síntesis de las experiencias en la ma-
teria en Brasil, Chile, Estados Unidos, México, Pe-
rú y Venezuela, considerando las características
principales de cada una de ellas. La quinta sección
contiene la descripción de las  características que
debería tener una propuesta de creación de la Ofi-
cina de Presupuesto del Congreso, y finalmente se
resumen las conclusiones de este estudio en la sex-
ta sección. Además, en el Anexo I, se incluye una
propuesta concreta de proyecto de ley para la crea-
ción de la OPC. 

2. DISGNÓSTICO

A) EL ROL DEL CONGRESO EN EL PROCESO

PRESUPUESTARIO

El Congreso de la Nación Argentina, de
acuerdo a la Constitución Nacional y las leyes que ri-
gen la administración de los recursos públicos, tiene
asignado un rol fundamental en el proceso presu-
puestario de la Nación, debiendo complementar y a
la vez actuar de contrapeso al Poder Ejecutivo. Pero
a pesar de los avances producidos en las últimas dé-
cadas, que incluyen la sanción de una nueva Ley de
Administración Financiera y de los Sistemas de Con-
trol del Sector Público (Ley 24.156) y la aprobación
de la Ley de Presupuesto con anterioridad al comien-
zo del ejercicio fiscal, existe cierto consenso acerca de
las debilidades que presenta el Congreso en materia
presupuestaria. Muestras de este consenso en el ám-
bito legislativo son los proyectos de ley relacionados
con esta temática presentados por el Diputado Cola-
zo (2002) y el Senador Baglini (2003), los cuales fue-
ron retomados posteriormente por la Diputada Lu-
bertino (2003) y el Diputado Lamberto (2004) respec-
tivamente, algunos de los cuales contaron con estado
parlamentario, como por ejemplo el correspondiente
al Senador Baglini, que fuera aprobado por la Comi-
sión de Presupuesto y Hacienda de la Cámara Alta.
Por su parte, en el ámbito académico también es po-
sible observar consenso sobre esta situación median-
te los análisis de Makon (1999), Rodríguez y Bonvec-

chi (2004), Abuelafia, Berensztein, Braun y Di Gresia
(2005), y Uña (2005). 

Específicamente, son dos las etapas del pro-
ceso presupuestario en las cuales el desempeño del
Congreso ha resultado insuficiente para alcanzar re-
sultados de mejor calidad en relación a la solvencia
fiscal, la eficiencia en la asignación de los recursos y
la eficiencia operativa: la etapa de aprobación y la
etapa de control. Esta situación se ve acentuada por
el incremento de las potestades del Poder Ejecutivo
sobre el Presupuesto Nacional, que se traduce en ex-
cesivas modificaciones durante la etapa de ejecución
utilizando facultades que le corresponderían exclusi-
vamente al Congreso, pero que éste delegó a través
de leyes, o directamente en la Ley de Presupuesto, o
que el Poder Ejecutivo se asignó a sí mismo por me-
dio de Decretos de Necesidad y Urgencia. 

El proceso presupuestario tiene varias carac-
terísticas que tornan más complejo un proceso en
apariencia sencillo. Una de las características sobre-
salientes es la multiplicidad de actores que intervie-
nen e influyen sobre la asignación y ejecución del
Presupuesto Nacional en Argentina. Entre estos acto-
res se diferencian aquéllos que tienen asignada una
participación formal dentro del proceso presupues-
tario, como las jurisdicciones del Poder Ejecutivo Na-
cional y el Congreso de la Nación, y aquéllos que in-
tervienen de manera informal, como son los gober-
nadores y líderes políticos provinciales, grupos de
interés y sindicatos, entre otros. Asimismo, es nece-
sario señalar la influencia de los Organismos Interna-
cionales de Crédito, los cuales suelen también ejer-
cen presión para la implementación de restricciones
sobre metas cuantitativas relacionadas con el gasto
público. 

La interacción de esta multiplicidad de acto-
res genera condicionantes al proceso presupuestario
que elevan su nivel de complejidad y contribuyen a
determinar los incentivos de los actores participan-
tes. En este contexto, el rol del Congreso en el proce-
so presupuestario se encuentra determinado no sólo
por aspectos particulares de dicho proceso, sino tam-
bién por la configuración global del sistema político
argentino, el cual afecta el funcionamiento del Con-
greso en general. Concretamente, las características
del federalismo fiscal presente en la Argentina, el rol
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del sistema electoral y de partidos y la relación de los
legisladores con los líderes partidarios provinciales
influyen en el desempeño de las funciones del Poder
Legislativo Nacional. Aspectos tales como las arenas
de negociación que eligen la Nación y las provincias,
la influencia con la que cuentan los líderes provincia-
les sobre la carrera de los legisladores nacionales y
las características del funcionamiento de los bloques
partidarios, constituyen importantes condicionantes
al desempeño de las funciones del Congreso Nacio-
nal3. 

Teniendo en cuenta este contexto complejo,
el presente análisis se centrará en aspectos concretos
que caracterizan el rol del Congreso en el debate,
sanción y control del Presupuesto Nacional. Más es-
pecíficamente, se discutirán aquellos aspectos que
tienen una mayor vinculación con la forma de fun-
cionamiento interna del Congreso, y su relación con
el Poder Ejecutivo. La lógica que sigue este enfoque
apunta al análisis de aspectos muy precisos y especí-
ficos con el objetivo de proponer soluciones factibles
de implementar, que permitan introducir ciertas mo-
dificaciones en el marco de los incentivos vigentes.
Se busca el fortalecimiento gradual de las capacida-
des del Congreso en materia de presupuesto, que
funcione como base para sucesivas mejoras, inician-
do de este modo un proceso de revalorización del
Congreso en el proceso presupuestario que contribu-
ya a elevar la calidad del mismo. 

(i)   Condicionantes  del rol del Congreso 
en el proceso presupuestario

Las principales debilidades del rol del Con-
greso en materia presupuestaria se pueden clasificar
en tres grupos. El primer grupo corresponde a la fal-
ta de acciones concretas del Congreso para promover
la transparencia y calidad del Presupuesto Nacional.
Las debilidades en las funciones del control presu-
puestario tanto en la etapa de la ejecución presu-
puestaria como en el resultado de las cuentas públi-
cas al finalizar el ejercicio fiscal, conforman el segun-
do grupo, mientras que los temas relacionados con el
logro de la solvencia fiscal se incluyen en el tercer
grupo. A continuación se analiza cada uno de estos
aspectos. 

Transparencia y calidad del Presupuesto Nacional

Para lograr una mayor calidad en la partici-
pación del Poder Legislativo en el proceso de apro-
bación y control del Presupuesto Nacional, un ade-
cuado nivel de transparencia de la información pre-
supuestaria, a la vez que una mejora en su calidad,
constituyen un requisito previo. En la actualidad, se
presentan una serie de falencias en estos dos concep-
tos, detallados en los próximos párrafos. 

Uno de los aspectos centrales relacionados
con la calidad de la información presupuestaria es
la relacionada con la estimación de las variables
macroeconómicas sobre las que se sustentan la ela-
boración del Presupuesto Nacional. Estas proyec-
ciones fueron sobreestimadas durante la década de
los 90 y a partir del año 2002 se produjo un cambio
en sentido contrario, presentándose en la actuali-
dad una subestimación de la tasa de crecimiento
del PBI en el Presupuesto Nacional, y consecuente-
mente en los recursos disponibles. De esta manera,
las sobreestimación y subestimación de las princi-
pales variables macroeconómicas generan diferen-
cias sustanciales en los recursos disponibles duran-
te el ejercicio fiscal, restándole relevancia al Presu-
puesto Nacional como instrumento de planifica-
ción y de gestión.   

El PEN presenta el presupuesto con un ele-
vado nivel de desagregación, pero no presenta infor-
mación sobre los lineamientos de políticas presu-
puestarias de las jurisdicciones (objetivos, metas de
producción, resultados a alcanzar, principales pro-
blemas a solucionar) que permitan conocer para qué
y cómo se utilizarán los recursos. La existencia de
una gran cantidad de datos presupuestarios en el
Proyecto de Ley de Presupuesto remitido por el Eje-
cutivo no implica la existencia de información de ca-
lidad para los legisladores. Esto genera un bajo nivel
de participación de aquellos legisladores no expertos
en temas presupuestarios y una tendencia de los le-
gisladores a focalizarse sobre aspectos particulares
del presupuesto, como por ejemplo, los fondos desti-
nados a obras públicas o a subsidios, en especial
aquéllos destinados a sus respectivas provincias de
origen. 
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Existe un bajo nivel de transparencia de cier-
tos componentes del gasto público. En el Sector Pú-
blico existen organismos públicos y recursos que re-
ciben un tratamiento especial en el sistema presu-
puestario, y sus gastos no se encuentran consolida-
dos en el Presupuesto Nacional4. Esto implica que el
Congreso no debate ni aprueba los gastos de varios
organismos públicos, o en algunos casos los aprueba
sólo en sus grandes agregados. 

En primer lugar, pueden mencionarse los
Fondos Fiduciarios, cuyo flujo de fondos para el año
2005 asciende a $3.706 millones y representan el 4,8%
del Presupuesto Nacional. La información contenida
en el Presupuesto es solamente de carácter financie-
ro, pero no contiene información con respecto a la
evolución del capital, los resultados obtenidos, el es-
tado de las obras o programas ejecutados. A esta si-
tuación es necesario agregar que, a partir del año
2004, mediante el Decreto Nº 906/2004 se incremen-
tó el nivel de discrecionalidad del PEN para utilizar
estos fondos, los cuales fueron creados originalmen-
te para asignar recursos a un destino específico. Sin
embargo el Decreto mencionado autoriza al Ministro
de Economía y Producción y el Ministro de Planifica-
ción Federal, a modificar el destino de los recursos
de los Fondos Fiduciarios transitoriamente disponi-
bles sin mayor requisito que el dictado de una Reso-
lución Administrativa conjunta. (Presman, 2004).

En segundo lugar, se encuentran los Orga-
nismos fuera del Presupuesto, los cuales originaria-
mente se incluían dentro del sistema presupuestario
y del Presupuesto Nacional. Este grupo de organis-
mos está compuesto por: AFIP, PAMI, Instituto Na-
cional de Cine y Arte Audiovisuales (INCAA), Insti-
tuto Nacional de Yerba Mate, Superintendencia de
Administración de Fondos de Jubilaciones y Pensio-
nes (SAFJP) y Unidad Especial Sistema de Transmi-
sión Yacyretá. El gasto total de estos organismos pa-
ra el ejercicio 2005 asciende a $5.825 millones, de los
cuales casi el 97% corresponden a AFIP y PAMI, y re-
presentan el 7,5% del Presupuesto 2005. 

En tercer lugar, se encuentran los Fondos
Afectados, que son recursos de origen nacional que
fueron excluidos del Presupuesto Nacional, como por
ejemplo el Fondo Especial del Tabaco, el Fondo Espe-
cial de Salto Grande y el componente de distribución
automática del Fondo Solidario de Redistribución. El
total de los fondos afectados asciende a $1.032 millo-
nes, y representan el 1,3% del Presupuesto 2005. 

La característica común de estos fondos y or-
ganismos es que reciben un tratamiento especial, ya
que para ciertos casos su nivel de información es me-
nor que el resto del Presupuesto Nacional, como los
Fondos Fiduciarios, mientras que en otros casos direc-
tamente no se incluyen en el Presupuesto Nacional.
Esto significa que el Congreso no aprueba o aprueba
sólo grandes agregados de una significativa porción
del gasto público. En algunos casos, estos componen-
tes del gasto público se encontraban originalmente in-
cluidos en el presupuesto nacional, como es el caso de
varios organismos fuera de presupuesto, en otros ca-
sos fueron creados por fuera del mismo o son regíme-
nes diferenciados, como los fondos fiduciarios y los
fondos afectados. Esta situación atenta contra la trans-
parencia del proceso presupuestario y limita el rol del
Congreso en relación a lo establecido en la normativa
vigente5, incrementando el poder discrecional del
PEN en la asignación de recursos públicos. 

La tercera falencia está relacionada con la
aprobación principalmente financiera del Presupues-
to Nacional por parte del Congreso, (Makon, 1999,
Stein et al, 1999). Tanto en el PEN, cuando se elabora
el proyecto de presupuesto en cada una de las juris-
dicciones, como en el Congreso durante el debate,
aprobación y posteriormente, durante el control de la
Ley de Presupuesto, se asigna poca relevancia a las
metas físicas establecidas. Si bien el presupuesto in-
cluye metas de producción para los distintos progra-
mas, las mismas han resultado mayormente forma-
les, centrándose la discusión en torno al presupuesto
principalmente en los montos a asignar, con menor
relevancia de los objetivos concretos que se busca
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4 El Presupuesto Nacional comprende los gastos y recursos de la Administración Pública Nacional, compuesta por la
Administración Central, los Organismos Descentralizados y las Instituciones de la Seguridad Social.
5 Esta situación también afecta la integridad del Presupuesto: el Presupuesto debería contener información sobre todos los gas-
tos y recursos que ejecuta el Sector Público, con el propósito de señalar claramente la incidencia del mismo sobre la economía.
Para más detalles sobre esta regla presupuestaria ver “Manual de Transparencia Fiscal”, FMI (2001).
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cumplir con dichas asignaciones. No se realiza, por
ejemplo, una evaluación de la consistencia entre los
recursos asignados y las metas físicas establecidas.
Esta situación afecta negativamente la participación
del Congreso al disminuir la calidad de los debates
sobre el presupuesto, contribuyendo a que los mis-
mos se orienten en mayor medida a aspectos margi-
nales del mismo y no a los lineamientos centrales de
definición de las políticas públicas. Esta ausencia de
un enfoque en el proceso de planificación del presu-
puesto sobre los resultados a alcanzar en base a la
clara determinación de los problemas que se intentan
solucionar se encuentra fuertemente condicionada
por las características del proceso de elaboración
dentro del PEN. 

Otro factor que condiciona la participación
del Congreso en el proceso presupuestario tiene lu-
gar a partir de la aprobación de la Ley de Presupues-
to. Una vez aprobada y promulgada por Decreto del
Poder Ejecutivo, se inicia la etapa de ejecución, don-
de es posible observar un bajo nivel de difusión de
las modificaciones que realiza el PEN utilizando fa-
cultades especiales, sin participación del Congreso.
Las modificaciones en el año 2005 sumaron $15.399
millones, representando cerca del 20% con respecto
al Presupuesto aprobado (ASAP, 2006)6. Estas modi-
ficaciones fueron realizadas mediante Decisiones
Administrativas (DA) del Jefe de Gabinete de Minis-
tros (JGM), utilizando facultades delegadas, y a tra-
vés de los Decretos de Necesidad y Urgencia (DNU)
emitidos por el Presidente. En ambos casos, el acceso
al detalle de las modificaciones dispuestas por estos
instrumentos presenta dificultades7. Así, la mayor
discrecionalidad por parte del PEN para realizar mo-
dificaciones al Presupuesto Nacional sin la interven-
ción del Congreso, se ve agravada por la escasa difu-
sión de la información relativa a los cambios realiza-
dos, situación que atenta contra la transparencia del
Presupuesto Nacional. 

Debilidades en las funciones de control 
del proceso presupuestario

Como se mencionó inicialmente, el Congreso

tiene un rol clave en dos momentos, al aprobar la Ley
de Presupuesto y al controlar su cumplimiento. Has-
ta aquí se consideraron falencias presentes en la pri-
mera etapa. A continuación se consideran aquéllas
presentes en el momento de control del cumplimien-
to de la Ley de Presupuesto, considerando el segui-
miento trimestral que el Congreso debe realizar du-
rante su ejecución y la evaluación ex - post a partir de
la Cuenta de Inversión elaborada por el PEN y audi-
tada por la Auditoría General de la Nación. 

Con respecto al seguimiento parlamentario
durante la ejecución del presupuesto, la Ley 24629 de
Ejecución Presupuestaria / Reforma del Estado del
año 1996 estableció que el PEN debía remitir en for-
ma trimestral información sobre la ejecución de la
Ley de Presupuesto. En la actualidad, si bien el Se-
cretario de Hacienda asiste generalmente a las Comi-
siones Legislativas a presentar el informe de ejecu-
ción trimestral, no existe un proceso establecido para
el análisis de los informes de ejecución presupuesta-
ria dentro del Congreso, es decir, no se realiza un
análisis detallado de esos informes. 

Por su parte, el control y evaluación del re-
sultado ex post de las cuentas públicas presenta un
bajo nivel de desarrollo, ya que la aprobación de la
Cuenta de Inversión presenta un retraso significati-
vo. La última Cuenta de Inversión aprobada por el
Congreso corresponde al ejercicio fiscal del año 1993.
Esta situación pone de manifiesto la ausencia de con-
trol y evaluación sobre la utilización de los recursos
que ha realizado el PEN durante los últimos once
años. Asimismo, esta falencia debilita el proceso de
retroalimentación del proceso presupuestario, si se
tiene en cuenta que la evaluación presupuestaria de-
bería ser un insumo fundamental para elaborar los
proyectos de presupuesto de los ejercicios siguientes,
como señala Santiso (2005a). 

Solvencia fiscal 

Otro de los aspectos que manifiesta una fa-
lencia en el rol del Congreso en el proceso presu-
puestario es su escasa contribución al logro de la sol-
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6 Estos valores se refieren a crédito vigente al 31 de diciembre 2005.    
7 Las planillas anexas de las DA y de los DNU solamente se publican en Internet el día que aparecen en el Boletín Oficial. Luego
recién son publicadas en el Boletín Fiscal en forma trimestral.
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vencia fiscal. Si bien el Congreso no ha realizado au-
mentos significativos al gasto en los proyectos de
Ley de Presupuesto remitidos por el PEN que pro-
duzcan desequilibrio fiscal, tampoco ha generado ac-
ciones para evitarlo. En particular, durante los años
de déficit fiscal (1994-2002), no opinó ni sugirió mo-
dificaciones a los proyectos de presupuesto con res-
pecto a las necesidades de financiamiento generadas
por la relación ingresos-gastos previstos. Esta falta
de participación del Congreso para el logro de la sus-
tentabilidad fiscal se ha acentuado por el escaso con-
trol de la ejecución presupuestaria, desarrollado en el
punto anterior. Además, si bien se sancionó la Ley de
Solvencia Fiscal en el año 1999, y posteriormente la
Ley del Régimen Federal de Responsabilidad Fiscal
en el año 2004, ambas orientadas a sostener el equili-
brio fiscal, la primer ley fue incumplida en forma sis-
temática, mientras que el cumplimiento de las res-
tricciones establecidas en la segunda de las leyes
mencionadas fue eximido por la Ley de Presupuesto
2005, a pocos meses de su sanción. 

En resumen, entre los principales problemas
que disminuyen la calidad de participación del Con-
greso en el proceso presupuestario se encuentra la
incapacidad del mismo para incrementar sus capaci-
dades institucionales y técnicas, y revertir el desequi-
librio existente entre las capacidades del mismo y el
PEN. Han sido escasas las acciones realizadas para
incrementar la transparencia y calidad del Presu-
puesto Nacional, mejorar el debate en torno a la Ley
de Presupuesto y reducir el vacío que se produce por
las debilidades del control parlamentario sobre el
proceso presupuestario. 

Para comprender mejor esta situación es ne-
cesario analizar con mayor detenimiento los incenti-
vos y capacidades hacia el interior del Congreso. 

(ii)  Incentivos y capacidades internas
del Congreso en materia presupuestaria 

Una de las características que influyen sobre
el desempeño del Congreso en el proceso de formu-
lación de políticas públicas es la posibilidad que tie-
ne de desarrollar capacidades institucionales, las
cuales le permitan interactuar en forma equilibrada
con el Poder Ejecutivo en un sistema de división de
poderes y frenos y contrapesos. En la generación de

estas capacidades intervienen tanto factores estruc-
turales, como por ejemplo el diseño del sistema polí-
tico-partidario, así como factores que influyen sobre
el desempeño de los legisladores, tales como su nivel
de permanencia y su grado de experiencia y especia-
lización. Cuanto mayor sea la permanencia de un le-
gislador en las cámaras y comisiones legislativas, y
mayor sea su experiencia y especialización en áreas
específicas de políticas públicas, mayor será la cali-
dad de sus intervenciones y de los acuerdos que los
mismos lleven a cabo (Jones et al, 2000, Spiller y
Tommasi, 2001). Por el contrario, un elevado nivel de
rotación de los legisladores contribuiría a que se vea
limitada la posibilidad de invertir en su especializa-
ción en áreas específicas de políticas públicas.

Al considerar el Congreso argentino, se ob-
serva que el nivel de permanencia de los legisladores
es relativamente bajo. Por ejemplo, 4,8 años es el
tiempo promedio de permanencia de los Diputados,
lo que equivale a poco más de un sólo mandato legis-
lativo (Jones et al, 2000). Son varios los factores que
contribuyen a explicar esta situación, relacionados
principalmente con las trabas institucionales existen-
tes a la reelección de los legisladores y la dinámica de
la relación que vincula a legisladores nacionales y a
los líderes políticos provinciales. Estos últimos cuen-
tan con una importante influencia en la determina-
ción de las listas de candidatos al Congreso Nacional
(Jones et al, 2000; De Luca et al, 2002). Estos condicio-
nantes generan una situación en la que ocupar car-
gos en el Poder Ejecutivo provincial o nacional suele
ofrecer mayores incentivos que una carrera legislati-
va para el desarrollo de una carrera política posterior
(Tula y De Luca, 2001). 

Sin embargo, en el análisis de las caracterís-
ticas especificas de las Comisiones de Presupuesto y
Hacienda (CPH) de ambas cámaras, se observa una
situación particular. Al estudiar la composición de
estas comisiones durante el período 1983-2005, se ad-
vierte que existen actores relevantes que fueron auto-
ridades por de más de tres períodos consecutivos, así
como integrantes de estas comisiones con vasta ex-
periencia en la temática (Uña, 2005). Entre los miem-
bros con permanencia en ambas comisiones se desta-
can aquéllos que cuentan con antigüedad en la comi-
sión y a la vez con amplios conocimientos del Presu-
puesto Nacional. Por otra parte, es posible identificar
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legisladores con gran experiencia previa en materia
presupuestaria que provienen de cargos ejecutivos
en el nivel nacional o provincial. Adicionalmente, co-
mo demuestran Tommasi et al (2004), se puede ob-
servar que tanto la antigüedad en la Cámara, así co-
mo el hecho de contar con un título relacionado con
las ciencias económicas, son factores que influyen
positivamente en las posibilidades de acceder y per-
manecer en estas comisiones. 

Estos datos indican que, en cierta medida,
existe permanencia y especialización dentro de las
Comisiones de Presupuesto y Hacienda, principal-
mente en los niveles jerárquicos de las mismas. Pero
esta especialización de los legisladores no se ha tra-
ducido en la generación de capacidades al interior de
estas comisiones. Cabe considerar, por ejemplo, el
número reducido de asesores técnicos permanentes
en las comisiones. La CPH de la Cámara de Diputa-
dos cuenta con entre dos y cinco agentes para asistir
a 45 diputados (OECD/World Bank, 2003). En parte,
esto se explica por el hecho de que los legisladores
suelen preferir el asesoramiento de sus colaborado-
res directos, los cuales pertenecen a la planta transi-
toria y por lo tanto, permanecen en sus cargos duran-
te el mismo período que el legislador que los desig-
nó. También es posible observar que los legisladores
suelen solicitar apoyo directamente de áreas del Po-
der Ejecutivo (Mustapic y Llanos, 2000). 

Así, las condiciones existentes incrementan
las dificultades de establecer las bases de una estruc-
tura especializada estable, en la que se promueva la
transmisión de conocimientos adquiridos en materia
presupuestaria. A su vez, estas limitaciones se ven
acrecentadas por la ausencia de recursos tecnológi-
cos adecuados en el Poder Legislativo. En especial,
se destaca la falta de acceso al Sistema Integrado de
Información Financiera - SIDIF, que reduce las posi-
bilidades de seguimiento de la ejecución y evalua-
ción presupuestaria. Además, incrementa la depen-
dencia por parte de las comisiones parlamentarias de
la información que proporcione el Poder Ejecutivo
mediante sus distintas dependencias. 

Esta realidad contrasta con la existente en la
Secretaría de Hacienda del Ministerio de Economía,
contraparte del Congreso en materia presupuestaria.
La misma cuenta con una base estable de personal

técnico, que le otorga una importante capacidad ins-
titucional en el manejo de los temas relativos al siste-
ma presupuestario, y con recursos tecnológicos sufi-
cientes para el desarrollo de sus funciones. 

Por último, otro factor que afecta esta diná-
mica se relaciona con el hecho de que, por lo general,
en las decisiones sobre los temas más relevantes que
trata el Poder Legislativo, la posición de los bloques
partidarios tiene un peso relevante (Spiller, 2004). En
este esquema de toma de decisiones se puede perci-
bir una preeminencia de las decisiones afectadas más
por la coyuntura política, las cuales tienen mayor in-
fluencia sobre la postura de los bloques, sobre las de-
cisiones de carácter más estructural, las cueles suelen
encontrarse más relacionadas con aspectos técnicos
del Presupuesto Nacional, lo cual vuelve a desincen-
tivar la inversión en capacidades institucionales den-
tro de las comisiones legislativas. 

Aunque en los últimos tiempos, en ambas
cámaras se ha comenzado a realizar una serie de ac-
tividades de capacitación sobre el presupuesto diri-
gidas a los asesores con el fin de intentar revertir es-
ta situación, estas acciones se encuentran aún en sus
etapas iniciales. La Dirección del Instituto de Capaci-
tación Parlamentaria de la Cámara de Diputados de
la Nación, que tiene a su cargo la capacitación de los
asesores del cuerpo legislativo, organiza cursos de
capacitación parlamentaria relativa a elementos del
presupuesto de la administración nacional mediante
un convenio con la Secretaría de Hacienda del Minis-
terio de Economía, los cuales se desarrollan en dos
etapas. La primera se inicia en junio de cada año,
consta de cinco clases y se dirige a asesores no espe-
cializados en presupuesto. La segunda etapa se inicia
con el ingreso a la Cámara de Diputados del mensa-
je del Poder Ejecutivo conteniendo el proyecto de ley
de Presupuesto. El curso en esta etapa se refiere al
análisis del proyecto de Presupuesto y está dirigido
a los asesores especializados en materia presupuesta-
ria, con una duración de seis clases. Por su parte, la
Comisión de Presupuesto y Hacienda de la Cámara
de Senadores conformó una mesa consultiva con ins-
tituciones académicas públicas y privadas, las cuales
elaboran informes temáticos que posteriormente son
debatidos con los miembros de dicha comisión.    

A pesar de que existe cierto nivel de perma-
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nencia y especialización de ciertos legisladores den-
tro de las Comisiones de Presupuesto y Hacienda en
ambas cámaras, así como incipientes actividades de
capacitación a los asesores parlamentarios y de ase-
soramiento por parte de instituciones académicas,
estas características no han podido traducirse en la
generación de capacidades internas duraderas, que
permitan revalorizar el rol del Congreso como con-
trapeso necesario de las atribuciones del Poder Eje-
cutivo. Especialmente, se observa que aún es necesa-
rio fortalecer las acciones relacionadas con la trans-
parencia de la información del Presupuesto Nacio-
nal, para de este modo fomentar una mayor partici-
pación de la totalidad de los legisladores en los te-
mas presupuestarios, así como mejorar los mecanis-
mos internos relacionados con el análisis de los prin-
cipales aspectos del Proyecto de Ley de Presupuesto
en particular, y de las leyes con impacto presupues-
tario en general, y con el control de la ejecución pre-
supuestaria. 

Se presenta entonces el desafío de plantear
propuestas que contribuyan a fortalecer el vínculo
entre las capacidades políticas y técnicas en relación
a la asignación y ejecución de los recursos públicos.
Estas propuestas deben buscar revalorizar el rol del
Congreso en el proceso presupuestario, pero evitan-
do fortalecer aquellos aspectos de la lógica actual de
funcionamiento que han generado la coyuntura pre-
sente.

B) OFICINA DE PRESUPUESTO DEL CONGRESO: UN PASO

HACIA LA CONSOLIDACIÓN DEL ROL DEL CONGRESO

EN EL PROCESO PRESUPUESTARIO

Entre las propuestas orientadas a fortalecer
el rol del Congreso en el proceso presupuestario, han
sido elaboradas distintas alternativas que sugieren la
creación de una Oficina de Presupuesto del Congre-
so (OPC) desde el propio cuerpo legislativo, así co-
mo desde ámbitos académicos y de la sociedad civil.
Estas propuestas se caracterizan por el diseño de una
estructura institucional dentro del Poder Legislativo
dedicada al tratamiento de las cuestiones relaciona-
das con el Presupuesto Nacional que contribuya a la
mejora gradual del rol del Congreso en el ciclo pre-
supuestario. El principal objetivo de la creación de
una OPC es generar las bases para iniciar un proceso
que incremente las capacidades de análisis y deci-

sión con respecto al presupuesto público dentro del
Congreso, mediante la generación de una estructura
estable de asistencia a los legisladores con fuertes ca-
pacidades técnicas. Proponiendo un diseño adecua-
do a las necesidades actuales y considerando las po-
sibilidades reales de implementación, una OPC cons-
tituye una alternativa que permitiría modificar va-
rios aspectos que influyen sobre el bajo protagonis-
mo del Congreso durante el proceso presupuestario. 

Varias de las características de las propuestas
existentes permiten plantear que la creación de esta
oficina es una opción viable a ser implementada en el
contexto nacional actual. En primer lugar, la presen-
tación de proyectos de ley proponiendo la creación
de la OPC representa una clara señal con respecto a
la intención de algunos legisladores de comenzar a
fortalecer su rol en el proceso presupuestario. En la
última década y media, el Presupuesto Nacional se
ha consolidado cada vez más como herramienta fun-
damental para la asignación y administración de los
recursos públicos. Pero este proceso de consolida-
ción de la herramienta presupuestaria se realizó en
mayor medida en el ámbito del Poder Ejecutivo con
una menor repercusión en el funcionamiento interno
del Poder Legislativo. Esta situación, que pareciera
profundizarse en los últimos años, ha generado un
desequilibrio en las capacidades de análisis del pre-
supuesto entre ambos poderes, lo cual obstaculiza
una participación constructiva del Congreso. Por es-
te motivo, la creación de la OPC como una depen-
dencia dedicada al análisis del Presupuesto Nacional
y a la producción de información que permita la par-
ticipación de todos los legisladores en su debate y
sanción, contribuye a otorgar a esta temática una je-
rarquía interna acorde a su relevancia. 

En gran medida, la falta de protagonismo
del Congreso en el proceso de asignación de los re-
cursos públicos se manifiesta en la delegación gra-
dual de facultades en materia presupuestaria al PEN
que ha tenido lugar en los últimos años, como ya fue-
ra señalado. Mediando la intención del Poder Legis-
lativo de recuperar estas facultades delegadas, y en
la medida que el país logra un mayor grado de esta-
bilidad, la OPC contribuiría a fortalecer las capacida-
des institucionales para su ejercicio. Un incremento
en los recursos institucionales y capacidades del
Congreso para realizar el seguimiento y control de la
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ejecución presupuestaria, así como las modificacio-
nes realizadas por el PEN, resulta fundamental para
que el legislativo pueda ejercer plenamente sus fa-
cultades, pasando a ser un interlocutor con el que el
PEN pueda dialogar e intercambiar ideas sobre la ba-
se de un conocimiento técnico adecuado (Santiso,
2005a). 

Como se señaló en la sección anterior, el
cuerpo legislativo presenta capacidades que deben
ser fortalecidas en materia de análisis presupuesta-
rio. Si bien las Comisiones de Presupuesto y Hacien-
da de ambas cámaras cuentan con legisladores con
amplia experiencia y conocimientos sobre la temáti-
ca, la gran mayoría de los legisladores suelen carecer
de estos conocimientos, relacionados con un tema de
gran complejidad técnica. A esto se suma una ten-
dencia general observada en los legisladores de con-
tar con asesoramiento de personal transitorio, el cual
suele ingresar y abandonar su cargo junto con el le-
gislador que lo designó. De esta forma, las capacida-
des relacionadas con el presupuesto se encuentran
localizadas en legisladores particulares y asesores
transitorios, esquema que dificulta la generación de
conocimiento institucional sobre la base de la expe-
riencia adquirida con el paso del tiempo. En este con-
texto, la OPC puede constituirse en el ámbito que ge-
nere y concentre capacidades técnicas de análisis
presupuestario permanentes, generando el marco
para una mejor difusión y preservación de los cono-
cimientos y la experiencia adquirida en una materia
compleja como es el presupuesto público.

Adicionalmente, más allá de una mejora en
el tratamiento y seguimiento de la Ley de Presupues-
to Nacional en el Congreso, la conformación de la
OPC posibilitaría incrementar la calidad del trata-
miento general de las leyes en el recinto parlamenta-
rio. La asistencia provista por la OPC a los legislado-
res respecto del impacto en las cuentas públicas de
los proyectos de ley a ser tratados posibilita un aná-
lisis más profundo de los recursos asociados a las
mismas, contribuyendo de esta forma a un aumento
de la calidad de la actividad legislativa en general,
como sucede en otros países que cuentan con estos
ámbitos.

Desde una perspectiva más amplia, cabe ad-
mitir que el contexto institucional de Argentina pre-

senta limitaciones a la posibilidad de introducir re-
formas radicales debido a ciertos incentivos que con-
dicionan la participación de los legisladores, y no só-
lo en el proceso presupuestario. Esto incluye aspec-
tos tales como el sistema electoral o las reglas del fe-
deralismo fiscal, entre otros, que afectan la lógica de
funcionamiento del Congreso y el equilibrio existen-
te entre los poderes del Estado, particularmente en lo
que se refiere a relación Poder Ejecutivo-Poder Legis-
lativo o Nación-Provincias. La propuesta de creación
de la OPC permite desarrollar un marco institucional
con suficiente capacidad de adaptación a las distin-
tas etapas que necesariamente requerirá el proceso
de fortalecimiento del Congreso en materia presu-
puestaria dentro de la dinámica de funcionamiento
del legislativo, y de la relación entre éste y el ejecuti-
vo, el cual tiene características de un proceso incre-
mental, basado en la generación de consensos entre
los actores participantes. 

Considerando un esquema gradual de im-
plementación, en el corto plazo se presenta el desafío
de generar las capacidades institucionales y técnicas
que permitan incrementar la calidad de análisis y la
transparencia de la información presupuestaria dis-
ponible para permitir una mejor participación de to-
dos los legisladores en los temas relacionados con el
Presupuesto Nacional. En otras palabras, en el corto
plazo es necesario generar información sencilla, pero
manteniendo el rigor técnico, que aumente la infor-
mación disponible para el conjunto de los legislado-
res, para así generar un debate parlamentario de ma-
yor calidad con la participación fundamentada de
más actores. En el mediano plazo, el desafío será
avanzar sobre cuestiones claves del proceso presu-
puestario que requieren cambios más profundos en
el funcionamiento del Poder Legislativo, tales como
las tareas de seguimiento y control de la ejecución
presupuestaria o el análisis de tendencias de largo
plazo de variables clave, tales como la evolución de
la deuda pública. En ambos casos, la OPC represen-
ta un ámbito ideal para el desarrollo gradual de las
capacidades necesarias para desarrollar estas funcio-
nes, en paralelo a su fortalecimiento institucional co-
mo referente en materia presupuestaria dentro del
Congreso. 

También en relación con la necesidad de plan-
tear un diseño de OPC que posea capacidad de adap-
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tación a las posibilidades actuales, un aspecto que dis-
tingue a esta propuesta sobre otras alternativas, es la
existencia de múltiples experiencias similares en otros
países. Esto provee una base de información que per-
mite no sólo identificar mejores prácticas, sino que
también posibilita el análisis de distintos matices, faci-
litando un diseño de la OPC que se adecue a las nece-
sidades existentes en el Congreso Nacional.

Por último, cabe señalar que tanto en el cor-
to como mediano plazo, el marco institucional con-
formado por la OPC constituye un ámbito adecuado
para la articulación e implementación de distintas
propuestas planteadas desde diversos ámbitos con el
objetivo de fortalecer la actividad legislativa en el
tratamiento del presupuesto. La OPC podría funcio-
nar como eje para la consolidación de distintas pro-
puestas existentes que se encuentran desarticuladas.
Como ejemplo de estas propuestas se puede mencio-
nar la creación de un Comité de Especialistas Exter-
nos, conformado por académicos, economistas y
consultores del sector privado, para el análisis de las
estimaciones macroeconómicas que sirven de base
para el cálculo de los ingresos del presupuesto. En
este caso, la OPC podría funcionar como ámbito de
funcionamiento y coordinación de dicho comité. Con
respecto a las actividades de capacitación en materia
presupuestaria, esta oficina podría funcionar como
ejecutor, ya sea en forma directa o mediante conve-
nios con la Secretaría de Hacienda e instituciones
académicas, de las distintas propuestas para desarro-
llar estas actividades destinadas a los miembros del
legislativo y sus asesores. Por último, la OPC tam-
bién puede ser el ámbito propicio para albergar las
propuestas relacionadas con la creación de un comi-
té bicameral de asesores parlamentarios, conforma-
do por los asesores de las comisiones de presupues-
to y hacienda de las cámaras para el análisis de la ley
de presupuesto.   

En resumen, la decisión de crear la Oficina
de Presupuesto del Congreso constituiría una clara
señal de la intención del Poder Legislativo de comen-
zar a recuperar protagonismo en el ciclo de asigna-
ción de los recursos públicos. Esta oficina ofrece la
posibilidad de generación de capacidades institucio-
nales y técnicas relacionadas con el tratamiento del
presupuesto que no se encuentran presentes en la ac-
tualidad. Asimismo, permitiría comenzar a incorpo-

rar la lógica de la prudencia fiscal y presupuestaria
en el propio Poder Legislativo, mediante la genera-
ción de mejor información y mayor consenso sobre la
situación financiera, las proyecciones macroeconó-
micas y de gastos e ingresos contenidas en el presu-
puesto nacional. Como señala Santiso (2005a), una
dependencia de apoyo al parlamento en temas pre-
supuestarios puede contribuir a disciplinar el proce-
so presupuestario en el Poder Legislativo y raciona-
lizar los debates fiscales entre el Poder Ejecutivo y el
Poder Legislativo. 

3. PROPUESTAS LEGISLATIVAS
DE CREACIÓN DE LA OPC

A) DESCRIPCIÓN DE LAS PROPUESTAS EXISTENTES

Hasta el año 2005 se han presentado en el
Congreso Nacional cuatro propuestas de creación de
una Oficina de Presupuesto del Congreso cuya mi-
sión incluía el análisis detallado de todos los aspec-
tos relacionados al Presupuesto de la Administración
Nacional y su ejecución. Al comparar estas propues-
tas, surgen similitudes y diferencias. Entre las princi-
pales características en común, estos proyectos pro-
ponen que la OPC tenga la atribución de solicitar in-
formes al Poder Ejecutivo que deben ser respondidos
por funcionarios con jerarquía no inferior a Subsecre-
tario, sea conducida por un director y los analistas
sean designados por un jurado de alto prestigio. En-
tre sus funciones debería proporcionar informes y
realizar trabajos para todo legislador que lo solicite,
en el orden determinado únicamente por la fecha, y
se contemplaría dar prioridad a las solicitudes de las
comisiones de Presupuesto y Hacienda y Mixta Revi-
sora de Cuentas,  o legisladores que las integren.

Estrictamente, existen sólo dos propuestas
centrales, cada una con una variante. La primera fue
la de Mario Jorge Colazo (UCR), publicada en 2002.
Luego se presentó en el año 2003 la propuesta corres-
pondiente a Raúl Baglini (UCR), cofirmada por Os-
car Lamberto (PJ) y los jefes de bloque del Senado,
Carlos Maestro (UCR) y Miguel Picchetto (PJ). Al po-
co tiempo una coalición importante de legisladores
no oficialistas (del Partido Socialista, Frente Grande,
UCR y ARI) recoge la propuesta de Colazo con pe-
queñas modificaciones, y la presenta a fines del año
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2003. Posteriormente Oscar Lamberto (PJ) insiste con
la propuesta de Baglini, también incorporando pe-
queñas modificaciones.  

La propuesta de Colazo, luego retomada por
Lubertino, tiene una diferencia muy importante con
respecto a las de Baglini y Lamberto ya que además
de proponer la creación de una Oficina de Presu-
puesto del Congreso propone la creación de una Ofi-
cina de Investigación, cuya misión sería analizar y
evaluar las políticas elaboradas y puestas en ejecu-
ción por el órgano ejecutivo, así como formular y
preparar propuestas alternativas. Va más allá del
análisis del Presupuesto, alcanzando otros temas re-
levantes para la labor legislativa. Además, impone al
Poder Ejecutivo, al Poder Judicial y a las personas o
entidades privadas la obligación de responder expe-
ditivamente a los pedidos de informes realizados por
cada legislador individual, por alguna comisión o
por alguna de las Cámaras del Congreso. Esta medi-
da pretende jerarquizar al Congreso en tareas de in-
vestigación.

En cuanto a las diferencias específicas con
respecto a la Oficina de Presupuesto en el Congreso,
las propuestas Colazo/Lubertino apuntan a una ma-
yor injerencia en la etapa de elaboración del Proyec-
to de Ley de Presupuesto, trabajando en conjunto
con las dependencias del Poder Ejecutivo directa-
mente en la etapa de elaboración de los anteproyec-
tos presupuestarios. En consecuencia, postulan la ne-
cesidad de crear áreas dentro de la OPC que se co-
rrespondan con las principales jurisdicciones y enti-
dades del Presupuesto Nacional. En cambio, las pro-
puestas Baglini/Lamberto dan comienzo a las res-
ponsabilidades de la OPC una vez presentado el Pro-
yecto de Ley de Presupuesto en el Congreso, revisan-
do el cálculo de ingresos y gastos de la Administra-
ción Nacional, por lo cual proponen la creación de
áreas relacionadas con las distintas etapas en el pro-
ceso presupuestario posteriores a la elaboración del
Proyecto por parte del Poder Ejecutivo. 

Finalmente, en la propuesta Baglini/Lam-
berto, el director y el director adjunto de la OPC se-

rían designados por resolución conjunta de los presi-
dentes de ambas Cámaras del Congreso, a propuesta
de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y du-
rarían ocho años, mientras que en las propuestas Co-
lazo/Lubertino serían elegidos por el voto afirmati-
vo de los dos tercios de los miembros de cada cáma-
ra, con un mandato de siete años. Las cuatro pro-
puestas se detallan en la Tabla Nº 1

B) POSIBLES CAUSAS DE NO SANCIÓN DE

ESTAS PROPUESTAS.  

Con el objetivo de indagar acerca de las pro-
puestas anteriores y las razones por las cuales no fue-
ron aprobadas, se realizaron entrevistas a legisladores
que en su momento impulsaron o apoyaron estas ini-
ciativas8. Las principales conclusiones que se extraje-
ron de esas entrevistas se sintetizan a continuación. 

El Poder Ejecutivo fue el principal opositor a
estas propuestas. En particular, la viabilidad de las
propuestas se detuvo completamente con la asun-
ción de Néstor Kirchner como Presidente luego de
las elecciones del año 2003. Por su parte, desde el Mi-
nisterio de Economía, el entonces Ministro Roberto
Lavagna, también se opuso. Una de las posibles cau-
sas de esta oposición podría haber sido consecuencia
de la necesidad del Poder Ejecutivo de fortalecer su
posición, teniendo en cuenta que Néstor Kirchner
había obtenido el segundo lugar en la primera vuel-
ta de la elección presidencial, y posteriormente asu-
me la presidencia tras el desistimiento de Carlos Me-
nem de competir en la segunda vuelta. Por lo tanto,
frente a este panorama al inicio de la gestión del ac-
tual presidente pareciera que la decisión fue fortale-
cer y concentrar las decisiones en el Poder Ejecutivo,
y la creación de una Oficina de Presupuesto del Con-
greso podría haber generado mayor protagonismo
de los legisladores, y mediante éstos de los líderes
políticos provinciales, en un tema muy sensible co-
mo el Presupuesto Nacional. Las dificultades para
aprobar un proyecto de estas características podrían
haber sido menores con los presidentes anteriores:
tanto Eduardo Duhalde como Fernando De la Rúa o
Carlos Menem, ya que el primero siempre se definió
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como un gobierno de transición con fuerte apoyo del
Poder Legislativo, mientras que en el mandato de De
la Rúa, la oposición del PJ, luego de las elecciones del
2001 contaba con la mayoría en ambas cámaras, si-
tuación similar al último período del segundo man-
dato de Menem.  

En un segundo plano, podrían haber jugado
como freno las disidencias internas al Congreso, ba-
sadas en un posible recelo hacia los legisladores y
asesores que dominan el tema presupuestario, a los
que se considera un “club cerrado” que “no difunde
sus conocimientos para no promover la discusión”.
También pudo haber contribuido la desconfianza
hacia los “técnicos” y su rol en el diseño de las polí-
ticas públicas, percibiendo los legisladores que la
creación de una oficina de estas características ses-
garía el análisis que realiza el Congreso a aspectos
puramente técnicos, acotando el margen de las deci-
siones políticas. 

Claramente, el factor principal de veto fue el
Poder Ejecutivo que necesitaba fortalecer su posición
luego del resultado de las elecciones presidenciales.
Aún hoy, tras las recientes elecciones legislativas de
octubre de 2005 en las que se evidenció una consoli-
dación del poder de Kirchner en el Congreso Nacio-
nal, muchos representantes del gobierno consideran
que existe un “trade-off” entre gobernabilidad y cali-
dad institucional. En este marco, pareciera que no
existen incentivos para fortalecer el rol del Congreso
en materia presupuestaria, y dejar de este modo en
un mínimo la tensión y el conflicto potencial que es-
te proceso podría generar, priorizando dar fuerza al
liderazgo presidencial. 

Indagando en los factores que podrían con-
tribuir a aumentar la viabilidad de implementar una
Oficina de Presupuesto en el Congreso, se menciona-
ron varias ideas. La más frecuentemente mencionada
fue la necesidad de apoyo de Organismos Internacio-
nales. Esto generaría otro ámbito de negociación,
donde el Congreso podría liderar la propuesta, pero
contaría con apoyo de un actor externo. También
contribuiría a la viabilidad una mayor toma de con-
ciencia de legisladores de la necesidad de dotar al
Congreso de mejores capacidades técnicas. Para dis-
minuir la desconfianza del Poder Ejecutivo, podría
intentarse avanzar con una propuesta más amigable,

más gradualista, que no enfrente al Congreso con el
Poder Ejecutivo, donde se respete al actual proceso
presupuestario con características jerárquicas, pero
se otorgue un rol de mayor calidad del debate en el
Poder Legislativo. En esta línea, la OPC debería fun-
damentalmente generar más y mejor información,
con el fin de disminuir las dificultades para involu-
crarse en la discusión por parte de aquellos legisla-
dores no expertos en el tema, y así aumentar el nivel
de participación de los legisladores en el debate, san-
ción y control del Presupuesto Nacional.   

Es necesario tener en cuenta además que
cualquier decisión de generar una nueva estructura
en el Poder Legislativo puede generar mala prensa
interna y externa al Congreso, impulsando las clási-
cas críticas de nueva generación de empleo público y
superestructuras burocráticas, a pesar de que es ge-
neralizada la creencia de que se requieren más ana-
listas experimentados. Por ello, una medida apropia-
da podría ser la realización de un concurso interno
previo para incorporar agentes de la planta perma-
nente del Congreso que posea conocimientos en es-
tos temas. 

Uno de los puntos en los cuales no hubo to-
tal acuerdo entre los entrevistados se refiere a la va-
lidez de hacer concursos públicos y abiertos para to-
dos los puestos que configurarían la OPC. Algunos
se mostraron más a favor y otros no tanto, en parti-
cular con respecto a los Directores. El argumento
más fuerte en contra del concurso de los cargos más
altos se refería a la responsabilidad política y la nece-
sidad de generar cierta empatía entre las autoridades
de la OPC y los legisladores, considerando que el
nombramiento directo de estos cargos por las autori-
dades políticas de ambas cámaras generaría una ma-
yor legitimidad frente al cuerpo legislativo de estos
funcionarios. Por lo tanto, al diseñar un proyecto que
contemple la creación de una OPC es necesario pres-
tar especial atención al mecanismo de selección de
sus autoridades.    

Además de lo expresado en las entrevistas
realizadas a legisladores, es necesario tener en cuen-
ta algunos aspectos particulares de las propuestas
analizadas que pueden haber influido en el apoyo o
rechazo que las mismas generaron. Con respecto a
las propuestas de Colazo y Lubertino, representan
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un salto demasiado importante en la jerarquización
del Congreso, al ampliar sus facultades no sólo en
materia presupuestaria mediante la creación de la
OPC, sino también al ampliar su rol de investigación
mediante la creación de una Oficina de Investiga-
ción. Teniendo en cuenta que el Poder Ejecutivo ha
sido el principal opositor a la creación de la OPC, las
propuestas deberían promover avances graduales en
el desarrollo de capacidades en el Congreso. Por su
parte, con respecto a las propuestas de Baglini y
Lamberto, habrá que considerar el lugar que ocupa
la OPC en la relación entre ambas cámaras parlamen-
tarias. Dichas propuestas plantean que la relación en-
tre las cámaras y la OPC se mantenga a través de la
Presidencia del Senado, pudiendo esta medida gene-
rar fricciones dentro del Congreso, especialmente si
se considera que el proyecto de Ley de Presupuesto
tiene como cámara de origen la Cámara de Diputa-
dos. Adicionalmente podría ser necesario buscar un
método más representativo para la selección de di-
rectores de la OPC, que de acuerdo a las propuestas
de Baglini y Lamberto, se realizaría mediante una re-
solución conjunta de los presidentes de las cámaras,
situación que podría generar una sensación de baja
participación por parte del resto de los legisladores.
Por último, habrá que tener en cuenta que si este ti-
po de propuestas surge desde la oposición, se limita
sus posibilidades de llegar a concretarse, frente a la
posición consolidada del oficialismo. 

En la próxima sección se presentan las prin-
cipales experiencias internacionales de oficinas de
estas características en el ámbito del Poder Legislati-
vo.  

4. EXPERIENCIAS INTERNACIONALES

La experiencia internacional sobre la imple-
mentación de oficinas de presupuesto dentro del
Congreso es relativamente variada, desde las carac-
terísticas básicas como la cantidad de empleados,
hasta las actividades que llevan a cabo y el grado de
incumbencia que tiene cada una. Por ejemplo, la Uni-
dad de Asesoría Presupuestaria del Congreso chile-

no cuenta con dos profesionales en su staff mientras
que la Congressional Budget Office de EEUU cuenta
con 230 profesionales. El Centro de Estudios de las
Finanzas Públicas de México tiene dentro de sus ac-
tividades brindar elementos que perfeccionen las
técnicas, amplíen los instrumentos de análisis y apo-
yen el trabajo legislativo y la toma de decisiones de
las Comisiones, Grupos Parlamentarios y Diputados,
a través de la elaboración de análisis, estudios, pro-
yecciones, cálculos e investigaciones. Por otro lado,
el Centro de Investigación Parlamentaria del Perú
tiene dentro de sus obligaciones la recopilación y cla-
sificación de la información proveniente de los orga-
nismos del Estado e instituciones privadas, afines y
pertinentes al trabajo parlamentario.

En esta sección se brinda una descripción de
Oficinas de Presupuesto del Congreso – OPC - que
cubren casos de Latinoamérica y el caso de EEUU.
Los países relevados son: Brasil, Chile, Estados Uni-
dos, México, Perú y Venezuela. Tabla 2.

A) SÍNTESIS DE LAS EXPERIENCIAS

INTERNACIONALES ANALIZADAS

Luego de estudiar el funcionamiento de dife-
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Países Institución

Brasil Consultoría de Orçamentos, Fiscaliza-
çao e Controle no Senado Federal

Chile Unidad de Asesoría Presupuestaria

Estados Unidos Congressional Budget Office

México Centro de Estudios de las Finanzas 
Públicas

Perú Centro de Investigación 
Parlamentaria9

Venezuela Oficina de Asesoría Económico 
Financiera

Fuente: Elaboración propia

Tabla 2: Experiencias internacionales relevadas.

9 Si bien el Centro de Investigaciones Parlamentarias de Perú no es estrictamente una oficina legislativa de apoyo presupues-
tario, como señala Santiso (2005a), a los fines de la información relevada se considero la misma por desempeñar entre sus fun-
ciones tareas relacionadas con el presupuesto público.  
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rentes organismos parlamentarios que cumplen el
rol de asesoramiento al Congreso en temas presu-
puestarios, surgen diferentes características que son
deseables para el diseño de estos organismos. En pri-
mer lugar, es necesario considerar un tema no tan re-
lacionado con las oficinas de presupuesto sino más
con el proceso presupuestario en sí, como es el tiem-
po disponible para el análisis del proyecto de ley. En
un extremo se encuentra Estados Unidos donde la
CBO dispone de 235 días para el análisis del presu-
puesto, mientras que en el caso de México el Centro
de Estudios de las Finanzas Públicas sólo dispone de
30 días. Este plazo impacta directamente sobre las
funciones y la calidad del trabajo que puede desem-
peñar una oficina de estas características.  

En segundo lugar, el tamaño de la Oficina de
Presupuesto y la conformación del staff técnico son ca-
racterísticas muy relevantes para la calidad y la perti-
nencia de los productos elaborados. En el caso chileno,
la selección del personal es la deseable ya que se man-
tiene la neutralidad política con una alta exigencia pro-
fesional, pero el inconveniente es que el tamaño de la
Unidad de Asesoría Presupuestaria (UAP) aún es muy
reducido (solo 2 profesionales). Las otras oficinas rele-
vadas de América Latina tienen entre 13 y 25 profesio-
nales (sin datos para Brasil). En el otro extremo está el
caso de la CBO de Estados Unidos con una estructura
de 230 personas, que implicaría claramente un sobre-
dimensionamiento para el caso argentino. No existe un
tamaño ideal para una oficina de presupuesto pero lo
importante es garantizar, como se puede ver en los ca-
sos analizados, la independencia político - partidaria y
el alto nivel profesional de sus miembros.

En tercer lugar, se destaca la misión y visión
de las oficinas de presupuesto. En algunos casos las
mismas son relativamente acotadas como en el caso
de Brasil donde sólo se realiza el análisis técnico del
presupuesto mientras que en Estados Unidos la mi-
sión es la redacción de informes que permitan la san-
ción de leyes más sólidas y consistentes, no solamen-
te en lo referido al presupuesto. Por otro lado, el Cen-
tro de Estudios de las Finanzas Públicas de México
también brinda capacitación a los Diputados y al
cuerpo de asesores. 

Finalmente, otro punto importante es la órbi-
ta en que las diferentes oficinas trabajan. En el caso

chileno solamente brinda asesoramiento a los sena-
dores, en el caso mexicano solo a los Diputados (cabe
destacar que sólo esta cámara analiza el presupues-
to), mientras que la Congressional Budget Office en
EEUU brinda asesoramiento al Congreso en general.
Por último, los temas que considera cada una de las
unidades relevadas son relativamente variados, pero
todas coinciden en el asesoramiento con respecto al
proyecto de ley de presupuesto y a las estimaciones
macroeconómicas incluidas en el proyecto. Por otro
lado, en Chile, la UAP tiene también incluidas facul-
tades para verificar el cumplimiento de los compro-
misos de información que el Ejecutivo debe enviar al
Congreso Nacional. En el caso peruano, el Centro de
Investigación Parlamentaria tiene dentro de sus fun-
ciones la investigación y el análisis de temas sociales. 

Una vez analizadas las propuestas locales de
creación de una OPC y relevadas las experiencias in-
ternacionales, en la próxima sección se describe una
propuesta de creación de la Oficina de Presupuesto
del Congreso de la Nación Argentina. 

5. PROPUESTA DE CREACIÓN DE LA
OFICINA DE PRESUPUESTO
DEL CONGRESO

Luego de relevar las propuestas nacionales y
las experiencias internacionales referentes a la mate-
ria, y sobre la base del diagnóstico realizado, en esta
sección se detalla una propuesta de creación de una
Oficina de Presupuesto del Congreso, describiendo
sus principales características –misión, funciones,
autoridades, dependencia funcional, etc-, su relación
con la Auditoría General de la Nación y con la socie-
dad civil. En el anexo se presenta el anteproyecto de
ley que refleja todas estas características. 

A) DESCRIPCIÓN DE LAS PRINCIPALES CARACTERÍSTICAS: 

(i) Misión

La Oficina de Presupuesto del Congreso de-
bería tener como misión principal brindar asesora-
miento técnico y herramientas de análisis a las Cá-
maras de Diputados y Senadores en aquellos aspec-
tos relacionados con la asignación de los recursos pú-
blicos efectuada mediante la Ley de Presupuesto de
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la Nación. Esto incluye fundamentalmente el aseso-
ramiento en la toma de decisiones que la Cámaras
realizan durante el proceso de aprobación de la Ley
y el seguimiento de la ejecución presupuestaria que
efectúa el Poder Ejecutivo. Además, su misión debe-
ría contemplar la elaboración de información analíti-
ca para los legisladores respecto al impacto que pro-
yectos de ley u otro tipo de medidas pudieran tener
sobre la estimación y distribución de los recursos pú-
blicos establecida en la Ley de Presupuesto de la Ad-
ministración Pública Nacional y el análisis de pro-
yectos de reformas sobre programas o jurisdicciones
del Presupuesto Nacional elevados por los legislado-
res o proyectos que provengan del Ejecutivo. Para
dar cumplimiento a estos objetivos, la OPC realizaría
las tareas que se describen a continuación.

(ii)  Principales funciones 

Proceso de aprobación, ejecución y control 
del Presupuesto de la Nación

Durante la etapa de aprobación del Presu-
puesto Nacional, la OPC tendrá a su cargo dos tareas
principales: la revisión y análisis de las proyecciones
macroeconómicas, incluyendo las estimaciones de
los recursos públicos elaboradas por el Poder Ejecu-
tivo que sustentan el Proyecto de Ley de Presupues-
to enviado al Congreso y, en forma previa a su trata-
miento en la Cámara, la elaboración de un Resumen
Ejecutivo analizando los aspectos de mayor relevan-
cia contenidos en dicho proyecto. Estas dos tareas
apuntan, por un lado, a dar mayor capacidad de aná-
lisis a los legisladores sobre las proyecciones de in-
gresos que determinan los topes de recursos a ser
asignados en el Presupuesto. La diferencia entre es-
tas estimaciones y la realidad determinarán, en gran
medida, la validez y relevancia durante el período
fiscal de las decisiones sobre asignación de recursos
públicos incluidas en el Presupuesto, situación que
ha generado críticas en los últimos años debido a la
posibilidad de que el Poder Ejecutivo utilice dichas
estimaciones para lograr mayor control sobre la asig-
nación del Presupuesto más allá de lo aprobado en el
Congreso. Por otro lado, las actividades de la OPC
apuntarán a generar mayor información y compren-
sión que sirvan de sustento a la toma de decisiones
por parte de los legisladores durante el proceso de
sanción de la Ley de Presupuesto.

Luego de la aprobación de la Ley de Presu-
puesto, el Congreso tiene a su cargo la misión de
efectuar el seguimiento y control de la ejecución pre-
supuestaria, la cual debe corresponderse con lo san-
cionado en la Ley. Con el fin de contribuir al cumpli-
miento de esta misión, la OPC elaborará informes tri-
mestrales en los que se analizará la evolución de la
ejecución presupuestaria realizada por el Poder Eje-
cutivo. Se evaluarán los informes trimestrales que
debe remitir la Secretaría de Hacienda de acuerdo a
la legislación vigente. Además, este análisis será
complementado por un informe anual que contendrá
una evaluación de los aspectos más relevantes de la
ejecución presupuestaria realizada durante cada
ejercicio fiscal. Se incluirá, asimismo, el seguimiento
del cumplimiento de las reglas y compromisos fisca-
les asumidos por el Gobierno Nacional.

Proceso legislativo de sanción de leyes que afectan 
los recursos y el gasto público

Además del asesoramiento a los legisladores
durante las etapas de aprobación y control del Presu-
puesto Nacional, la OPC tendrá a su cargo como ta-
rea permanente, el asesoramiento al cuerpo legislati-
vo con respecto al impacto presupuestario de los
proyectos de ley que ingresen a la Comisión de Pre-
supuesto y Hacienda. Se busca con esto permitir un
mejor análisis de los requerimientos de financia-
miento de los distintos proyectos y las restricciones
presupuestarias existentes, incrementando la calidad
de la discusión en torno a los mismos dentro de las
comisiones y el recinto parlamentario. Adicional-
mente, y con este mismo objetivo, la capacidad técni-
ca de la OPC se encontrará disponible para dar res-
puesta a solicitudes de estudios relacionados con el
impacto fiscal / presupuestario de proyectos de re-
forma a organismos públicos, programas o incisos,
remitidos desde la Cámara de Diputados o desde la
Cámara de Senadores, así como los anunciados por
el Poder Ejecutivo, los cuales podrían implicar com-
promisos plurianuales o representar incrementos
permanentes del gasto público.  

Toda la información producida por la OPC
constituirá información pública y de libre acceso. Es-
ta información deberá estar disponible en su propia
página de Internet, y en las pertenecientes a la Cáma-
ra de Diputados y del Honorable Senado de la Na-
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ción, así como mediante los medios electrónicos que
se consideren apropiados. 

(iii)  Estructura funcional

Para cumplir con las tareas descriptas hasta
aquí, la OPC se organizaría, en principio, en cuatro
áreas principales señaladas a continuación: 

a) elaboración de proyecciones macroeconómicas y
análisis presupuestario:  proveerá apoyo a la eta-
pa de aprobación del presupuesto, incluyendo
las estimaciones de los recursos;

b) análisis de la ejecución presupuestaria: contri-
buirá al seguimiento de la ejecución realizada
por el Poder Ejecutivo en materia presupuesta-
ria; 

c) análisis del impacto fiscal de proyectos de ley:
evaluará el impacto presupuestario de los pro-
yectos de ley que ingresan a la Comisión de Pre-
supuesto y Hacienda; 

d) análisis de políticas y programas: dará respuesta
a las solicitudes de informes específicos sobre
posibles modificaciones a introducir en progra-
mas o jurisdicciones del Presupuesto Nacional. 

Esta separación de áreas acorde a los princi-
pales objetivos de la oficina debe ser tenida en cuen-
ta como parámetro inicial para la organización de la
misma, factible de ser modificado posteriormente de
acuerdo a las necesidades que se presenten cuando la
misma se encuentre funcionando. Además, la OPC
debería contemplar en su estructura un Departamen-
to de Administración, responsable de su funciona-
miento operativo.    

(iv) Ubicación de la OPC en la estructura 
administrativa del Congreso

La OPC debería depender del Congreso de la
Nación, pero funcionar como un organismo descen-
tralizado dentro del Poder Legislativo, con servicio
administrativo financiero (SAF) propio, que asegure
su independencia administrativa y funcional. Su pre-
supuesto formaría parte de los fondos destinados al
Poder Legislativo. Para iniciar su funcionamiento, el

Presupuesto Nacional preverá las partidas necesa-
rias mediante reasignación de partidas y/o asigna-
ción específica dentro de la jurisdicción Poder Legis-
lativo. En los ejercicios posteriores, la OPC deberá re-
girse por las normas generales de ejecución presu-
puestaria de la Administración Pública Nacional.   

(v) Proceso de selección, duración y remoción 
de autoridades y personal

Con respecto a su estructura organizativa, la
misma será conducida por un Director General, del
que dependerá un Subdirector por cada área en la
que se divida la Oficina. Así, si se establecen las áreas
señaladas en los párrafos anteriores, existirían un to-
tal de cuatro Subdirectores. 

El cargo de Director General será selecciona-
do mediante concurso público abierto de oposición
de antecedentes, a cargo de un jurado compuesto por
al menos tres profesores universitarios titulares de
materias afines y/o profesionales de reconocida tra-
yectoria en la materia y los presidentes de las Comi-
siones de Presupuesto y Hacienda de ambas Cáma-
ras. La composición del jurado siempre deberá res-
petar una cantidad de miembros impares. Los candi-
datos a este cargo deberán contar con título de grado
y/o posgrado y/o presentar amplia experiencia en
áreas afines a las actividades de la Oficina.  

Por su parte, los cargos de Subdirectores de
cada área serán seleccionados a través de concurso
público abierto de oposición y antecedentes a cargo
de un jurado de alto prestigio compuesto por al me-
nos 3 profesores universitarios titulares de materias
afines y/o profesionales de reconocida trayectoria en
la materia, al menos un presidente de las Comisiones
de Presupuesto y Hacienda de ambas Cámaras, y el
Director/a General de la Oficina. La composición del
jurado siempre deberá respetar una cantidad de
miembros impares.  

Tanto el Director General como los Subdirec-
tores durarán cinco (5) años en sus cargos, con posi-
bilidad de reelección indefinida, siendo requerido
para su remoción durante su cargo, previo sumario
por mal desempeño o mala conducta, el acuerdo de
2/3 de la Cámara de Diputados o de la Cámara de
Senadores.
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Los analistas que realizarán las tareas dentro
de la OPC también serán seleccionados por concurso
y por parte de un jurado compuesto de al menos tres
profesores universitarios titulares de materias afines
y/o profesionales de reconocida trayectoria en la
materia, el Director General de la Oficina y el Subdi-
rector del área correspondiente. Estos cargos serán
considerados planta permanente y por ende perma-
necerán en sus cargos mientras mantengan buena
conducta y desempeño, lo que se evaluará anual-
mente de acuerdo a la reglamentación.

Completando la estructura de la OPC, como
apoyo al staff de analistas será necesaria la designa-
ción de personal administrativo, el cual puede pro-
venir de otras dependencias del Poder Legislativo,
los cuales formarán parte del departamento adminis-
trativo de la OPC. 

En todos los casos, se busca que los meca-
nismos de designación del personal de la OPC con-
tribuyan a formar un staff altamente capacitado en
materia de presupuesto y administración pública y
que las actividades por éstos desarrolladas resulten
objetivas, transparentes y oportunas, contribuyen-
do efectivamente al fortalecimiento institucional
del Congreso de la Nación en el proceso presupues-
tario. 

(vi) Mecanismos de procesamientos de solicitudes 
de información 

Uno de los aspectos que resulta necesario de-
finir claramente para lograr un adecuado funciona-
miento de la Oficina se refiere al procesamiento de
solicitudes de información. Cumpliendo con el obje-
tivo de la OPC la misma debe otorgar prioridad a los
temas referidos a la Ley de Presupuesto Nacional
con el siguiente orden de importancia: 

1. Análisis del Proyecto de Ley de Presupuesto de
cada año y de los proyectos de Ley que modifi-
can directamente la Ley de Presupuesto una vez
sancionada y al análisis de los informes trimes-
trales de ejecución presupuestaria. 

2. Análisis de los proyectos remitidos por las Comi-
siones de Presupuesto y Hacienda de ambas Cá-
maras para su estudio, prestando especial aten-

ción al impacto en el mediano y largo plazo so-
bre las finanzas públicas. 

3. Proyectos relacionados con el Presupuesto Na-
cional cursados por el resto del cuerpo legislati-
vo. Para que la Oficina se aboque a su análisis,
los mismos deberán ser elevados por medio de
las autoridades de una comisión parlamentaria,
a través de una solicitud firmada por al menos el
50% más uno de los miembros de la mesa direc-
tiva de la Comisión.    
Además, de las funciones prioritarias referidas a
la Ley de Presupuesto Nacional, la OPC también
puede realizar otro tipo de estudios. En particu-
lar, 

4. Realizar análisis de proyectos de reforma sobre
programas o jurisdicciones del Presupuesto Na-
cional elevados por miembros de ambas Cáma-
ras o proyectos remitidos por el Poder Ejecutivo.
El requisito para que la OPC realice estas tareas
será una solicitud firmada por al menos el 50%
mas uno de los miembros de la mesa directiva de
la Comisión de Presupuesto y Hacienda de la
Cámara de Diputados o del Honorable Senado
de la Nación. 

De esta forma se busca focalizar las acciones
realizadas por la OPC sobre los temas presupuesta-
rios más relevantes y que cuenten con consenso de
los miembros de las comisiones legislativas, mante-
niendo una vinculación estrecha con las Comisiones
de Presupuesto y Hacienda de ambas Cámaras y con
la Comisión Parlamentaria Mixta Revisora de Cuen-
tas.  

B) MECANISMOS DE RELACIÓN CON LA AUDITORÍA

GENERAL DE LA NACIÓN

La OPC deberá promover una fluida relación
con la Auditoría General de la Nación (AGN) orga-
nismo responsable del análisis de la Cuenta de Inver-
sión, herramienta fundamental del control presu-
puestario que debe realizar el Congreso de la Nación.
La información generada por la OPC, en especial la
referente al control trimestral de la ejecución presu-
puestaria deberá ser remitida a la AGN y a la Comi-
sión Mixta Revisora de Cuentas para su conocimien-
to. En todas aquellas actividades donde fuese posible
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potenciar el funcionamiento de ambas dependencias
mediante la coordinación de sus actividades, deberán
promoverse las acciones tendientes a este objetivo.   

C) MECANISMOS DE RELACIÓN CON LA SOCIEDAD CIVIL

Como ya fuera señalado, uno de los objeti-
vos principales de la OPC es generar mayor informa-
ción sobre la Ley de Presupuesto de la Administra-
ción Publica Nacional con el fin de promover una
participación de mejor calidad de todos los legisla-
dores en el proceso de sanción y control de esta Ley.
Para lograr este objetivo también es importante lo-
grar participación y apoyo de la sociedad civil y de
los ámbitos académicos en este proceso. Existe evi-
dencia internacional que indica que una mayor
transparencia en las cuentas públicas contribuye a
mejorar los resultados fiscales (ver, por ejemplo, Alt
et al 2001). Por lo tanto, una de las funciones princi-
pales de las autoridades de la OPC será mantener
una fluida relación con la Organizaciones de la Socie-
dad Civil, las Universidades y Centros de Estudios,
con el fin de hacer partícipe a las mismas de las acti-
vidades que ésta desarrolla, logrando una mayor di-
fusión de la información producida y generando le-
gitimidad sobre sus acciones. Además, estas activi-
dades permitirían relevar las inquietudes de las or-
ganizaciones especializadas en temas de finanzas
públicas, las cuales podrían servir de insumo para
las actividades de la OPC. Asimismo, la OPC podría
apoyarse o solicitar investigaciones específicas a or-
ganismos de la sociedad civil con pericia en temas
particulares, en especial a instituciones académicas y
centros de estudio. De esta manera, los mecanismos
de relacionamiento con la sociedad civil podrían ser
más ágiles y en doble sentido.

En resumen, la Oficina de Presupuesto del
Congreso tiene como objetivo generar un ámbito de
apoyo técnico y análisis sólido e independiente para
el Congreso en aquellos aspectos que involucren el
Presupuesto Nacional, tanto para fortalecer el cum-
plimiento del rol establecido en la Constitución con
respecto a la aprobación y control del mismo, como
para evaluar el potencial impacto en la asignación y
distribución de recursos de los proyectos de ley que
ingresan para su tratamiento en las cámaras legisla-
tivas. Se persigue con esto proveer las herramientas
analíticas necesarias a los legisladores sobre un tema

que presentando gran complejidad técnica, resulta
cada vez más importante para la toma de decisiones
con respecto a distintos cursos de acción posibles so-
bre las finanzas públicas nacionales.

Por ello, se propone estructurar la OPC en
cuatro grandes áreas, dos de ellas relacionadas con el
proceso presupuestario, el área de elaboración de
proyecciones y análisis presupuestario y el área de
análisis de la ejecución presupuestaria, un área rela-
cionada con el proceso de sanción legislativa de leyes
correspondiente a análisis de impacto fiscal de pro-
yectos de ley, y la última área responsable del análi-
sis particular de programas y jurisdicciones del pre-
supuesto. Todas estas áreas deben estar conformadas
por analistas seleccionados por concursos públicos
abiertos, al igual que los cargos de Director General
y Subdirector, con el fin de asegurar la independen-
cia y transparencia de sus acciones. La imparcialidad
de la estructura y de sus integrantes es una de las
condiciones esenciales para la generación de presti-
gio y sustentabilidad de este tipo de ámbitos de apo-
yo legislativo de acuerdo a la experiencia internacio-
nal (Anderson , 2005).  

Además, es necesario que la OPC tenga una
fluida relación con la Auditoría General de la Na-
ción, considerando que serían las instituciones que
apoyan al Congreso de la Nación en las dos etapas
claves del presupuesto, la aprobación y el control
respectivamente, así como con la sociedad civil, los
ámbitos académicos y los centros de estudio. Estas
acciones permitirán difundir sus productos y comen-
zar a legitimar su función dentro y fuera del ámbito
legislativo. 

Una vez descriptas las principales caracterís-
ticas de esta propuesta de creación de una Oficina de
Presupuesto del Congreso, en la siguiente sección se
presentan las principales conclusiones.   

6. CONCLUSIONES

En la última década y media, el Presupuesto
Nacional se ha consolidado cada vez más como he-
rramienta fundamental para la asignación y admi-
nistración de los recursos públicos. Pero este proceso
de consolidación de la herramienta presupuestaria se
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realizó en mayor medida en el ámbito del Poder Eje-
cutivo con una menor repercusión en el funciona-
miento interno del Poder Legislativo. Esta situación,
que pareciera profundizarse en los últimos años, ha
generado un desequilibrio en las capacidades de
análisis del presupuesto entre ambos poderes, lo cual
genera un escaso nivel de análisis e investigación en
materia presupuestaria en el Congreso.   

Considerando las posibilidades de revertir
esta situación, en el corto plazo se presenta el desafío
de generar las capacidades institucionales y técnicas
que permitan incrementar la calidad de análisis y la
transparencia de la información presupuestaria dis-
ponible para así lograr una mayor y mejor participa-
ción de los legisladores en los temas relacionados
con el Presupuesto Nacional. Por su parte, en el me-
diano plazo el desafío será avanzar sobre cuestiones
claves del proceso presupuestario, tales como las ta-
reas de seguimiento y control de la ejecución presu-
puestaria.

En ambos casos, la OPC representa un ámbi-
to ideal para el desarrollo gradual de esas capacida-
des, en paralelo a su fortalecimiento institucional co-
mo referente en materia presupuestaria dentro del
Congreso.

Por este motivo, el principal objetivo de la
creación de la OPC como una dependencia dedicada
específicamente al análisis del Presupuesto Nacional
y a la producción de información es mejorar las posi-
bilidades de una adecuada participación de los legis-
ladores brindándoles herramientas técnicas en mate-
ria presupuestaria.   

Para lograr los objetivos propuestos, es im-
portante concebir un adecuado diseño de esta ofici-
na. En primer lugar, la OPC debería contar con per-
sonal técnico, independiente e idóneo (en cantidad y
calidad adecuada a sus funciones) y seleccionado
por concurso público. En segundo lugar, se propone
estructurar la OPC en cuatro grandes áreas: el área
de elaboración de proyecciones y análisis presupues-
tario, el área de análisis de la ejecución presupuesta-
ria, el área responsable del análisis del impacto fiscal
de proyectos de ley, y la última área responsable del
análisis más detallado de programas y jurisdicciones
del presupuesto.

En tercer lugar, es necesario que la OPC ten-
ga una fluida relación con la Auditoría General de la
Nación, aunando esfuerzos en las tareas de control,
para otorgarle una mayor relevancia a los informes
de auditoría y de esta manera intentar revertir el de-
sinterés y la escasa atención que se le otorgan a las
actividades de control parlamentario de la gestión
presupuestaria en la actualidad. 

En cuarto lugar, y siguiendo las mejores
prácticas internacionales, la OPC debe estimular un
mayor grado de transparencia en el proceso presu-
puestario y en la elaboración de leyes, por lo cual se
debe asegurar el acceso público a la información y
análisis elaborados por la Oficina. A su vez, una flui-
da relación con la sociedad civil y centros académi-
cos puede potenciar la calidad del trabajo de la ofici-
na, dotándola de mayor independencia y legitima-
ción. 

En el presente trabajo hemos enfatizado la
debilidad institucional que presenta el Poder Le-
gislativo a lo largo del proceso presupuestario y
propuesto un paso concreto que podría contribuir a
revertir este problema. Somos concientes que sin
cambios estructurales en la dinámica política que
subyace al proceso presupuestario, será difícil cam-
biar en forma significativa los resultados fiscales en
Argentina. Sin embargo, tomamos una mirada op-
timista respecto de la evolución institucional, y
consideramos que un paso concreto como la crea-
ción de la OPC puede poner en marcha una diná-
mica positiva que fortalezca el rol constructivo del
Congreso, su interacción con el Poder Ejecutivo y
con la sociedad civil a lo largo del ciclo presupues-
tario. 

El fortalecimiento del Congreso en sus res-
ponsabilidades presupuestarias debe permitir que
este pueda ejercer su misión de control y contrapeso
del Poder Ejecutivo en el proceso presupuestario de-
lineado en la Constitución Nacional, revalorizando
su accionar en las etapas de aprobación y control del
Presupuesto de la Administración Nacional, para de
esta manera fomentar mejores resultados del ciclo
presupuestario, en términos de eficiencia, eficacia,
solvencia y transparencia fiscal, elementos indispen-
sables para un desarrollo sustentable de nuestro
país.   
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7. ANEXO I 

PROYECTO DE LEY DE CREACIÓN DE UNA OFICINA DE

PRESUPUESTO DEL CONGRESO DE LA NACIÓN

El Senado y la Cámara de Diputados de la Nación
Argentina, etc…: 

Artículo 1: Créase la Oficina de Presupuesto del
Congreso de la Nación como un Organismo Descen-
tralizado del Congreso de la Nación.  

Artículo 2: La Oficina se constituye como un órgano
de opinión y de consulta no vinculante. Su objetivo
es brindar al Congreso de la Nación el asesoramien-
to técnico que requiere el acabado cumplimiento de
su misión de aprobación y control legislativo del Pre-
supuesto de la Nación. Deberá proveer el análisis in-
dependiente, oportuno e imparcial necesario para la
discusión y la toma de decisiones presupuestarias en
el ámbito del Poder Legislativo, promoviendo la par-
ticipación de todos los integrantes del cuerpo legisla-
tivo y fortaleciendo la calidad del debate parlamen-
tario.

Artículo 3: La Oficina tendrá por misión las siguien-
tes tareas permanentes: 

a) Revisar y analizar las proyecciones de las princi-
pales variables macroeconómicas presentadas en
el Proyecto de Ley de Presupuesto Nacional.

b) Realizar un análisis detallado de todos los aspec-
tos relativos a la estimación de recursos públicos,
incluyendo exoneraciones y gastos tributarios,
del Proyecto de Ley de Presupuesto Nacional.

c) Realizar un resumen ejecutivo y analítico del
Proyecto de Ley de Presupuesto Nacional eleva-
do por el Poder Ejecutivo Nacional, previo a su
tratamiento en la Comisión de Presupuesto y
Hacienda de la Cámara de Diputados.

d) Realizar informes trimestrales y un informe
anual en el que se analice la ejecución del Presu-
puesto sobre la base de los informes establecidos
en el art. 2 de la ley 24.629, y analizar el cumpli-
miento de las reglas fiscales existentes que afec-
ten al Presupuesto Nacional. 

e) Presentar opinión no vinculante sobre los proyec-
tos de ley que ingresan a las Comisiones de Pre-
supuesto y Hacienda de ambas Cámaras, inclu-
yendo estimación de impacto fiscal y prestando
especial atención a las implicancias de estos pro-
yectos sobre la situación del gasto público en el
mediano y largo plazo. 

También deberá cumplir con las siguientes tareas no
permanentes: 

f) Presentar opinión, cálculo de impacto fiscal, im-
pacto distributivo y proyecciones sobre pedidos
de estudios sectoriales.

g) Realizar análisis de proyectos de reforma sobre
programas o jurisdicciones del Presupuesto Na-
cional elevados por miembros de ambas Cáma-
ras o proyectos remitidos por el Poder Ejecutivo. 

Para que la OPC se aboque a las tareas referidas en
los incisos f) y g) del presente articulo, será necesario
el requerimiento escrito por al menos el 50% mas
uno de los miembros de la mesa directiva de la Co-
misión de Presupuesto y Hacienda de la Cámara de
Diputados o del Honorable Senado de la Nación. 

Artículo 4: Con relación a los proyectos cursados por
el resto del cuerpo legislativo, para que la Oficina se
aboque a su análisis, los mismos deberán ser eleva-
dos por medio de las autoridades de una comisión
parlamentaria, a través de una solicitud firmada por
al menos el 50% más uno de los miembros de la me-
sa directiva de la Comisión.    

Artículo 5: La Oficina estará dividida por áreas que
correspondan a los principales objetivos a cumplir en
el desempeño de sus funciones. Es por ello que, sin
perjuicio de que se modifiquen o subdividan con
posterioridad, las áreas básicas de la Oficina serán:

– Elaboración de proyecciones y análisis presu-
puestario (apoyo a la etapa de aprobación).

– Análisis de ejecución presupuestaria (seguimiento).

– Análisis de impacto fiscal de propuestas de ley.

– Análisis de políticas y programas.
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Artículo 6: La Oficina será conducida por un/a Di-
rector/a General y un/a Subdirector/a por cada una
de las grandes áreas en que se divida la OPC, con
rango equivalente a Secretario y Prosecretarios de
Cámara respectivamente. El/La Director/a General
será seleccionado/a a través de concurso público
abierto de oposición y antecedentes a cargo de un ju-
rado de alto prestigio compuesto por al menos 3 pro-
fesores universitarios titulares de materias afines
y/o profesionales de reconocida trayectoria en la
materia y los presidentes de las Comisiones de Pre-
supuesto y Hacienda de ambas Cámaras. La compo-
sición del jurado siempre deberá respetar una canti-
dad de miembros impares. Los Subdirectores de ca-
da área serán seleccionados a través de concurso pú-
blico abierto de oposición y antecedentes a cargo de
un jurado de alto prestigio compuesto por al menos
3 profesores universitarios titulares de materias afi-
nes y/o profesionales de reconocida trayectoria en la
materia, al menos un presidente de las Comisiones
de Presupuesto y Hacienda de ambas Cámaras, y
el/la Director/a General de la Oficina. La composi-
ción del jurado siempre deberá respetar una canti-
dad de miembros impares. Durarán cinco (5) años en
sus funciones, siempre que observen buena conduc-
ta y mantengan un desempeño eficaz, pudiendo ser
reelegidos indefinidamente. Deberá tratarse de per-
sonas con títulos universitarios de grado y/o posgra-
do y/o ejercicio actual de la docencia universitaria,
con antecedentes relevantes en materias afines a las
finanzas públicas, administración pública, derecho
público y administrativo, derecho presupuestario,
auditoría, administración financiera, contabilidad,
etcétera. Podrán ser removidos/as de sus cargos pre-
vio sumario, por inconducta o mal desempeño, por
el voto de los dos tercios de los miembros de la Cá-
mara de Diputados o de Senadores.

Artículo 7: La Oficina estará conformada por analis-
tas nombrados por concurso; y por el personal admi-
nistrativo, de apoyo y equipamiento necesario para
su función que la cámara proveerá para ponerla en
funcionamiento. Los analistas serán seleccionados a
través de concurso público abierto de oposición y an-
tecedentes a cargo de un jurado de alto prestigio de
al menos tres miembros compuesto por profesores
universitarios titulares de materias afines y/o profe-
sionales de reconocida trayectoria en la materia,
el/la Director/a General de la Oficina y el/la Subdi-

rector/a del área correspondiente. La composición
del jurado siempre deberá respetar una cantidad de
miembros impares. Los analistas deberán ser profe-
sionales universitarios con título de grado y/o pos-
grado o acreditando trabajos de investigación y tra-
yectoria académica acorde con la responsabilidad. Su
designación tendrá carácter permanente, supeditado
a la buena conducta y desempeño eficiente, debien-
do ser su desempeño evaluado anualmente, confor-
me al procedimiento que establecerá la reglamenta-
ción.

Artículo 8: El Poder Ejecutivo dirigirá a la Oficina co-
pia autenticada de los informes trimestrales sobre la
ejecución presupuestaria contemplada en el artículo
2 de la ley 24.629. 

Artículo 9: Todos los informes y análisis elaborados
por la OPC serán considerados información pública
y de libre acceso. Deberán estar disponibles a través
de su propia página de Internet, de la página de In-
ternet de la Cámara de Diputados y del Honorable
Senado de la Nación, así como mediante los medios
electrónicos que se consideren apropiados. 

Artículo 10: El Presupuesto Nacional preverá las
partidas necesarias para el inicio del funcionamiento
de la OPC mediante reasignación de partidas y/o
asignación específica dentro de la jurisdicción Poder
Legislativo. En los ejercicios posteriores, la OPC de-
berá regirse por las normas generales de ejecución
presupuestaria de la Administración Pública Nacio-
nal. La Oficina puede recibir donaciones, crédito y
soporte internacional para el mejor desarrollo de su
actividad.

Artículo 11: La OPC podrá realizar convenios de
cooperación con centros académicos, de investiga-
ción y Organizaciones de la Sociedad Civil para el
mejor cumplimiento de su mandato. A todos los efec-
tos administrativos y funcionales, la Oficina manten-
drá su relación con las Cámaras a través de las Presi-
dencias de cada una de ellas respectivamente.

Artículo 12: Comuníquese al Poder Ejecutivo.  
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INTRODUCCIÓN

La diversidad de normas que regulan el em-
pleo público (Ley de Empleo, Ley de Contrato de Tra-
bajo, normas sobre convenios colectivos, convenios es-
pecíficos, SINAPA, etc.) permite observar la existencia
de una gran amplitud en los criterios de organización
de la relación laboral entre el estado nacional y sus em-
pleados, con la consiguiente falta de congruencia en el
manejo de estas relaciones y la rigidez en cuanto a la
posibilidad de hacer uso flexible de los recursos huma-
nos del estado, pero a su vez, da cuenta de heteroge-
neidad propia del sector público argentino. 

Así como la Ley de Administración Financie-
ra y de los Sistemas de Control del Sector Publico
Nacional pretendió (y en buena medida logró) unifi-
car los principios, métodos y procedimientos de la
administración de los sistemas financieros de la Ad-
ministración Pública Nacional, este objetivo quedó
reducido a los sistemas de recursos financieros,
mientras que aquellos relacionados con los recursos
reales no fueron desarrollados. 

En el caso particular de los recursos humanos,
puede observarse que, si bien se han elaborado pro-
puestas y se han desarrollado algunas políticas específi-
cas, esto aún no ha cristalizado en un sistema de recur-
sos humanos de la Administración Pública Nacional. 

Este trabajo tratará de indagar sobre las razo-
nes que han impedido la concreción de esta búsque-
da, mostrando a su vez cómo las características espe-
cíficas de la APN impiden aplicar reglas o normas
únicas y generalistas. 

Para esto, se tomará como referencia tanto
producción teórica, como las diferentes iniciativas de
reforma de la administración pública, prestando es-
pecial atención al efecto de la citada Ley de Adminis-
tración Financiera sobre la Administración Pública
Nacional y su influencia indirecta sobre aspectos de
la gestión de recursos humanos. 

En lo que respecta a la AGN, y a partir de la
revisión crítica del paradigma clásico propuesta en
su oportunidad por Oscar Oszlak3, se busca identifi-
car cuáles son las variables más significativas que in-
tervienen sobre la decisión de reclutamiento de sus
recursos humanos. 

Se señalará que dichas variables actúan co-
mo restricciones en la medida en que su intervención
tendrá efectos directos sobre la política de recluta-
miento y, de manera indirecta, sobre su gestión y, fi-
nalmente, sobre los productos generados por la orga-
nización. Se buscará señalar que estas restricciones
no son abstractas o universales,  sino que se hacen
presentes en virtud de la historia concreta de la pro-
pia organización. Esta historia de la organización da
lugar a formas específicas de articulación de recur-
sos, de manera que, otra organización “similar” pue-
de llegar a tener una conformación de sus recursos
humanos relativamente diferente. 

Respecto de la dimensión normativa, se
identificarán aquellas normas específicas que dan
marco al conjunto de decisiones concretas que asu-
men las organizaciones. Así, se tratará de indicar de
qué manera distintas normas facilitan o restringen
las orientaciones en el reclutamiento de recursos hu-
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manos  en la Administración Pública, aunque debe
tenerse en cuenta la capacidad con que cuentan las
organizaciones para adaptar la normativa a las nece-
sidades del reclutamiento. 

Los aspectos conceptuales señalados hasta
aquí, permiten dar forma a la hipótesis que se propo-
ne en este trabajo en el sentido de establecer que de-
terminadas restricciones operan específicamente so-
bre ciertas organizaciones públicas (en este caso la
AGN), generando efectos no previstos en su desem-
peño organizacional, específicamente en el ámbito
de la gestión de recursos humanos. No se pretende
con esto señalar que la intervención de estas restric-
ciones sea universal, sino que se propone que, por ra-
zones de su propia historia institucional, la gestión
de los recursos humanos de ciertas organizaciones
puede ser explicada a la luz de la intervención de res-
tricciones específicas, lo que da lugar a una confor-
mación del perfil de recursos humanos existente y,
de manera indirecta, tiene incidencia en los resulta-
dos organizacionales. 

En este trabajo se identificará que las restric-
ciones que operan con mayor relevancia en la gestión
de los recursos humanos de la AGN son la técnica, la
presupuestaria y la política. Como se indicará más
adelante, estas restricciones son consideradas rele-
vantes en la medida en que su intervención es más
significativa que otras que también tienen participa-
ción sobre las decisiones de gestión de recursos hu-
manos. Asimismo, se tratará de mostrar cuáles son
los instrumentos específicos que permiten identificar
la intervención concreta de estas restricciones. De es-
ta manera se pretende avanzar desde una formula-
ción conceptual a una determinada verificación em-
pírica de la formulación realizada.

Con esta identificación se busca proponer un
sistema de análisis de la gestión de recursos huma-
nos en las organizaciones públicas que, a partir de la
comprensión de las variables que intervienen en su
definición, pueda facilitar las estrategias orientadas a
su mayor fortalecimiento y profesionalización. 

Asimismo, y siguiendo los planteos antes
mencionados, se tratará de mostrar en qué medida
estas restricciones que intervienen en la definición de
las políticas de recursos humanos son resultado de
necesidades contradictorias. Sin embargo, al actuar
sobre alguna de ellas sin identificar adecuadamente
el conjunto de causalidades que dio lugar a su pre-
sencia, se corre el riesgo de generar conflictos no pre-
vistos en el desempeño de la organización. Por ejem-
plo, si la aplicación de criterios políticos para el re-
clutamiento de recursos humanos facilita cierta legi-
timación y estabilidad del ápice de una organización,
el reemplazo de este criterio por otros de carácter
más técnico, si bien, en un sentido general puede re-
sultar beneficioso para la profesionalización de la or-
ganización, en el corto plazo puede generar conflic-
tos con actores afectados por esta decisión, frente a
los cuales puede no contar con recursos suficientes
para actuar. Cabe señalar, a su vez, que la aplicación
de estos criterios contradictorios puede actuar tanto
respecto del ápice de la organización, de sus niveles
gerenciales como de los niveles más estrictamente
técnicos (supuestamente no influenciados por aspec-
tos políticos).  

Esto supone que, reconociendo la necesidad
de aplicar acciones correctivas sobre ciertas modali-
dades de gestión de las organizaciones públicas, su
mejora será más eficaz en la medida en que identifi-
que la complejidad de causas que dan lugar a deter-
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Restricción

Técnica

Presupuestaria

Política

Definición

Corresponde a la definición de requerimientos de
recursos humanos a partir de los objetivos y res-
ponsabilidades de la organización

Corresponde a la asignación de recursos para
gastos en personal en cualquiera de sus formas.

Corresponde a la asignación de recursos huma-
nos a partir de decisiones discrecionales.

Relevancia para la organización

Se le asigna relevancia en instancias críticas (cuando
se pone en juego la supervivencia de la organización)

Es una variable determinante para las decisiones de
reclutamiento.

Suele ser prevaleciente en el funcionamiento de cier-
tas organizaciones.
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minadas acciones, los actores que intervienen en
ellas y las ventajas y perjuicios que obtienen o sufren
tales actores a consecuencia de estas decisiones.

Finalmente, se tratará de mostrar cómo la ne-
cesidad de responder a los requerimientos técnicos
en la selección y gestión de recursos humanos se
transforma en un aliciente para fortalecer la institu-
cionalidad e independencia de los organismo de con-
trol (y del conjunto de las organizaciones públicas)
en una perspectiva de largo plazo, más allá de las
ventajas de corto plazo que pueden brindar otras for-
mas de reclutamiento.

ASPECTOS CONCEPTUALES. 
LA INSERCION DE LOS RECURSOS
HUMANOS EN EL AMBITO
DE LAS POLITICAS PÚBLICAS

El estudio de los recursos humanos de la Ad-
ministración Pública es un capítulo específico del
análisis de las propias organizaciones que confor-
man la burocracia estatal. Así, desde la lógica de es-
te trabajo se entiende que su comprensión se inscribe
en el conocimiento más amplio  de las reglas que or-
denan el funcionamiento de la burocracia estatal. 

Esto no supone afirmar que la estructura de
recursos humanos de la Administración Pública sea
un subproducto mecánico de la burocracia estatal
pero sí que no será posible acceder a un conocimien-
to adecuado de la lógica de organización de los re-
cursos humanos de la Administración Pública sin te-
ner una caracterización adecuada de los patrones de
funcionamiento de ésta. 

Desde la óptica de este trabajo se suscribe la
perspectiva que señala la existencia de una determi-
nada especificidad de la burocracia estatal como ob-
jeto de estudio, diferenciada de otras formas de orga-
nización, en particular las privadas. La principal di-
ferenciación radica en el objetivo de la burocracia es-
tatal, ya que, mientras que la razón de su existencia

es la atención del interés general, el objetivo de las
organizaciones privadas está orientado a la maximi-
zación de beneficios particulares, siendo ésta la for-
ma más eficaz de alcanzar la perdurabilidad, objeti-
vo último de las organizaciones tanto públicas como
privadas. 

Sin embargo, caben aquí algunas observacio-
nes. En primer lugar, esta diferencia, a nuestro enten-
der radical, no impide reconocer la presencia de se-
mejanzas en aspectos específicos de la conformación
de las organizaciones públicas y privadas. Sería el ca-
so, por ejemplo, de la tendencia a identificar con ma-
yor precisión tanto los productos como los clientes
relacionados con las organizaciones, el modelo de
gestión basado en resultados, o la aplicación de los
principios generalmente aceptados de la contabili-
dad a la gestión pública, que se extienden en las or-
ganizaciones estatales. Estas semejanzas tienen ma-
yor posibilidad de hacerse presentes en el caso de or-
ganizaciones públicas orientadas a la producción de
bienes y prestación de servicios externos, como pue-
de ser el caso de los bancos o de empresas estatales.  

En segundo lugar, es posible observar el cre-
cimiento, particularmente en los últimos años, de or-
ganizaciones voluntarias orientadas a la defensa del
interés público, y que no persiguen específicos fines
de lucro ni la defensa de intereses sectoriales, lo que
se conoce como organizaciones de la sociedad civil o
del tercer sector. Estas tienden a intervenir funda-
mentalmente en el control de la gestión pública y en
la defensa de derechos difusos4. Cabe señalar, sin em-
bargo, que, por su propia condición, no están obliga-
das a responder al interés general, situación que sí le
cabe a las organizaciones estrictamente estatales. 

Esta reivindicación de la especificidad de la
burocracia estatal no debe llevar a suponer la exis-
tencia de un sistema uniforme de organizaciones pú-
blicas, como conjunto5.  En este sentido, al identificar
a la burocracia estatal como un campo específico de
análisis, se deberán considerar algunas cuestiones
centrales. En primer lugar, su heterogeneidad, lo que
significa que es difícil atribuir rasgos genéricos a un
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sistema compuesto por unidades muy diferentes en
cuanto a su autonomía, funciones, tamaño, cliente-
las, jurisdicción o recursos. En segundo término, de-
be considerarse la cuestión de los límites entre lo pú-
blico y lo privado. Éstos pueden ser más precisos co-
mo es el caso del ámbito específico de las jurisdiccio-
nes ministeriales, o más borrosos, como se da en el
caso de los servicios prestados a la sociedad por cier-
tas entidades, donde pueden interactuar actores pú-
blicos y privados (es el caso de lo que actualmente se
identifica como educación pública de gestión priva-
da). En tercer término, deben considerarse los condi-
cionamientos históricos, ya que a lo largo del tiempo,
las organizaciones públicas han ido variando de pe-
so relativo y de relevancia institucional. 

Por último, y centralmente vinculado con los
aspectos anteriores, debe contemplarse el proceso
histórico a través del que se problematizan y plan-
tean cuestiones sociales en el ámbito del estado, lo
que constituye a la burocracia estatal en arena del
conflicto de intereses que dan lugar a complejas arti-
culaciones que hacen imprecisos los límites entre Es-
tado y Sociedad, aumentan la heterogeneidad de la
burocracia estatal y dan lugar a la continua y contra-
dictoria tendencia hacia la fragmentación y recentra-
lización del Estado.

Dentro de esta lógica, es válido identificar
distintas tendencias en la organización de la burocra-
cia estatal, particularmente en el caso de América La-
tina, que tienen una relativa correspondencia con el
modelo de acumulación económica y organización
social dominante en cada periodo. No está demás se-
ñalar que la identificación de esta sucesión de ten-
dencias no debe dar lugar a suponer que el desarro-

llo de una de estas excluya elementos de las preexis-
tentes. 

En este sentido, tomando como base una pe-
riodización propuesta por Bresser Pereira (1999), se
elaboró un cuadro con tres tendencias de la burocra-
cia estatal, correlacionables con etapas económico so-
ciales y con órdenes políticos dominantes. 

Cabe subrayar un par de cuestiones respecto
del cuadro presentado. En primer lugar, tomando el
caso argentino, pueden observarse tendencias pro-
pias del modelo burocrático weberiano en el periodo
de formación del estado (etapa del “Orden Conser-
vador”), particularmente en el manejo de la Hacien-
da Pública. Esto muestra la posibilidad de coexisten-
cia dentro de una tendencia mayoritariamente patri-
monialista, de formas de organización más moder-
namente burocráticas. En segundo lugar, en los si-
guientes periodos puede observarse una marcada
presencia de rasgos patrimonialistas en la organiza-
ción de la burocracia estatal, particularmente en
aquellas áreas que se vinculan con clientelas estruc-
turalmente débiles. Organizaciones relacionadas con
la promoción social presentan típicas características
patrimonialistas. Similar situación se manifiesta en
las administraciones provinciales y municipales, me-
nos expuestas que el Estado Nacional a la crítica de
la sociedad, de los medios de comunicación o de las
entidades académicas y profesionales.

En este sentido, cabe una última observación
sobre las tendencias de organización de la burocracia
estatal que se han señalado en el cuadro. Esta se re-
fiere, justamente, a la identificada como “administra-
ción pública gerencial, también conocida como
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Etapa economico social

Etapa agroexportadora

Etapa de sustitución 
de exportaciones

Inserción en la globalización

Tendencias de la burocracia estatal en el marco del desarrollo económico y político en América Latina

Orden politico vigente

Orden conservador

Democracias ampliadas
Regímenes burocrático autoritarios

Restauración democrática

Tendencia burocracia
estatal

Patrimonialismo

Administración pública
burocrática

Administración pública
gerencial

Orientacion al cambio

Reforma burocrática

Reforma gerencial
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“Nueva Gestión Pública”6. A este respecto, Bresser
Pereira confronta este concepto con el de “Estado Mí-
nimo” y, tomando partido por el primero, establece
su visión crítica sobre los principios que sostienen la
orientación identificada como Estado Mínimo, indi-
cando que esta propuesta fue desechada por su radi-
calidad, ya que, sólo reivindicaba de la reforma del
estado la reducción de su tamaño y no consideraba
relevante la reconstrucción de su rol regulador y ar-
ticulador7.  

En lo que hace específicamente al caso argen-
tino, es posible señalar que durante varios años ten-
dió a primar la perspectiva de “Estado Mínimo”, a tal
punto que, como se verá en el siguiente capítulo, las
estrategias de desestatización de la gestión pública
fueron rápidas y exitosas, independientemente de sus
efectos a largo plazo, mientras que, las acciones pro-
movidas para la “reinvención” o modernización del
gobierno no tuvieron mayor éxito ni alcance. 

Para cerrar este punto, vale señalar algunos
rasgos distintivos de la propuesta de Nueva Gestión
Pública expresada, como se señalaba más arriba por
el CLAD. Esto tiene particular interés porque una de
las políticas más interesantes de transformación de la
gestión interna del estado en Argentina (incluyendo
sus recursos humanos) conocida como Plan de Mo-
dernización del Estado, se fundó en los principios de
la Nueva Gestión Pública. 

En este orden, es clave la afirmación del do-
cumento del CLAD ya citado, que “Un balance de es-
tas primeras reformas muestra que el ajuste estructu-
ral, cuyo objetivo último era disminuir el tamaño del
Estado, no resolvió una serie de problemas básicos
de los países latinoamericanos. Por esto, se ha veni-
do proponiendo una segunda generación de refor-
mas, con la finalidad de reconstruir el aparato esta-
tal. El diagnóstico actual afirma que el Estado conti-
núa siendo un instrumento fundamental para el de-
sarrollo económico, político y social de cualquier
país, aún cuando hoy deba funcionar en una forma
diferente a la contemplada en el patrón nacional-de-
sarrollista adoptado en buena parte de América Lati-

na, y al modelo social-burocrático que prevaleció en
el mundo desarrollado de la post-guerra.”

Respecto de la burocracia estatal, el docu-
mento propone lo que identifca como   Reforma Ge-
rencial, la que “…tiene como fundamento la profe-
sionalización de la burocracia que ejerce funciones
en el núcleo de actividades centrales del Estado, por
lo que presupone el aspecto meritocrático propio del
modelo weberiano.” A este fin se propone que “se
constituya un núcleo estratégico en el seno del apa-
rato estatal, capaz de formular políticas públicas y de
ejercer actividades de regulación y de control del su-
ministro de servicios públicos.” Por esta razón, se
afirma que “en este sector del Estado es fundamental
la existencia de funcionarios públicos calificados y
permanentemente entrenados, protegidos de las in-
terferencias políticas, bien remunerados y motiva-
dos. Esto es una condición sine qua non para la im-
plantación del modelo gerencial.”

Asimismo, sostiene que “Para alcanzar una
sólida capacidad de gestión de gobierno es preciso
contar con un Estado saneado en los planos fiscal y
financiero, y competente en el ámbito administrati-
vo. Esta competencia administrativa resultará de la
buena implementación del modelo gerencial, susten-
tado por un núcleo estratégico formado por una éli-
te burocrática técnicamente capaz y motivada. Sólo
adquiriendo mayor capacidad de gobierno es que los
aparatos estatales podrán ayudar a ecuacionar las
tres principales preocupaciones latinoamericanas,
(…): la consolidación de la democracia, el desarrollo
económico, y el mejoramiento en la distribución de
la riqueza.”

El documento revela una visión interesante
sobre la burocracia estatal, en la medida en que mani-
fiesta la necesidad de una burocracia que aúne la ca-
pacidad técnica con la decisoria, lo que se identificaría
como policymakers. Así “Para que un patrón burocrá-
tico de policymaker se consolide en América Latina,
es esencial que exista una mayor estabilidad de la alta
burocracia, disminuyendo el clientelismo, pero sin de-
sembocar en un aislamiento de la sociedad, cuyos re-
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sultados perversos pueden ser el recrudecimiento del
corporativismo defensor del statu quo, la falta de res-
ponsabilización ante los ciudadanos, e inclusive el in-
centivo para comportamientos autoritarios.”

Para este fin “…es preciso hacer a los funcio-
narios públicos responsables de las metas, conscientes
de la misión de su organización, y la mejor forma de
lograrlo es delegando poder (empowerment) y auto-
nomía a los gerentes. Este mecanismo altera la forma
de la gestión y la cultura organizacional de los inte-
grantes de la burocracia, que inclusive podrán sentirse
más motivados por un sistema marcado por el aumen-
to del poder individual de decisión y de la responsabi-
lidad ante los objetivos de su organismo público.” 

Es interesante, y consistente con el objeto de
estudio, la inclusión de la dimensión del control co-
mo un aspecto relevante de la gestión pública. Sin so-
breabundar en su análisis, cabe observar que el do-
cumento del CLAD propone una relación dinámica
entre mayor autonomía gerencial de las organizacio-
nes públicas y nuevas formas de control. Esto da lu-
gar a la combinación de cuatro tipos de control, que
serían los siguientes: 

• Control de resultados, realizado a partir de indica-

dores de desempeño estipulados de forma precisa

en los contratos de gestión.

• Control contable de costos, que abarcará no sólo el

control de los gastos realizados, sino también el

descubrimiento de formas más económicas y efi-

cientes de hacer cumplir las políticas públicas.  

• Control por competencia administrada, o por cuasi-

mercados, en los cuales las diversas agencias bus-

can ofrecer el mejor servicio a los usuarios.  

• Control social, por medio del cual los ciudadanos

evaluarán los servicios públicos o participarán en la

gestión de los mismos. 

Dada la relativa novedad de la propuesta, el
documento se ve en la obligación de señalar que
“…no se trata de una propuesta contra los servidores
públicos. Se procura compatibilizar la profesionaliza-
ción de los sectores fundamentales de la burocracia
con el aumento de la responsabilización de los funcio-
narios públicos ante la sociedad y el sistema político.

Esto no estaba siendo contemplado por el anterior
modelo burocrático weberiano. Por otra parte, el
CLAD no defiende la politización de la burocracia, al
estilo del clientelismo característico de la América La-
tina, aunque tampoco propone su contrario, vale decir
el aislamiento total de la burocracia. Ninguna de estas
fórmulas logra dar cuenta de la necesidad que tiene el
Estado en la actualidad de tornarse más transparente,
ni hacen que el aparato estatal sea capaz de realizar la
función de Estado Red, catalizador de distintos intere-
ses sociales y de los provenientes del mercado.”

Expresamente, el documento señala que “El
CLAD propone una nueva burocracia, y no el fin de
la burocracia. Con nuevos estímulos en el ambiente
de trabajo, dado el modelo gerencial de gestión, los
funcionarios se volverán más autónomos y responsa-
bles (empowerment) y no serán piezas de un engra-
naje sin vida.”

No obstante, los señalamientos anteriores,
otro importante estudioso de la administración públi-
ca en América Latina,  Joan Prats I Català8, afirma que
“Si la reforma administrativa fracasó no fue porque el
modelo burocrático que se trataba de implantar no
era el adecuado. De hecho el modelo ha dado y sigue
dando un rendimiento excelente en muchos países
desarrollados. Fracasó porque en América Latina no
existían las condiciones políticas, económicas y socia-
les para la vigencia eficaz del modelo. En América La-
tina, por lo general, no llegó a institucionalizarse sino
parcial y excepcionalmente el sistema que Weber lla-
mó de dominación racional-legal encarnado en la bu-
rocracia. De ésta se tomaron las apariencias formales;
pero en ausencia de los condicionamientos socio-eco-
nómico-políticos necesarios, lo que se desarrollaron
mayormente fueron "buropatologías", que en el mejor
de los casos se aproximaban al sistema mixto que We-
ber llamó "burocracias patrimoniales".

Asimismo, sostiene que “Frente a las intere-
santísimas propuestas de este neoreformismo admi-
nistrativo latinoamericano creemos, sin embargo,
que hay que adoptar una posición de diálogo críti-
co.” Por ejemplo, “que para el desarrollo latinoame-
ricano la mayor urgencia de reforma administrativa
todavía es la creación de verdaderas burocracias ca-
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paces de asumir eficazmente las funciones exclusivas
del Estado en un marco de seguridad jurídica.”

ALGUNAS CONSIDERACIONES SOBRE EL ROL DE LA

BUROCRACIA COMO EXPRESIÓN DEL INTERÉS GENERAL9

En un artículo clásico, Oscar Oszlak propone
una revisión del paradigma dominante de explica-
ción del comportamiento burocrático como articula-
dor del interés general. Así, señala que, desde dicho
paradigma, la burocracia, en tanto cristalización insti-
tucional del Estado, se convierte en instancia concilia-
dora de intereses conflictivos y sus "adjudicaciones
autoritarias" constituyen expresiones decantadas y
representativas de los valores sociales prevalecientes.

Esto lleva a suponer que el funcionamiento
de la burocracia dependa de su capacidad extractiva
y productiva, manifestada a través de la obtención y
combinación de recursos que satisfagan los requeri-
mientos de su intervención social. Así, el acceso a re-
cursos permitiría a la burocracia contratar la fuerza
de trabajo (recursos humanos), adquirir o construir
los bienes, obtener los servicios y elevar -mediante el
entrenamiento de sus agentes- la capacidad operati-
va, para sostener las condiciones de su existencia. 

Siguiendo con la revisión del paradigma clá-
sico, señala Oszlak que, desde dicha perspectiva, si
bien el procesamiento de demandas depende en un
modo inmediato de la iniciativa, capacidad y ade-
cuación de recursos a disposición de funcionarios y
unidades burocráticas, las decisiones puntuales que
traducen tal procesamiento se hallan sujetas a diver-
sos tipos de restricciones. 

El primer tipo, de carácter normativo, inclu-
ye los factores vinculados al "deber ser", al marco
global de normas, políticas y orientaciones de la ac-
ción que condicionan las posibilidades operativas de
la burocracia y sus unidades funcionales y que, en las
diferentes situaciones decisionales, se manifiestan a
través de complejas combinaciones. El segundo tipo
de restricciones es de carácter estructural y se refiere
a los múltiples patrones de combinación de recursos,
institucionalizados a través de sistemas y procedi-
mientos formales que permiten establecer las inter-

dependencias funcionales, jerárquicas y presupues-
tarias necesarias para ajustar el funcionamiento de la
burocracia a los criterios de racionalidad técnica que
impone esta forma de organización. El tercer tipo de
restricciones, de naturaleza comportamental, tiene
relación con el conjunto de pautas actitudinales que
resultan socialmente aceptables y predecibles y que
al ser internalizadas a nivel individual, fijan paráme-
tros adicionales a la actividad burocrática.

Estos tres tipos de restricciones serían mo-
mentos de un mismo fenómeno. De este modo, el
"interés general" se traduce, alternativamente, en
normas que lo explicitan, en estructuras que lo viabi-
lizan y en comportamientos que lo concretan.

Esto tiene dos importantes corolarios: en pri-
mer lugar que las decisiones y funciones cotidianas
de la burocracia estatal deben ajustarse a las pautas
normativas, estructurales y comportamentales y, en
segundo término, que toda desviación o inobservan-
cia de esas pautas se define como patológica y re-
quiere acciones correctivas. 

Por otra parte, el paradigma clásico incluye
dos supuestos adicionales. Por el lado de los "insu-
mos" supone que todos los individuos, grupos y sec-
tores que componen la sociedad civil tienen similar
acceso y capacidad de "presión" sobre el Estado, a
través de un proceso democrático en el que las insti-
tuciones actúan como articuladoras y filtros de las
demandas sociales. Del lado de los "productos", el
supuesto es que, en la medida en que éstos retroali-
menten positivamente las demandas y presiones, el
sistema se mantendrá en equilibrio. La falta de resul-
tados (ineficacia) o los resultados logrados con alto
costo (ineficiencia), lleva a actuar sobre la estructura
administrativa (vista como una caja negra) a fin de
corregir el desequilibrio resultante. 

Dicho de otra manera, para enfrentar con
éxito las restricciones contextuales se requieren
adaptaciones intraburocráticas que restituyan legiti-
midad a su supervivencia institucional. Es claro que
esta discusión se inserta en el debate respecto de la
“productividad” o “improductividad” de la burocra-
cia. En este sentido, desde el paradigma clásico, una
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9 En este punto se sigue a Oszlak (1984). 



vez identificada la restricción que genera una deter-
minada improductividad, la aplicación de la “refor-
ma administrativa” interviene como correctivo para
volver a la productividad esperada.

Sin embargo, Oszlak señala que el problema
no se reduce a relacionar unidades convencionales
producidas (v.g. puentes construidos, pacientes aten-
didos, expedientes despachados, estudiantes promo-
vidos, teléfonos instalados) con metas explícitamen-
te fijadas o recursos empleados, ya que la evaluación
también debe incluir "productos" tan heterodoxos
como desempleados potenciales absorbidos, huelgas
evitadas, intereses partidarios promovidos, benefi-
cios sectoriales amparados o amenazas insurreccio-
nales suprimidas. Estas y similares manifestaciones
de la actividad del aparato estatal no implican nece-
sariamente un uso improductivo de recursos.

Así, puede entenderse que la burocracia po-
dría tratar de aumentar la incongruencia de roles y re-
ducir el "producto" resultante de un tipo de actividad
a fin de incrementar el nivel global de desempeño. Es-
ta forma de visualizar el problema no implica una re-
definición de "productividad burocrática" sino más
bien una conceptualización más precisa y una exten-
sión del concepto al conjunto de "productos" resultan-
tes de la actividad del aparato estatal. Esto debe vin-
cularse necesariamente con la multiplicidad, hetero-
geneidad y conflictividad de los objetivos estatales, lo
que va a dar lugar a que sus acciones también lo sean.
En otros términos, la eficacia y eficiencia de la buro-
cracia, pueden ser medidas en virtud de resultados u
objetivos no explícitos o, incluso contradictorios. 

Queda por ver, al cabo, cuáles de estos objeti-
vos y metas son los que, en circunstancias concretas,
logran cristalizar determinada legitimidad de las orga-
nizaciones públicas ante la sociedad. Esto daría como
resultado que determinada productividad de la buro-
cracia puede ser aceptada en ciertas circunstancias y
rechazada o criticada en otros momentos concretos. 

EL MARCO TEÓRICO PRESUPUESTARIO Y LA UBICACIÓN

DE LOS RECURSOS HUMANOS

Hasta aquí se ha tratado de mostrar que la

gestión de recursos humanos es un aspecto específi-
co de la burocracia estatal y, que en tal sentido, debe
ser entendida como parte de un conjunto de decisio-
nes heterogéneas y contradictorias, cuya “eficacia” y
“eficiencia” debe ser contemplada a la luz de los con-
tradictorios objetivos perseguidos por la burocracia
estatal. Ahora bien, desde esta misma lógica se en-
tiende que los intentos de legitimación de la burocra-
cia estatal también incluyen la dimensión técnica –o
infraestructural-. Es decir, la burocracia estatal podrá
legitimarse en la medida que genere acciones técni-
cas que expresen el mentado interés general. 

Esto ocurre con el sistema de administración
financiera, el que se presenta como un conjunto es-
tructurado que persigue ordenar el funcionamiento
de la gestión pública desde el campo particular de
los sistemas administrativos. En este universo sisté-
mico se incluye la dimensión de los recursos huma-
nos como un componente particular de la planifica-
ción presupuestaria, en la medida en que son enten-
didos como insumos o recursos necesarios para el lo-
gro de los resultados de gestión de las organizacio-
nes públicas.  

Para incorporar estos conceptos es necesario
señalar la relevancia de la reforma de los sistemas de
administración financiera y de control, a partir de la
sanción de la Ley 24156 y, en el caso de los recursos
humanos, su consecuente resignificación dentro de
la planificación presupuestaria. 

En primer lugar, es importante señalar que
la Ley 24156 se propone abordar el estudio de la ad-
ministración desde una óptica interdisciplinaria,
dando lugar a un mayor enriquecimiento concep-
tual y su permanente evolución y actualización, su-
perando, de esta manera las perspectivas parciales
que surgen de orientaciones teóricas específicas (de-
recho, economía, etc.). La aplicación de la teoría ge-
neral de sistemas a la Administración Financiera
permite superar los inconvenientes de considerarla
atomizada y unilateralmente en cada uno de sus
componentes. Esto supone una visión sistémica de
la administración pública, cuyos componentes son
la Planificación; la Organización; la Dirección de la
ejecución y el Control10.  
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10 Carrera de Especialización en Administración Financiera del Sector Público. ASAP-FCE (UBA). “Sistema de Contabilidad.”
Compendio elaborado por el Dr. Alfredo Le Pera  (2001).



A este respecto, el Documento publicado en
la página web de la Subsecretaría de Presupuesto,
“El Sistema Presupuestario Público en la Argentina”
señala, justamente que “El desarrollo y funciona-
miento eficaz y eficiente de cada sistema se halla di-
rectamente influido por los sistemas vinculados. Es-
tos constituyen una cadena cuyo nivel de desarrollo
está determinado por los avances alcanzados en el
sistema menos estructurado. Por lo tanto, las caracte-
rísticas con que se encare la reforma de uno de ellos
condiciona necesariamente a los restantes.”

Asimismo, que “está comprobado que cuan-
do las partes de un sistema están debidamente inte-
gradas con las de otros sistemas -sean estos inferio-
res o superiores- el total opera en forma más eficaz y
eficiente de lo que lo hacía la suma de las partes.”

Por otra parte, si  se entiende a la Adminis-
tración Pública como la realización de acciones que
con el uso de medios y recursos, se orienta a la obten-
ción de fines, calificados como públicos, es lógico in-
cluir al Sistema de Administración Financiera como
un sistema que mediante la planificación, obtención,
asignación, utilización, registro, información y con-
trol, persigue la eficiente gestión de los recursos fi-

nancieros del Estado para la satisfacción de las nece-
sidades colectivas. Desde el punto de vista concep-
tual, dicho sistema está  compuesto por diversos sub-
sistemas, a saber, Presupuesto; Crédito público; Teso-
rería; Contabilidad; Administración de bienes; Con-
trataciones; Administración y Recaudación tributa-
ria, aunque no necesariamente todos ellos están in-
cluidos dentro del mismo cuerpo normativo. 

Como se verá, no todos los sistemas fueron
alcanzados por la propia ley, pero han sido regulados
por otras normas o suponen la necesidad de nuevas
normas que los alcancen.

Finalmente, el control es un sistema retroali-
mentador de la Administración Financiera. El con-
trol consiste en un conjunto de actos que tienen por
objeto  identificar la realidad, examinarla y compa-
rarla con un criterio preestablecido, para luego mo-
dificarla conforme a él. Desde esta lógica, la audito-
ría es una parte del control.

Obsérvese que la propia Ley 24156 establece
en sus primeros capítulos el alcance de la “adminis-
tración financiera” y del “control”, desde una pers-
pectiva sistémica. Así el artículo  2º señala que “La
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11 Decreto 443 del 1º de Junio de 2000. Créase el Organismo Nacional de Administración de Bienes, como órgano desconcentra-
do, en el ámbito del citado Departamento de Estado [actualmente: Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y
Servicios]. Disuélvese el Ente Nacional de Administración de Bienes Ferroviarios y suprímese la Dirección Nacional de Bienes
del Estado. 
Art. 3º: El Organismo Nacional de Administración de Bienes tendrá las misiones y funciones del Ente Nacional de
Administración de Bienes Ferroviarios establecidas por el Decreto Nº 1383/96 y las correspondientes a la Dirección Nacional de
Bienes del Estado , establecidas por el Decreto Nº 1450/96.

Sistemas comprendidos en el campo de la administracion financiera

Sistemas Órganos rectores

1. Presupuesto Oficina Nacional de Presupuesto

2. Crédito público Oficina Nacional de Crédito público

3. Tesorería Tesorería General de la Nación

4. Contabilidad Contaduría General de la Nación

5. Administración de bienes Oficina Nacional de Bienes del Estado (Decreto 443/00)11

6. Contrataciones Oficina Nacional de Contrataciones (Decreto 1023/01)
Ley de Obras Públicas 13.064 y sus modificatorias

7. Recursos Humanos Oficina Nacional de Empleo Público (Decreto 624/03)



administración financiera comprende el conjunto de
sistemas, órganos, normas y procedimientos admi-
nistrativos que hacen posible la obtención de los re-
cursos públicos y su aplicación para el cumplimien-
to de los objetivos del Estado”. Mientras que el artí-
culo 3º indica que “Los sistemas de control compren-
den las estructuras de control interno y externo del
sector público nacional y el régimen de responsabili-
dad que estipula y está asentado en la obligación de
los funcionarios de rendir cuentas de su gestión.”

Los sistemas comprendidos en el ámbito de
la ley de Administración Financiera se materializan
en órganos rectores que llevan adelante sus acciones.
En este aspecto, es importante señalar que uno de los
principios que rige el sistema de administración fi-
nanciera se basa en la centralización normativa y la
descentralización operativa. 

A este respecto el documento ya citado de la
Subsecretaría de Presupuesto señala que “La centra-
lización implica dar orientación e integrar, desde el
punto de vista de políticas, normas y procedimien-
tos, el funcionamiento de cada uno de los sistemas.
La descentralización se basa, a su vez, en que la ad-
ministración de los mismos, para que sea eficiente y
eficaz, debe ejecutarse en cada una de las institucio-
nes públicas.”

Los recursos humanos en el sistema 
de administración financiera

En la medida en que, desde el punto de vis-
ta presupuestario, la gestión de recursos humanos es
un recurso real que opera como insumo para la gene-
ración de los productos planificados oportunamente,
la estrategia iniciada en 1992 de reforma de la admi-
nistración financiera incluye un capítulo específico
sobre los recursos humanos. 

Acompañando la acción reformadora enun-
ciada en cada uno de los sistemas comentados, se ha
planteado un avance cualitativo en la administración
de los recursos humanos, comprendiendo situacio-
nes escalafonarias, presupuestación del gasto en per-
sonal, análisis salarial, movimiento de personal, es-
tructuras organizativas y liquidación de haberes.

Para ello se propone el desarrollo de un Sis-

tema Integrado de Recursos Humanos (SIRHU) que
comprende la globalidad de la información sobre ca-
da persona ocupada en todos los organismos de la
Administración Nacional, lo que significa una total
transparencia en materia de administración financie-
ra de ocupación y salarios.

El desarrollo del SIRHU incluye el análisis
de las estructuras organizativas, de estructuras de
puestos, la asignación presupuestaria correspon-
diente a cada agente, cantidad física de cargos y ho-
ras cátedra, así como el análisis de la masa salarial.
Todo esto busca dar lugar, en el futuro, a un subsis-
tema de liquidación de haberes homogéneo. 

El objetivo, en definitiva, en la fase de conso-
lidación del sistema, será identificar los indicadores
de ocupación, de remuneraciones y de incidencia de
costos de personal en la estructura programática del
Sistema Presupuestario, a nivel de toda la Adminis-
tración Nacional.

El control desde la perspectiva de la ley 
de administración financiera

Ya que el caso a analizar corresponde a la
AGN, como organismo de control surgido de la Ley
de Administración Financiera, que busca responder
a similares criterios sistémicos e integrales estableci-
dos por la propia ley, conviene señalar sucintamente
algunas características relevantes que adquiere el
control público desde la perspectiva de la Ley 24156. 

Entre los primeros aspectos a subrayar, en lo
que hace a los principios que deben regir el funciona-
miento de un organismo de este carácter, es impor-
tante señalar el enfoque sistémico de la administra-
ción financiera y de los sistemas de control, la inde-
pendencia del órgano de control respecto de los con-
trolados, la imparcialidad, que supone la sujeción a
normas y evidencias de naturaleza técnica, la neutra-
lidad política, el amparo de los administrados frente
a la administración, la adecuación a los principios de
probidad administrativa, que supone estimular el
buen manejo del patrimonio público y el sosteni-
miento del clásico principio democrático de la publi-
cidad de los actos de gobierno, que se manifiesta en
la necesaria publicidad de los productos del control
(los informes de auditoría). 
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Asimismo, la ley incorpora el principio de la
separación de las instancias de control interno y ex-
terno. Esto da lugar a la creación de dos instituciones
diferenciadas: la Sindicatura General de la Nación
(SIGEN), en la órbita del Poder Ejecutivo, que cum-
pliría el rol de control interno del Poder Ejecutivo12 y
la Auditoría General de la Nación, en la órbita del
Congreso, como control externo de los tres poderes
del Estado Nacional (Legislativo, Ejecutivo y Judi-
cial). Esto supone que la intervención previa, queda
acotada a la propia jurisdicción que realizará el acto
administrativo, la que cuenta a su vez con una Uni-
dad de Auditoría Interna (UAI) que tiene como mi-
sión ejercer el control de los actos de los funcionarios
de cada una de ellas, debiendo regirse por las nor-
mas de control interno dictadas por la SIGEN. 

Un principio fundamental que inspira la ela-
boración de la Ley 24156 y la misma creación de la
AGN es el concepto de control integral e integrado,
en cuanto supone que éste abarca el conjunto de los
actos de la administración (no sólo el aspecto conta-
ble financiero sino también el de regularidad y de re-
sultados), así como el análisis de la eficacia, eficien-

cia y economía de estos actos. En definitiva, debe en-
tenderse que este concepto de control supone una
función no solo de vigilancia del desvío sino correc-
tiva, en el sentido de que lo que se persigue es la me-
jora integral de la administración, a través de las ob-
servaciones surgidas de los informes de auditoría.
Como correlato, esta concepción no incluye la com-
petencia jurisdiccional13, aunque sí requiere el conti-
nuo seguimiento del cumplimiento de las observa-
ciones realizadas a los organismos auditados. 

Finalmente, en esta concepción, el universo
de control de la Ley 24156 se amplía respecto la nor-
mativa previamente existente. De esta manera, todos
los organismos o jurisdicciones, programas, présta-
mos internacionales, entes descentralizados, empre-
sas, entes reguladores, empresas privadas con res-
ponsabilidades hacia el estado (prestadoras de servi-
cios públicos) que estén dentro de la órbita del Esta-
do Nacional se convierten en objeto del control. El ar-
tículo 117 de la citada ley lo señala expresamente: “
Es materia de su competencia el control externo pos-
terior de la gestión presupuestaria, económica, finan-
ciera, patrimonial, legal, así como el dictamen sobre
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12 Ley 24156: TITULO VI
Del sistema de control interno
Art.. 96 — Créase la Sindicatura General de la Nación, órgano de control interno del Poder Ejecutivo Nacional. 
Art. 97. — La Sindicatura General de la Nación es una entidad con personería jurídica propia y autarquía administrativa y
financiera, dependiente del Presidente de la Nación. 
Art. 98. — En materia de su competencia el control interno de las jurisdicciones que componen el Poder Ejecutivo Nacional y los
organismos descentralizados y empresas y sociedades del Estado que dependan del mismo, sus métodos y procedimientos de
trabajo, normas orientativas y estructura orgánica. 
Art. 99 — Su activo estará compuesto por todos los bienes que le asigne el Estado Nacional y por aquellos que sean transferidos
o adquiera por cualquier causa jurídica. 
Art. 100. — El sistema de control interno queda conformado por la Sindicatura General de la Nación, órgano normativo, de
supervisión y coordinación, y por las unidades de auditoria interna que serán creadas en cada jurisdicción y en las entidades que
dependan del Poder Ejecutivo Nacional. Estas unidades dependerán, jerárquicamente, de la autoridad superior de cada organ-
ismo y actuarán coordinadas técnicamente por la Sindicatura General. 
Art. 101. — La autoridad superior de cada jurisdicción o entidad dependiente del Poder Ejecutivo nacional será responsable del
mantenimiento y de un adecuando sistema de control interno que incluirá los instrumentos de control previo y posterior incor-
porados en el plan de organización y en los reglamentos y manuales de procedimiento de cada organismo y la auditoria interna. 
Art. 102. — La auditoria interna es un servicio a toda la organización y consiste en un examen posterior de las actividades
financieras y administrativas de las entidades a que hace referencia esta ley, realizada por los auditores integrantes de las
unidades de auditoria interna. Las funciones y actividades de los auditores internos deberán mantenerse desligadas de las opera-
ciones sujetas a su examen. 
Art. 103. — El modelo de control que aplique y coordine la sindicatura deberá ser integral e integrado, abarcar los aspectos pre-
supuestarios, económicos, financieros, patrimoniales, normativos y de gestión, la evaluación de programas, proyectos y opera-
ciones y estar fundado en criterios de economía, eficiencia y eficacia.
13 Cabe subrayar que hacer referencia a estos principios no supone considerar que se cumplen acabadamente. Así, por ejemplo,
si bien la AGN ha dado un gran empuje al aspecto relacionado con la publicidad de su acción, a través de la publicación en su
página de internet de los informes de auditoría, otros aspectos también relevantes de su misión no han sido consolidados, como
por ejemplo la baja proporción de informes relacionados con el cumplimiento de metas de la administración (lo que se vincula
al concepto de auditoría de gestión). 



los estados contables financieros de la administra-
ción central, organismos descentralizados, empresas
y sociedades del Estado, entes reguladores de servi-
cios públicos, Municipalidad de la Ciudad de Bue-
nos Aires14 y los entes privados adjudicatarios de
procesos de privatización, en cuanto a las obligacio-
nes emergentes de los respectivos contratos.” 

GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS
EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA
NACIONAL

Así como en el capítulo anterior se prestó
atención a la cuestión de los recursos humanos den-
tro de la temática más amplia de la burocracia estatal
y sus complejas articulaciones históricas y sociales,
en éste se buscará profundizar en aspectos específi-
cos de la gestión de recursos humanos en la APN. 

Como se adelantó, desde la primera mitad de
la década de 1990, con la aprobación de la Ley 24156,
se instauró en la APN un nuevo régimen de adminis-
tración financiera que incorporó una perspectiva sis-
témica e integral en el manejo de las cuentas públicas.
La aplicación de esta ley ha tenido consecuencias en
lo que hace a la mayor eficacia, transparencia y ho-
mogeneidad de los sistemas de administración finan-
ciera utilizados por las distintas jurisdicciones y enti-
dades que conforman la APN15 e, incluso, su influen-
cia se ha extendido a otras jurisdicciones16. 

Sin embargo, el objetivo de aplicar este mo-
delo a otras tecnologías trasversales de gestión17, por

ejemplo de recursos humanos, ha tenido resultados
menos estimulantes.  Así, la gestión de los recursos
humanos en la APN conserva una fuerte dependen-
cia de las inconsistencias y contradicciones que han
atravesado a las políticas estatales, particularmente a
lo largo  de los últimos veinte años. 

En este aspecto, a la vez que se han manifes-
tado tendencias orientadas a la profesionalización de
los cuadros de la administración (creación del Cuerpo
de Administradores Gubernamentales en 1984, crea-
ción del Sistema Nacional de la Profesión Administra-
tiva, en 199118), se promovieron recurrentemente ac-
ciones dirigidas a la reducción del número de agentes
de la administración a través de la instauración de
normas de disponibilidad (y consecuente despido) y
de retiro voluntario y se generaron mecanismos de in-
corporación precaria de personal, a través de sistemas
de contratos de locación de servicios u obra. 

Podría argüirse que no necesariamente éstas
sean políticas contradictorias. Sin embargo, al aplicar
el régimen de disponibilidad a profesionales univer-
sitarios sin reparar en su utilidad para la gestión pú-
blica19 o al promover el retiro voluntario de miem-
bros del Cuerpo de Administradores Gubernamenta-
les (cuyo sostenimiento  significa un importante es-
fuerzo presupuestario) o del personal de la Adminis-
tración Federal de Ingresos Públicos (generando el
alejamiento de profesionales de un área clave para
enfrentar la crisis de financiamiento que vivió Ar-
gentina a lo largo de todo el periodo en cuestión)20,
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14 El control sobre esta jurisdicción quedó sin efecto como consecuencia de la sanción de la Constitución de la Ciudad de Buenos
Aires en 1996 y su institucionalización como Ciudad Autónoma. 
15 El impulso a este desarrollo corrió por cuenta de los organismos de crédito internacional, para los que, de acuerdo a los prin-
cipios de ajuste fiscal que preconizaban, la transparencia de las cuentas públicas se transformaba en un instrumento de control
del gasto público y del endeudamiento. 
16 Esta ley  establece los principios de centralización normativa y descentralización en la ejecución. Para esto crea la figura de ór-
ganos rectores de políticas (Oficina Nacional de Presupuesto, Tesorería General de la Nación, Contaduría General de la Nación,
etc.) y unidades responsables de la ejecución. Estas últimas son los Servicios de Administración Financiera que se localizan en
cada jurisdicción o entidad relacionadas con el manejo presupuestario.
17 Se suelen diferenciar las tecnologías de gestión de las organizaciones entre aquellas orientadas directamente al desarrollo de
sus productos (prestaciones sociales, regulaciones económicas, etc.) y otras “transversales” que corresponden a la organización
de los recursos necesarios para la aplicación de las primeras. Entre estas últimas incluimos la gestión presupuestaria y financiera,
la gestión de recursos humanos, la gestión de recursos informáticos, etc. 
18 A lo que se agrega la creación de la Maestría en Administración Pública de la FCE-UBA en 1985 y la propia Carrera de
Especialización, así como otras carreras de grado y posgrado que persiguen el objetivo de formar especialistas en temas de
administración pública.  
19 Ejemplo de esto son los Decretos  821 y 1757 de 1990. 
20 Ambas iniciativas corresponden al año 2000, aunque en años anteriores se aplicaron políticas similares o de reestructuración
de áreas, con la aplicación de normas de disponibilidad y despido.



pareciera que más que una política de recursos hu-
manos ha predominado su adaptación a las necesi-
dades de ajuste fiscal. Como se sabe, la sujeción de
las decisiones de políticas públicas a los requeri-
mientos del equilibrio fiscal ha sido una constante
del estado argentino en las dos últimas décadas. A
esto se le suma el todavía vigente congelamiento de
vacantes en la mayor parte de la administración pú-
blica, con lo que el ingreso de agentes a la planta per-
manente ha sido muy poco relevante a lo largo de los
últimos años21.  

Este proceso, junto con la  fragmentación del
Estado que se aceleró durante las etapas de privati-
zación y transferencias de responsabilidades estata-
les en la década de 1990, ha generado una gran hete-
rogeneidad en las estrategias de gestión de recursos
humanos de las organizaciones públicas, indepen-
dientemente de la heterogeneidad “técnica” propia
de la diversidad de objetivos de estas organizacio-
nes. Con esto se quiere señalar que no existe un mo-
delo unívoco de organización estatal y que buena
parte de esta “heterogeneidad” surge necesariamen-
te de la diversidad de productos que generan las or-
ganizaciones públicas. A esto último identificamos
como “heterogeneidad técnica”. Sin embargo, otras
manifestaciones de esta heterogeneidad tienen expli-
caciones menos lineales y surgen de las específicas
articulaciones entre los actores institucionales (como
se señaló en el capítulo anterior), dando lugar a lo
que se identificará como “heterogeneidad política”
en la medida en que su origen está más vinculado a
las decisiones de los actores que a las determinacio-
nes “técnicas” relacionadas con los fines de cada or-
ganización. 

La incorporación de nuevas modalidades de
contratación de personal, aplicada con generosidad a
partir de 1990, vuelve más compleja esta situación.
Estas contrataciones fueron realizadas en forma di-
recta22 o a través de programas financiados por orga-
nismos internacionales. Así, a la vez que se incentiva
el retiro de agentes, se incorpora, con modalidades
precarias, nuevo personal para cumplir  tareas simi-

lares, sin contar con las condiciones laborales básicas
del empleo público. A esto se le agregan variadas
formas de relación laboral (que si bien no son numé-
ricamente significativas, dificultan el acceso a la in-
formación sobre el empleo en la administración pú-
blica). Entre éstas se incluyen becarios, pasantes,
contratados de entes cooperadores, asesores ad ho-
norem y otras formas relativamente ocultas al cono-
cimiento de la ciudadanía. 

SUPUESTOS QUE DEFINEN LOS SISTEMAS

DE RECLUTAMIENTO DE RECURSOS HUMANOS

Un interesante trabajo de Klingner y Nalban-
dian23 (2001) estudia con cierto detenimiento la rela-
ción entre las formas de organización de la adminis-
tración y las políticas de recursos humanos, para el
caso de Estados Unidos.  

Allí se señala que la administración de per-
sonal en el sector público puede verse como la inte-
racción continua entre cuatro valores sociales funda-
mentales que están en conflicto entre sí con frecuen-
cia: la responsabilidad política, la eficacia y la eficien-
cia de la organización, los derechos del empleado y
la equidad social.

La simpatía política es una condición en la
que el gobierno responde -o debe responder- de
acuerdo con la voluntad del pueblo, la cual se expre-
sa mediante los funcionarios del gobierno. Muchas
veces se otorga a dichos funcionarios el derecho de
llenar puestos públicos -con el propósito de estimu-
lar una forma de gobierno responsable y sensible a
las necesidades del pueblo.

Estos autores señalan que la eficacia y la efi-
ciencia de la organización representan el deseo que
existe en todo proceso administrativo de lograr el
máximo aumento en la proporción entre el esfuerzo
y la producción, es decir, mayor rendimiento por me-
nos costo. En el mundo de personal, la eficiencia sig-
nifica que las decisiones de contratar, trasladar o as-
cender se deben basar en los conocimientos, las habi-
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jecimiento. 
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23 Donald E. Klingner y John Nalbandian. La administración del personal en el sector público. México, Mc Graw Hill. 2001, 4ª ed.



lidades y las capacidades de los aspirantes y los em-
pleados. 

Los derechos de los empleados públicos se
resguardan mediante la seguridad en el empleo y el
debido procedimiento legal del servicio civil. Tam-
bién se protegen mediante las reglas del sistema de
mérito, el cual prohíbe que se amedrente a los em-
pleados públicos por medio de presiones políticas.
Asimismo, los empleados públicos sindicalizados
pueden recurrir a las reglas de trabajo de los acuer-
dos de negociación colectiva. Estas reglas evitan que
decisiones administrativas arbitrarias perjudiquen a
los empleados.

La equidad social propone dar preferencia al
emplear y otorgar ascensos en posiciones públicas a
los ciudadanos que se han sacrificado por su país (los
veteranos del ejército) o a quienes se les ha impedido
competir en igualdad de condiciones a causa de dis-
criminación (las minorías y las mujeres). Estos gru-
pos tienen una desventaja a causa de una economía
social que acepta la discriminación en el empleo y los
sueldos.

Los autores señalan que, si bien, desde el pun-
to de vista tradicional de la gestión de personal públi-
co, es posible evaluar diferentes métodos de recluta-
miento de personal según el efecto que tienen en los
cuatro valores en competencia (por ejemplo, los pro-
gramas de acción afirmativa podrían recibir una eva-
luación favorable por su contribución a la equidad so-
cial), también podrían recibir una evaluación desfavo-
rable si su impacto es negativo en los derechos de
aquellos individuos que no pertenecen a una minoría. 

Tomando este criterio, los autores afirman
que la estructura contemporánea de la administra-
ción de personal en el sector público es moldeada
por el surgimiento de tres nuevos valores antiguber-
namentales: la responsabilidad individual, el gobier-
no limitado y descentralizado y la responsabilidad
comunitaria para los servicios públicos.

Por una parte, los defensores de la responsa-
bilidad personal creen que las personas toman sus
decisiones por motivos personales y, al mismo tiem-

po, se hacen responsables de las consecuencias de es-
tas decisiones, sin culpar al resto de la sociedad, por
lo que el desarrollo personal (o falta de él) sería res-
ponsabilidad del individuo.

En segundo lugar, los defensores del gobierno
limitado y descentralizado creen que se debe temer el
poder gubernamental de privar arbitraria o injusta-
mente de los derechos individuales a los ciudadanos.
Los defensores de este valor también creen que es más
fácil entrelazar la política pública, los servicios públi-
cos y la fuente de ingresos en un gobierno pequeño, lo
cual no es posible con un gobierno grande.  

El gobierno limitado y descentralizado y la
responsabilidad personal son valores que se comple-
mentan con un tercero: la responsabilidad de la so-
ciedad en cuanto  a la gestión de los servicios socia-
les.  Se supone que la solución a las dificultades de
“adaptación” que puedan sufrir algunos individuos
estará en mantener una red de seguridad a través de
los esfuerzos combinados de los organismos guber-
namentales de servicios sociales y de las institucio-
nes sociales en el sector privado. 

El cuadro siguiente presenta de manera es-
quemática los señalamientos desarrollados previa-
mente y, si bien como se ha comentado, esta perspec-
tiva está planteada para el caso de la administración
de personal en la administración pública de Estados
Unidos, con todas las diferencias que esto significa
respecto del caso argentino, parece interesante mos-
trar cómo, algunas de las características de la gestión
de recursos humanos que ofrece el estado en una so-
ciedad con un gran nivel de desarrollo, son aplica-
bles a las modalidades de gestión de los recursos hu-
manos en la administración argentina. Asimismo,
permite ver cómo los valores presentes para la ges-
tión de recursos humanos no son excluyentes, sino
que coexisten diversos principios que se sostienen en
perspectivas contradictorias. Tabla 1.

UNIDAD VERSUS FRAGMENTACIÓN DEL SERVICIO CIVIL

En un trabajo dedicado a analizar las carac-
terísticas del servicio civil en América Latina24, Oscar
Oszlak señala que: 
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24 Oscar Oszlak (2001) El servicio civil en América Latina y el Caribe: situación y retos futuros.



Como resultado, señala la existencia de
cuatro formas diferentes a través de las cuales los
gobiernos de la región han intentado introducir
cambios para mejorar la calidad de sus administra-
ciones públicas. Estas se presentan en el cuadro si-
guiente. Tabla 2.

MAGNITUD Y AGRUPAMIENTO DEL PERSONAL DE LA APN

Teniendo en cuenta las consideraciones ante-
riores, no debería sorprender la dificultad para preci-
sar el número de agentes (y tipo de encuadramiento
laboral) que componen el universo de los recursos
humanos de la administración pública, El cuadro
que sigue agrupa las fuentes de información sobre
este universo, con observaciones sobre sus caracte-
rísticas. Tabla 3.

Desde la perspectiva presupuestaria, la in-
formación brindada por la Cuenta de Inversión
(cuadro siguiente) permite valorar la participación
porcentual del gasto en remuneraciones de la APN
y su relación con el conjunto del gasto público y
con el PBI. Puede observarse que el gasto en remu-
neraciones del conjunto del Sector Público Argenti-

no (incluyendo las jurisdicciones nacional, provin-
cial y municipal)  no llega al 10 por ciento del pro-
ducto. Por otra parte, si se toma exclusivamente el
gasto en remuneraciones bajo jurisdicción nacional
puede observarse que supera levemente el 2 por
ciento del PBI. Si se compara el gasto en remunera-
ciones con el total de gastos corrientes en la Admi-
nistración Pública Nacional, puede verse, a su vez,
que su incidencia supera levemente el 16 por cien-
to. Esto indica que el gasto en personal es propor-
cionalmente bajo dentro de la administración na-
cional. Tabla 4.

Sin pretender profundizar el análisis, debe
tomarse en cuenta que el mayor peso relativo de los
gastos en remuneraciones del Sector Provincias y
Ciudad de Buenos Aires se corresponde con la pres-
tación por estas jurisdicciones de los principales ser-
vicios sociales que requieren importantes magnitu-
des de recursos humanos, como son típicamente los
casos de salud y de educación. 

En cuanto a los regímenes jurídicos vigentes,
en el trabajo mencionado de Oszlak (2001) se señala
que 
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Etapa de evolución

Primera 
(1789-1883)

Segunda 
(1883-1933)

Tercera 
(1933-1964)

Cuarta 
(1964-1992)

Quinta 
(1993 a la fecha)

Tabla 1: La evolución de la administración de personal público en Estados Unidos.

Valor dominante

Sensibilidad política

Eficiencia + Derechos individuales

Sensibilidad política, Eficiencia +
Derechos individuales

Sensibilidad política, Eficiencia,
Derechos individuales + Justicia social

Responsabilidad individual + Gobierno
limitado y descentralizado +
Responsabilidad comunitaria

Sistema dominante

Patrocinio

Servicio civil

Patrocinio + Servicio civil

Patrocinio, Servicio civil,
Negociación sindical + Acción
afirmativa

Organizaciones y mecanis-
mos alternativos + Relaciones
de empleo menos restrictivas.

Presiones para cambiar

Modernización +
Democratización

Gobierno responsable y
efectivo

Derechos individuales +
Justicia social

Equilibrio dinámico entre
los cuatro valores y sis-
temas competidores.

Emergencia de los val-
ores “antigubernamen-
tales”

Es cada vez menor la inclinación de los gobiernos por establecer sistemas de Servicio Civil únicos para el conjunto de la

administración pública. Las tendencias hacia la diferenciación estructural y la especialización funcional, así como la 

búsqueda de flexibilidad en cuanto al ofrecimiento de condiciones de empleo que permitan atraer y retener personas 

altamente calificadas, han conducido a una marcada fragmentación de estos sistemas.
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Los regímenes jurídicos que regulan los sistemas de servicio civil (en América Latina) pueden agrupar-
se en torno a dos posibilidades extremas: a) vigencia de un régimen jurídico-básico o escalafón general
único para la totalidad del personal del ámbito jurisdiccional considerado (v.g. administración pública na-
cional, estadual o municipal), que incluye normas relativas a los derechos, deberes y carrera administra-
tiva del servidor público (ingreso, promociones, remuneraciones, evaluación del desempeño, capacita-
ción, etc.); y b) heterogeneidad y multiplicidad de regímenes de personal, determinados por la búsque-
da de condiciones laborales más favorables para diferentes grupos, estratos o tipos de personal, en los

que los criterios técnicos quedan supeditados a consideraciones ad-hoc.
En la mayoría de los casos coexisten, por un lado, un régimen jurídico básico o escalafón general para
una parte más o menos considerable del personal del ámbito jurisdiccional considerado y, por otro, di-
versos regímenes para el personal que desempeña ciertas funciones especializadas (v.g. militar, poli-

cial, educativo, de salud, del servicio exterior, de investigación científica).

Modalidad

Número limitado
de posiciones
clave

Cuerpo de elite

Sistema amplio de
servicio civil

Red paralela de
consultores / 
personal 
contratado

Tabla 2: Modalidades de reclutamiento y organización del personal de la Administracion Pública.

Ejemplo

“Senior Executive Service”
(EE.UU).
“Sistema de Cargos

Clave” (Bolivia) 
“Cargos en Función
Ejecutiva” (Argentina).

ENA (Francia)
Administradores 
Gubernamentales (AG)
(Argentina) 

Sistema Nacional de la
Profesión Administrativa
(SINAPA )

Contratación por 
organismos i
nternacionales y Decretos
92/95; 1184/01; etc.

Caracteristicas

Rol crítico de un reducido estra-
to de gerentes públicos (no ex-
cede del 5% del total de perso-
nal de la administración central),
asignados a posiciones técnicas
y gerenciales clave.

Sistema de reclutamiento  es-
tricto y competitivo, proceso de
selección complejo y un progra-
ma de formación especializado. 
Destinados a puestos de coordi-
nación, asesoramiento o con-
ducción.
Sistema de doble dependencia. 

Costoso y difícil de implementar. 
Requiere reducción radical en el
volumen de personal y herra-
mientas gerenciales sofistica-
das para operar a partir de nue-
vas reglas y procedimientos es-
tablecidos por un sistema basa-
do en el mérito.

Busca sortear las restricciones
normativas y presupuestarias
para el ingreso a la planta de
personal y utilizar recursos no
incorporados oportunamente.

Balance

Distorsiones: 
No se han respetado los criterios pa-
ra decidir si un puesto es clave.  
No se han respetado los requisitos
de realización de concursos o la ob-
jetividad y transparencia de éstos. 

Se puso a disposición de la adminis-
tración pública un cuerpo de profe-
sionales idóneos y competentes. 
Problemas: 
1) Doble dependencia jerárquica y

funcional;
2) Reducido tamaño (no más de 200

integrantes) y su consecuente ba-
jo impacto sobre la gestión públi-
ca; 

3) Concentración en funciones ase-
soras más que ejecutivas.  

Problemas: 
1) pasaje de un sistema existente a
uno nuevo (reclasificación de pues-
tos, reubicaciones, capacitación para
nivelación), 
2) resistencia a los cambios cultura-
les (nueva concepción gerencial de
la función pública)  
3) Mayores incentivos materiales
que exige el sistema.

Problemas de equidad, discrimina-
ción, dobles lealtades y trastornos en
las actividades rutinarias del sector
público.



Los regímenes jurídicos que regulan los sis-
temas de servicio civil (en América Latina) pueden
agruparse en torno a dos posibilidades extremas: a)

vigencia de un régimen jurídico-básico o escalafón
general único para la totalidad del personal del ám-
bito jurisdiccional considerado (v.g. administración
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Dimension

Fisica

Presupuestaria

Tabla 3: Los recursos humanos en la APN. Fuentes de información.

Fuentes

Oficina Nacional de
Empleo Público
(ONEP) –
Subsecretaría de
Gestión Pública. 
Es el órgano rector
de la gestión de
recursos humanos
en la APN. 

Dirección Nacional
de Ocupación y
Salarios del Sector
Público
(DNOySSP) –
Secretaría de
Hacienda 

Ejecuciones
Presupuestarias
anuales (Oficina
Nacional de
Presupuesto) SH

Cuenta de
Inversión (CI)

Desventajas

No informa sobre
niveles salariales (en
el caso de los
agentes incluidos en
el SINAPA, éstos
surgen en forma
indirecta –e incom-
pleta– de la tabla de
remuneraciones del
sistema). 

No identifica niveles
salariales.
No agrupa por cate-
gorías

No está pensada
como información
específica de recur-
sos humanos

Ventajas

Ofrece información principal-
mente del SINAPA.
Incluye nómina de personal
contratado   brindada por las
áreas.  

Obtiene la información del
Sistema Integrado de
Recursos Humanos (SIRHu)25. 
Emite listados actualizados por
agentes permanentes (y transi-
torios) y contratados. 
Discrimina por escalafones

Informa sobre montos globales
y cargos físicos aprobados

La CI permite contextualizar el
rubro remuneraciones dentro
del conjunto del Sector Público
Argentino (SPA) (Nación,
Provincias, Municipios) 
y del PBI. 

Observaciones

En ninguno de los casos
incluye información
sobre el personal de las
universidades
nacionales (docentes y
no docentes)
Esto se origina en que
por la autonomía de la
que gozan las universi-
dades no están oblig-
adas a brindar informa-
ción al SIRHu y su pre-
supuesto figura en la
Cuenta de Inversión
como “Transferencia”.
Una manera de acceder
parcialmente a esta
información es a través
de los informes elabora-
dos por la CONEAU y
publicados en su página
web (el más reciente
corresponde al año 2000
e informa sobre 124537
cargos docentes y
35168 cargos no
docentes).

gastos ctes

gastos 
en consumo

remunera-
ciones

Tabla 4: Sector Público Argentino  2002. Gastos seleccionados como porcentaje del PBI.

Adminstración
Nacional

12,19

2,63

1,95

Empresas
Publicas
Nacionales

0,11

0

0

Fondos
Fiduciarios

0,21

0,03

0

Otros
Entes

1,03

0,4

0,32

Sub
total

13,54

3,06

2,27

Provincias y
Ciudad de
Buenos Aires

8,94

6,98

5,79

Municipios

2,27

2,12

1,45

Total

24,75

12,16

9,51

25 Creado por el Decreto N° 645/95; obtiene la información de los sistemas de liquidación de haberes de cada organismo inclui-
do en el Presupuesto.

Administración Pública Nacional
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pública nacional, estadual o municipal), que incluye
normas relativas a los derechos, deberes y carrera ad-
ministrativa del servidor público (ingreso, promocio-
nes, remuneraciones, evaluación del desempeño, ca-
pacitación, etc.); y b) heterogeneidad y multiplicidad
de regímenes de personal, determinados por la bús-
queda de condiciones laborales más favorables para
diferentes grupos, estratos o tipos de personal, en los
que los criterios técnicos quedan supeditados a con-
sideraciones ad-hoc.

En la mayoría de los casos coexisten, por un
lado, un régimen jurídico básico o escalafón general
para una parte más o menos considerable del perso-
nal del ámbito jurisdiccional considerado y, por otro,
diversos regímenes para el personal que desempeña
ciertas funciones especializadas (v.g. militar, policial,
educativo, de salud, del servicio exterior, de investi-
gación científica). 

Señala, asimismo que “Existen muy diferen-
tes modalidades para establecer la juridicidad de las
condiciones de trabajo, empleo y salarios de los em-
pleados públicos, incluyendo desde normas básicas
de cumplimiento obligatorio hasta mecanismos de
negociación colectiva...”

Tomando en cuenta el caso específicamente
argentino, si se presta atención al régimen legal que
regula el empleo público en el estado nacional, podrá
observarse que, efectivamente, no existe un único or-
denamiento normativo que contenga al conjunto de
los agentes de la administración pública. Asimismo,
debe señalarse que no se cuenta con una única nor-
mativa de regulación de las relaciones laborales. Es-
to en buena medida se debe a las heterogeneidades
propias de la administración pública. 

Las antiguas empresas estatales, dada su
particularidad, se regían por la ley de Contrato de
Trabajo y por la ley de Convenciones Colectivas de
Trabajo 14250, propia del sector privado. A esta mo-
dalidad se agregaron también en su oportunidad la
ex DGI, la ex ANA (hoy reunidas en AFIP, pero con-
servando sus convenios particulares) y más reciente-
mente la ANSES. Por su parte, el núcleo de la admi-
nistración (básicamente las jurisdicciones ministeria-
les) estuvo regido durante años por normas de carác-

ter no convencional. Esta práctica se sustenta en la
tradición administrativista que identifica al personal
de la administración pública más en su carácter de
servidor público (funcionario) que de empleado –
trabajador. La firma por parte del gobierno argentino
de diferentes convenios internacionales26 de protec-
ción del empleo público, llevaron a un cambio de es-
ta concepción, dando lugar al dictado de nuevas nor-
mas más adaptadas al modelo contractual de las re-
laciones laborales dentro del estado (ley de empleo
público, 25164 y ley de convenciones colectivas del
sector público, 24185). 

La tabla 5 presenta la variedad normativa en
el ordenamiento del empleo público nacional y el al-
cance del régimen de negociación colectiva.

De esta manera, por decisión unilateral del
Estado (a través de la norma de creación) o como re-
sultado de negociaciones específicas, han surgido di-
versas formas de encuadramiento laboral que no fa-
cilitan el desarrollo de una política de recursos hu-
manos homogénea. 

A esto se le agrega que existe una gran diver-
sidad de regímenes escalafonarios. La información
brindada por la DNOySSP permite identificar la
existencia de 55 agrupamientos escalafonarios, cuan-
titativamente muy heterogéneos. 

Cabe destacar que la mayor parte de los
agrupamientos escalafonarios más numerosos co-
rresponde a los sectores de defensa y seguridad. Es-
to permite ver, a su vez, que el 50 por ciento de los
cargos de la APN pertenece a defensa y seguridad,
quedando el resto para cargos civiles. Tabla 6. 

Una de las consecuencias de la dispersión es-
calafonaria es la baja intercambiabilidad de los agen-
tes de la administración pública. Si bien esta cuestión
da lugar a debates en torno a su legitimidad y even-
tual desconocimiento de derechos laborales, lo cierto
es que el Estado no cuenta con instrumentos idóneos
que le permitan reasignar personal en función de la
reformulación de sus metas y objetivos, a la vez que
los intentos en esa dirección sufren restricciones cul-
turales importantes, legitimadas por las fronteras es-
calafonarias. 
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26 Por ejemplo, el Convenio N° 154 de Fomento de la Negociación Colectiva de la OIT (Organización Internacional del Trabajo).
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Respecto a la política salarial, tomando como
base información brindada por la Central de Trabaja-
dores Argentinos (CTA) puede observarse que la es-
tructura salarial conforma una pirámide con una am-

plia base hasta los mil pesos (49.7 por ciento), con
una leve reducción porcentual hasta los 2 mil pesos
(41,30 por ciento), quedando sólo un 9 por ciento en-
tre los 2 mil y más de 6 mil pesos. Figura 1.
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R gimen de negociaci n colectiva
Porcentaje

REGIMEN LABORAL
LEY 24185
SECTOR
PUBLICO

LEY 14250
SECTOR
PRIVADO

NO CONVENCIONADO

EXTRAES-
CALAFONARIO

AUTORIDADES
SUPERIORES y
otros

FUERA
DE LA
LEY 25164

OTROS
SERVICIO
EXTERIOR DE LA
NACION y otros

4,26

LEY DE EMPLEO PUBLICO
25164

SINAPA,
CONICET,
INTA, otros

P.CIVIL F.A. y
otros

62,14

LEY DE CONTRATO DE
TRABAJO 20744

E.N.R.
ENERGŒA
NUCLEAR,
CNC, CNRT,
otros

DGI,
ADUANA,
ANSES, otros

C.N. ENERGIA
ATOMICA y otros

32,97

OTRAS MODALIDADES CITEFA, otros 0,63

PORCENTAJE 41,49 29,55 28,96 100,00

CARGOS CIVILES PRESUPUESTADOS PARA 2000=114935

FUENTE: Eduardo Salas y Mar a Amalia Duarte de Borman (2001)

Tabla 5: Régimen laboral del personal del Poder Ejecutivo Nacional (Cargos Civiles).

Tabla 6: Poder Ejecutivo Nacional y otros entes del Sector Público Nacional no Financiero. Distribución Escalafonaria
(Selección) - Septiembre 2003.

Escalafon Agentes Porcentaje

Personal Militar de las Fuerzas Armadas 77.613 31,32%

Personal de Seguridad y Defensa de la Policia Federal 34.340 13,86%

Personal del Sinapa Decreto 993/91 24.329 9,82%

Personal Civil de Las Fuerzas Armadas 20.679 8,35%

Personal de Seguridad y Defensa de la Gendarmeria Nacional 17.747 7,16%

Personal de Seguridad y Defensa  Prefectura Naval Argentina 14.382 5,80%

Personal de La Direccion General Impositiva 14.054 5,67%

Personal de Seguridad y Defensa del Servicio Penitenciario Federal 8.130 3,28%

Otros Escalafones 36.511 14,73%

Total 247.785 100,00%

Contratados 16.755

Fuente: S.H. DNOySSP (2004)

HUGO TOMÁS CORMICK



Esto estaría indicando que, más allá de la
discusión sobre el nivel salarial en el sector público,
lo  más relevante se relaciona con la concentración de
altos ingresos en favor de un porcentaje reducido de
agentes. 

ÓRGANOS DE REGULACIÓN DEL EMPLEO PÚBLICO

De acuerdo al trabajo de Oszlak (2001), se
identifican algunas tendencias básicas en cuanto a
las responsabilidades institucionales para fijar políti-
cas y directivas en materia de función pública, las
que pueden estar más o menos centralizadas, según
alguna de las siguientes modalidades:

a) Existencia de un órgano central y unidades des-
centralizadas que dependen funcionalmente del
mismo;

b) Existencia de un órgano central, sin unidades
descentralizadas en las diferentes instituciones;

c) Inexistencia de un órgano central: cada institu-
ción ejecuta las políticas y normas vigentes.

Cada uno de estos sistemas presenta venta-

jas y desventajas. En general, los sistemas del tipo a)
permiten homogeneizar la aplicación de normas y
criterios para administrar los diferentes aspectos que
incluye la gestión de las personas: concursos, promo-
ciones, licencias, embargos, remuneraciones, evalua-
ción de desempeño, capacitación, etc. Pero su funcio-
namiento exitoso depende del grado de articulación
que consiguen establecer en la práctica con unidades
descentralizadas con las que, generalmente, sólo
mantienen una relación funcional y no jerárquica.
Por otra parte, una mayor centralización tiende a
asociarse con una mayor rigidez en la aplicación de
las normas y estándares, lo cual puede a veces restar
flexibilidad a la gestión por no tomar en considera-
ción algunas especificidades propias de los diferen-
tes organismos. 

Como se ha señalado en páginas anteriores
el órgano rector de la política de recursos humanos
en la APN es la Oficina Nacional de Empleo Público
(ONEP), dependiente de la Subsecretaría de Gestión
Pública, en el área de la Jefatura de Gabinete de Mi-
nistros. Cabe señalar que esta es una función tradi-
cional del área, ya que aún con cambios de denomi-
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nación viene ejerciendo esta función desde décadas
atrás. El concepto de órgano rector surge con el Plan
de Modernización del Estado (del que se hará men-
ción más abajo) en consonancia con el espíritu de la
Ley 24156, tratando de adecuarse a los principios de
centralización normativa y descentralización opera-
tiva en las políticas estatales. 

Su responsabilidad primaria, de acuerdo con
el Decreto 624/2003 es “Asistir al Subsecretario de la
Gestión Pública en el diseño e implementación de las
políticas de modernización del estado, en lo relativo
al desarrollo y administración estratégica de los re-
cursos humanos, con el propósito de reclutar efecti-
va y eficientemente, gerenciar y retener una fuerza
de trabajo de alta calidad y diversidad técnica y ase-
gurar el desarrollo personal y profesional de quienes
la integran.”

Sin embargo, y sin pretender con esto agotar
la cuestión, pueden señalarse un par de cuestiones
en las que la ONEP no ha logrado consolidar su rol
de órgano rector. Por un lado, ha centrado buena
parte de su atención en la problemática específica del
SINAPA, particularmente aquella relacionada con
los efectos en la carrera de los agentes de la Capaci-
tación y la Evaluación de Desempeño. 

Por otro lado, ciertos aspectos de la “admi-
nistración de personal” en buena medida han sido
“cedidos” a la Dirección Nacional de Ocupación y
Salarios del Sector Público de la Secretaría de Ha-
cienda, en la órbita del Ministerio de Economía y
Producción. Esto se manifiesta particularmente en la
organización de la base de datos del personal de la
APN, el Sistema Integrado de Recursos Humanos,
diseñado por esta dirección nacional, lo que genera
efectos sobre la calidad de la información manejada
por ambas áreas. Asimismo, la obligación que tienen
los sectores de brindar información a la DNOSSP, le
asigna a esta Dirección Nacional un recurso adicio-
nal que le permite ejercer autoridad respecto de la
gestión de recursos humanos. 

La Dirección Nacional de Ocupación y Sala-
rios del Sector Público, tiene como responsabilidad
primaria “Analizar, coordinar y fiscalizar la elabora-
ción de niveles salariales y sistemas de remuneracio-
nes del Sector Público Nacional, en el marco de la po-

lítica salarial establecida por el GOBIERNO NACIO-
NAL. Participar en el desarrollo, coordinación y eje-
cución del Sistema Integrado de Información Física y
Financiera en la parte correspondiente a los recursos
humanos y salariales. Atender las tareas de apoyo
técnico y administrativo necesarias para el funciona-
miento de la COMISION TECNICA ASESORA DE
POLITICA SALARIAL DEL SECTOR PUBLICO”, de
acuerdo a lo que surge de la información brindada
por la página web del Ministerio de Economía y Pro-
ducción. 

Por otra parte, es esta área la responsable de
poner en práctica el SIRHu (Sistema Integrado de Re-
cursos Humanos) que tiene por finalidad sistemati-
zar y homogeneizar la información sobre recursos
humanos producida por las distintas jurisdicciones y
entidades de la APN. 

El Sistema de Administración Financiera 
de Recursos Humanos  (SIRHU)  

El Sistema de Administración Financiera de
Recursos Humanos  (SIRHU) surge del Decreto Nº
645 del 4 de mayo de 1995 y la Resolución Nº 222/95
de la SECRETARIA DE HACIENDA. A partir de allí
comenzó la formación de una PLATAFORMA MINI-
MA DE INFORMACION SALARIAL PRESUPUES-
TARIA, a partir de los datos existentes en los siste-
mas liquidadores de haberes de la Jurisdicciones y
Entidades de la Administración Nacional, los que
deben ser entregados con cada orden de pago de ha-
beres, cuyo gasto se impute al Inciso 1-Gastos en Per-
sonal del Presupuesto vigente.

Hay un conjunto de datos mínimos requeri-
dos para la citada Plataforma, los que se incorporan
a la base de datos del Sistema de Administración Fi-
nanciera de Recursos Humanos (SIRHU) en su Ofici-
na central - DNOySSP, para su procesamiento. En es-
te sentido, la Plataforma Mínima constituye  un
avance en el desarrollo del mencionado Sistema Inte-
grado ya que posibilita contar con los datos necesa-
rios para la operación de las prestaciones previstas
en el SIRHU.

El menú de información requerido a los Or-
ganismos fue diagramado en función a la disponibi-
lidad de datos existente en los sistemas liquidadores
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institucionales que, por otra parte, son suficientes
para llevar a cabo análisis ocupacionales, salariales,
presupuestarios y organizativos, a través de proce-
sos adecuados. En tal sentido, desde la visión de la
DNOySSP se señala que no se requirieron datos de
funciones asociados a los cargos que ocupan los
agentes debido a la inexistencia de un nomenclador
único de las mismas en la APN.

Conceptualmente la Plataforma Mínima cap-
ta la información de las unidades físicas de cargos y
horas de cátedra ocupadas y los precios (fijos y varia-
bles) pagados a cada agente que ocupa dichas unida-
des, dentro de la dotación de una estructura organi-
zativa, cuyo gasto se atiende por las partidas presu-
puestarias del objeto del gasto en la red programáti-
ca.

Dentro del modelo de sistemas locales y cen-
trales, la Plataforma Mínima representa, por su nivel
de agregación, un sistema de recursos humanos cen-
tral, alimentado por oficinas locales, corporizadas en
los liquidadores de haberes de cada Jurisdicción/En-
tidad que lo alimentan en forma periódica. 

La Figura 2 muestra el circuito de circulación
de información y los roles que corresponden a cada
uno de los actores dentro del sistema.  

Cabe señalar, por último sobre este punto
que, si bien ambos organismos, (ONEP y DNOySSP)
cuentan con competencias propias diferentes, la bi-
furcación de responsabilidades en el manejo de infor-
mación sobre recursos humanos, es uno más de los
aspectos que conspiran contra la genuina capacidad
del Estado en su conjunto para diseñar una política
de recursos humanos de relativa homogeneidad. 

INNOVACIÓN EN LAS MODALIDADES

DE ORGANIZACIÓN DEL EMPLEO PÚBLICO

A principios de la década de 1980 se dictó la
ley 22140, que estableció el Régimen Jurídico Básico
de la Función Pública. Esta norma tuvo plena vigen-
cia hasta el dictado de la Ley de Empleo Público
(25164) en 1999. Los fundamentos de la ley 22140,
dictada durante la última dictadura militar, hacen re-
ferencia a una cuestión que puede considerarse de
interés; esto es, a la idea de “…enfocar la cuestión de

un modo mas general, fijando por ley los principios
básicos propios de la función pública con el fin de lo-
grar bases ciertas, uniformes y flexibles en su alcan-
ce y ámbito de aplicación.” Esto está marcando una
voluntad de generalidad e inclusión en el dictado de
la norma. Este trabajo trata de mostrar cómo este ob-
jetivo está aún lejos de ser cumplido. 

En segundo término, interesa destacar los
cambios semánticos que se producen entre una y
otra norma, ya que se genera un deslizamiento des-
de la idea de “Función Pública” a la de “Empleo Pú-
blico” como ya se había mencionado. A tal punto,
que la Ley de Empleo Público hace expresa referen-
cia a la Ley de Convenciones Colectivas del Sector
Público y establece que dicho texto no podrá ser alte-
rado por la nueva ley: 

“ARTICULO 3º — Las disposiciones de la ley
marco de regulación del empleo público tienen ca-
rácter general. Sus disposiciones serán adecuadas
a los sectores de la administración pública que
presenten características particulares por medio
de la negociación colectiva sectorial prevista en la
Ley 24.185…
ARTICULO 4º —  …
En ningún caso se entenderá que las normas de

esta ley modifican las de la Ley 24.185 (de Con-
venciones Colectivas del Sector Público).”

En 1984 se produce el primer intento signifi-
cativo de modificar la modalidad de organización de
los funcionarios públicos, a través de la creación del
Cuerpo de Administradores Gubernamentales. Este
es un cuerpo específico conformado por un conjunto
multidisciplinario de profesionales que brindan asis-
tencia técnica a las jurisdicciones y organismos del
Estado.

El Cuerpo de Administradores Guberna-
mentales (C.A.G.) fue creado en 1984 mediante el
Decreto Nº 3687 de 1984 inspirado en el modelo fran-
cés de la Ecole Nationale d´Administration (ENA). El
espíritu que guió su creación fue el de producir un
impacto positivo en la gestión a través de la actua-
ción de funcionarios capacitados para la alta admi-
nistración y que además mostrasen vocación demo-
crática y de servicio hacia los destinatarios de las ac-
ciones del Estado: la sociedad.
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La necesidad de proveer funcionarios espe-
cialmente formados para el desempeño dentro de la
estructura pública se gestó al evaluar que la educación
universitaria no generaba por sí misma los perfiles ne-
cesarios. También resultaba adecuado que aquellos
funcionarios que ya estaban trabajando en la Admi-
nistración tuviesen la oportunidad de avanzar en el
desarrollo de su carrera. Por eso, las convocatorias es-
tuvieron abiertas a quienes provenían del sector pri-
vado y también a quienes ya se desempeñaban en la
Administración. Debe aclararse, sin embargo, que
después de cuatro convocatorias, el ingreso al cuerpo
ha quedado interrumpido, quedando circunscripto a
poco más que 160 miembros, habiendo llegado al ex-
tremo, como se señaló previamente, de promover el
retiro voluntario de sus agentes en el año 2000. 

El Sistema Nacional de la Profesión 
Administrativa (SINAPA)

El Sistema Nacional de la Profesión Admi-
nistrativa (SINAPA) nació con el Decreto 993/91 y
puede entenderse como un proyecto sistemático de
desarrollo de recursos humanos, ya que incluye me-
canismos de selección, promoción, evaluación de de-
sempeño y capacitación. Su aprobación implicó la
derogación del anteriormente vigente escalafón del
personal de la Administración Pública Nacional re-
gulado por el Decreto 1428 del año 1973. 

El objetivo explícito de su creación fue dotar
de mayor profesionalidad a la Administración Públi-
ca.  Así, en los considerandos del decreto se estable-
cían algunos principios como los siguientes: 
a) un reordenamiento escalafonario sustentado en

los principios de mérito, capacitación y sistemas
objetivos de selección y productividad como
fundamentos del ingreso y la promoción de los
agentes públicos. 

b) armonizar la normativa con los esquemas adop-
tados por los países más avanzados en la mate-
ria, consagrando en su articulado la diversidad
de institutos propios de la carrera administrativa
basada en modernas técnicas de gestión geren-
cial y profesionalización en todo su desarrollo. 

c) superar las falencias existentes en el actual desa-

rrollo de la carrera administrativa, dado que in-
cluye reglas tendientes a jerarquizarla y a crear
incentivos reales. 

d) garantizar un inmediato restablecimiento de las
responsabilidades administrativas en todos los
niveles. 

El SINAPA busca superar el procedimiento
tradicional de promoción (y consecuente mejora sala-
rial) que dependía fundamentalmente de la antigüe-
dad laboral, por un desarrollo de la carrera adminis-
trativa, basado en Niveles (relacionados con el cum-
plimiento de requisitos de formación) y Grupos (basa-
dos en la capacitación y la evaluación de desempeño).
Este sistema es complementado por dos instrumentos
de polémica aplicación: los concursos y el ejercicio de
funciones ejecutivas. Sin embargo, al cabo de diez
años de experiencia, no queda claro que el proceso de
promoción aplicado no sea más que una forma sofis-
ticada del cuestionado ascenso por antigüedad.

Respecto de los requisitos de formación, se
observa que el SINAPA unifica bajo el mismo con-
cepto a los títulos universitarios y terciarios, a fin de
acceder a los niveles superiores (A y B). A esto se le
agrega que, en el caso del nivel B, este requisito pue-
de ser reemplazado con 10 años de experiencia labo-
ral “atinente a las funciones”. Asimismo, para acce-
der al nivel  D se establece como requisito contar con
el ciclo básico secundario, que en la actualidad no
tiene valor académico y laboral. 

El procedimiento de reencasillamiento que
se aplicó para ubicar a los agentes de la APN en el
sistema, si bien se realizó una única vez, facilitó el ac-
ceso a los niveles A y B  a agentes que no reunían la
formación requerida para los niveles y, a su vez, pro-
dujo el encasillamiento de la mayor parte de los pro-
fesionales en el nivel C. Como resultado adicional, al
mantenerse el congelamiento de vacantes, estos pro-
fesionales han continuado en tal nivel hasta la fecha. 

En lo que respecta al nivel profesional (o de
estudios), se observa que la situación descripta re-
dunda en situaciones como las que se presentan a
continuación27:   
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• El 16 por ciento de los agentes con nivel A no son
profesionales (más un 4.2 por ciento con nivel de
estudios terciarios).

• En el nivel B este porcentaje se eleva al 28 por
ciento (más un 5.9 por ciento  con nivel de estu-
dios terciarios). 

En ambos casos, se observa que los que no
cuentan siquiera con título secundario superan leve-
mente el 4 por ciento. Tomando en cuenta la informa-
ción disponible, se observa la siguiente distribución
por niveles:

Como se observa, la mayor parte de los
agentes del sistema pertenece a las categorías más
bajas, relacionadas con niveles de responsabilidad
técnico laboral de baja complejidad, lo que no se
corresponde con la profesionalización de la admi-
nistración, objetivo de la creación del SINAPA.
Tabla 7.

Si se analiza históricamente esta informa-
ción, surgen algunos datos interesantes. En primer
lugar, en los años de vigencia del SINAPA, ha ingre-
sado un 19.5 por  ciento de la planta. Esto confirma
lo señalado respecto al escaso reemplazo de personal
en la APN. 

Observando detenidamente la información
se verá que el 17 por ciento de los agentes ingresados
en el sistema desde la vigencia del SINAPA tiene ni-
vel de estudios primario. Si se agregan los datos se
llega a que el 20 por ciento no tiene estudios secun-
darios. Finalmente, el 66 por ciento de los ingresados
en el periodo no cuenta con estudios universitarios.
Tabla 8.

Esto refuerza lo señalado anteriormente so-
bre la baja profesionalización del SINAPA y puede
tener causas combinadas. Por un lado, los salarios
que ofrece el sistema no son muy atractivos para los
profesionales28. Por otra parte, las gestiones estatales
han prestado poca atención al reclutamiento y pro-
moción de profesionales dentro de la administración. 

Si bien al momento de su creación, el SINA-
PA surgía como un nuevo paradigma orientado a la
modernización de la gestión de recursos humanos en
el Estado, no logró transformarse en un modelo para
el conjunto de la APN. Aunque comprende un nú-
cleo importante de agentes vinculados directamente
con las áreas de formulación de políticas (fundamen-
talmente, las jurisdicciones ministeriales), su modali-
dad de organización no ha sido replicada en otros
sectores de la Administración Pública e, incluso, en
sectores muy significativos de la APN, en cuanto a
número de agentes y relevancia de la función, como
es el caso de la AFIP, la estructura escalafonaria res-
ponde a principios muy diferentes, de carácter más
tradicional.

Su aplicación dio lugar al desarrollo de orga-
nizaciones y tecnologías específicos (capacitación,
evaluación de desempeño, concursos) que, además
de generar  procesos bastante complejos, se centra-
ron exclusivamente en los agentes del sistema, sin
contemplar los requerimientos de desarrollo de
agentes de otras áreas de la administración, por lo
que éstas definieron en forma autónoma sus estrate-
gias de desarrollo de recursos humanos. 

Podría decirse que el SINAPA es una pro-
puesta que quedó a mitad camino, ya que no logró
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28 Salario de ingreso Nivel C Grado 0 =: $980, más adicional por mayor capacitación $245. 

Nivel Agentes Porcentaje % Agregado

A 689 2.9

B 2211 9.3 38.7

C 6288 26.5

D 7899 33.3

E 6020 25.4 61.3

F 604 2.6

Primarios 17.36%

CBS 3.29%

Secundarios 37.83% 66.07%

Terciarios 7.58%

Universitarios y Posgrado 33.93%

Total 4538

Tabla 7

Tabla 8: Personal SINAPA con hasta 9 años de antigüe-

dad x nivel de estudios.
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una genuina modernización de los recursos huma-
nos del sector público y no generó un efecto demos-
tración sobre otras áreas de la administración. 

Segunda Reforma del Estado

En coincidencia con los planteos que venían
siendo formulados por el Banco Mundial respecto de
la necesidad de una “segunda etapa de reformas”
(en el entendido que el proceso de privatizaciones
realizado a partir de 1989 había sido una exitosa
“primera etapa”) el gobierno argentino
puso en marcha en 1996 la denominada
Segunda Reforma del Estado que se su-
ponía, ponía su acento en las reformas
internas de gestión. 

Los objetivos explícitos de la
norma legal que le dio marco (Ley
24629. De La Reorganización Adminis-
trativa. Capítulo II)29 son similares al
Programa de “reinvención del gobier-
no” norteamericano:

• Orientación al ciudadano;
• Responsabilidad por resultados; 
• Contratos por objetivos; 
• Definición de estándares (bench-

marks);
• Incentivos al desempeño; 
• Capacitación permanente y 
• Mayor transparencia de la gestión

pública.

En la práctica, esta norma dio
como resultado la creación de la Unidad
de Reforma y Modernización del Esta-
do, cuya tarea principal consistió en
“…comunicar los niveles de reducción o
reestructuración específicos de las plan-
tas de personal para cada Ministerio, Se-
cretaría de la Presidencia de la Nación y
Organismo centralizado o descentrali-
zado de la Administración Pública Na-
cional, en línea con los roles asignados
al Estado Nacional, las pautas progra-
máticas establecidas en el cuerpo nor-

mativo de la primera etapa de la reforma del Estado
y la organización básica que se apruebe en cumpli-
miento del Decreto (558 de 1996)”. Figura 3.

Los cuadros anteriores muestran cómo las
drásticas políticas de reducción de unidades de or-
ganización (independientemente de la justicia de
sus objetivos) son rápidamente abandonadas y
vuelven a las situaciones previas. Tal es el caso de
las drásticas reducciones estructurales de los años
1991 y 1996.
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Figura 3
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30 La norma estructurante de este plan fue el Decreto 103/2000. 

Así, los resultados concretos de la Segunda
Reforma del Estado guardaron escasa relación con
sus ambiciosos objetivos, ya que buena parte de las
reformas planteadas (reestructuraciones, racionaliza-
ción de las plantas de personal, introducción de tec-
nologías, profesionalización de la función pública,
cambios culturales, desburocratización) continúan
siendo asignaturas pendientes. 

Plan de Modernización del Estado30

Este plan, puesto en marcha en el año 2000,
perseguía entre sus objetivos implantar la gestión
por resultados en las organizaciones de la Adminis-
tración Pública Nacional y fortalecer las capacidades
institucionales mediante la planificación estratégica
situacional y la reingeniería de procesos

Este objetivo se formulaba con la aspiración
de lograr una administración pública al servicio del
ciudadano, con organizaciones flexibles orientadas
al logro de resultados, capaz de rescatar el concepto
de servidor público como un valor social y orientada
a establecer un marco de paridad e igualdad entre la
Administración y la gente.

Entre las principales “Transformaciones
Transversales” que se proponía, se identifica la rela-
cionada con la gestión del capital humano. Esta par-
tía de un diagnóstico muy crítico de la gestión de los
recursos humanos hasta ese entonces (incluyendo al
mismo SINAPA) que señalaba la ausencia de prácti-
cas tales como “la evaluación del desempeño sobre la
base del mérito, el reconocimiento de incentivos, la
promoción condicionada por la calificación y la capa-
citación y no por la antigüedad, la adopción de siste-
mas salariales que compensen el mérito y la respon-
sabilidad ...”

Asimismo, sustentando un punto al que se
ha hecho mención más arriba se hacía referencia a
que “El empleo público sigue siendo vulnerable al
patronazgo político, la evaluación minimiza el con-
flicto a través de la equiparación más que del recono-
cimiento de méritos, la promoción opera automática-
mente por el transcurso del tiempo y los sistemas sa-
lariales preservan conquistas de escalafón, sin crite-

rios que justifiquen regímenes y tratamientos dispa-
res para situaciones semejantes.”

Según el criterio propuesto por los formula-
dores del plan, un déficit que ha caracterizado a la
administración pública radica en la gestión de los re-
cursos humanos. En consecuencia, se dirá, “Llegó la
hora de asegurar una adecuada gestión integrada del
capital humano de la Administración mediante la ar-
ticulación de los diversos sistemas que hacen a su
efectivo gerenciamiento de acuerdo con los linea-
mientos del nuevo modelo de gestión y responsabili-
zando a los agentes por sus acciones y resultados
mediante mecanismos de incentivos.” En línea con
esto, se busca que el Plan Nacional de Moderniza-
ción del Estado ponga en marcha una serie de accio-
nes que apunten a  profesionalizar y dignificar el pa-
pel de los trabajadores del sector público.

A este fin se proponían algunas líneas de tra-
bajo, entre las que cabe destacar la actualización, re-
visión y modernización de los convenios colectivos
de trabajo de la administración pública; la aplicación
de “premios y castigos a través de la promoción e in-
centivo de los mejores agentes por sus resultados y la
separación de quienes no estén a la altura de sus res-
ponsabilidades; la reglamentación de las relaciones
laborales del sector público nacional. Asimismo, se
propone el desarrollo de regímenes de carrera y pro-
fesionalización sustentados en el mérito, la transpa-
rencia, el respeto a la ética pública, la igualdad de
oportunidades y el creciente fortalecimiento de las
competencias laborales de los agentes.

También se señala la necesidad de definir un
Nomenclador General de Funciones y Posiciones de
Trabajo elaborado bajo un enfoque de gestión por
competencias y definición de perfiles y exigencias
básicos para la mayoría de los puestos de trabajo.

Es interesante señalar que el diagnóstico im-
plicaba un cuestionamiento a la aplicación del SINA-
PA, a tal punto que se le formulaban críticas simila-
res a las que habían dado origen a la aplicación de es-
te nuevo régimen escalafonario en la APN. 

Sin embargo, también en este caso, los logros
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fueron escasos, ya que primó una perspectiva tecno-
crática en un contexto de ausencia de liderazgo polí-
tico y de objetivos globales de gestión. Esto lleva a
que aún pueda afirmarse que los objetivos de forta-
lecimiento de la capacidad de gestión de las organi-
zaciones públicas sigue siendo una tarea pendiente. 

Si bien a lo largo de los años siguientes se dic-
taron normas específicas sobre distintos tópicos de la
gestión de recursos humanos, dentro del periodo de
análisis (hasta 2003) no ha surgido una propuesta sis-
temática de relevancia equivalente a las señaladas en
las páginas anteriores.  A esto cabría agregar que, en
la medida en que entró en crisis el modelo de gestión
del estado aplicado a partir de la década de 1990, ocu-
rrió algo equivalente con la gestión de recursos hu-
manos. Así como se tiende a repensar el rol del Esta-
do ante la sociedad, han entrado en debate las moda-
lidades de intervención y las formas y tipos de rela-
ción laboral entre el estado y sus empleados. 

LA POLÍTICA DE RECURSOS HUMANOS
DE LA AUDITORÍA GENERAL
DE LA NACIÓN

–No los rechazamos, pero no buscamos especialmente
contadores –dijo–. Queremos gente con una excelente
formación académica, y sobre todo tipos inteligentes. 
–¿Inteligentes?
–Pueden ser matemáticos, musicólogos e historiadores.
La clave es que sean capaces de pensar. Y que tengan la
voluntad de defender al Estado. Quizás ganen mucho
menos que en la actividad privada, pero se ven anima-
dos por ese objetivo de servir a los ciudadanos y, ade-
más, sienten que su trabajo es más interesante que el de
un burócrata de una consultora privada. (reflexiones de
Iain Johnston, miembro de la NAO –Gran Bretaña) pu-
blicado por Martín Granovsky en Página 12.  24 de Octu-
bre de 2003.

ALGUNOS DATOS BÁSICOS

Como se ha señalado en los apartados ante-
riores, la creación de la Auditoría General de la Na-
ción como un capítulo específico dentro de la  Ley de
Administración Financiera y de los Sistemas de Con-
trol del Sector Público Nacional (24156) se inscribe en
un proceso de reforma integral del Estado, caracte-
rístico de la década de 1990. 

Recordando lo señalado previamente respec-
to del artículo 117 de la mencionada ley, puede decir-
se que el principal objetivo de la AGN se centra en el
ejercicio del control externo posterior de la Adminis-
tración Pública Nacional y es legítimo identificar a
este objetivo como el que da sentido a su funciona-
miento y organización.

Lo anterior implica destacar el cambio en el
sesgo del control que se produce a principios de la
década de 1990, ya que se pasa de un sistema centra-
do fundamentalmente en el cumplimiento normati-
vo y ejercido con carácter previo y concomitante,
propio Tribunal de Cuentas de la Nación y entidades
similares, al modelo de control posterior y orientado
al análisis de los resultados de la gestión, con la con-
siguiente transferencia de las responsabilidades del
control previo a la propia administración. De esta
manera, el control pasa a entenderse como un siste-
ma integral e integrado que alcanza al conjunto de
los organismos y entidades de la Administración Pú-
blica Nacional y que incluye la perspectiva de la au-
ditoría de gestión y no únicamente los aspectos fi-
nancieros y de regularidad. 

Cabe destacar, por otra parte, que esta nueva
modalidad de control es ejercida por la AGN en su
carácter de órgano técnico dependiente del Congreso
de la Nación31 a lo que se agrega que el universo ba-

60asap

31 Si bien la AGN entró en funciones a partir de enero de 1993, como resultado de la Ley 24156, con la reforma de la Constitución
Nacional en 1994, el organismo adquirió rango constitucional, expresado en el artículo 85 de dicho texto. De acuerdo con éste, 
“El control externo del sector público nacional en sus aspectos patrimoniales, económicos, financieros y operativos, será una
atribución propia del Poder Legislativo. El examen y la opinión del Poder Legislativo sobre el desempeño y situación general de
la Administración Pública estarán sustentados en los dictámenes de la Auditoria General de la Nación. Este organismo de asis-
tencia técnica del Congreso, con autonomía funcional, se integrará del modo que establezca la ley que reglamenta su creación y
funcionamiento, que deberá ser aprobada por mayoría absoluta de los miembros de cada Cámara. El presidente de organismo
será designado a propuesta del partido político de oposición con mayor número de legisladores en el Congreso. Tendrá a su
cargo el control de legalidad, gestión y auditoría de toda la actividad de la Administración Pública centralizada y descentraliza-
da, cualquiera fuera su modalidad de organización, y las demás funciones que la ley le otorgue. Intervendrá necesariamente en
el trámite de aprobación o rechazo de las cuentas de percepción e inversión de los fondos públicos.”
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jo supervisión se amplía significativamente respecto
de las experiencias anteriores.

Los cambios establecidos por la Ley de Ad-
ministración Financiera y por la Constitución Nacio-
nal (art. 85), en los principios y organización del con-
trol público, exigen que el diseño estructural del or-
ganismo de control externo sea acorde con los objeti-
vos perseguidos. Esto significa generar un tipo de or-
ganización orientada al ejercicio del control y que
promueva en su personal el desarrollo de un perfil
profesional acorde a esa necesidad. 

Esto se materializó en un armado estructural
que supuso el control sobre el conjunto de organis-
mos y entidades del Sector Público Nacional No Fi-
nanciero y del Sector Financiero, los entes regulado-
res de servicios públicos, la auditoría del complejo
conjunto de programas financiados con préstamos
externos, a través del Banco Interamericano de Desa-
rrollo y del Banco Mundial, así como el seguimiento
del conjunto de la deuda pública y el análisis anual
de la Cuenta de Inversión. A esto se suma, la audito-
ría de los sistemas informáticos del estado y el con-
trol de la gestión ambiental de los organismos públi-
cos. Finalmente, se incluyen las áreas dedicadas al
apoyo legal y administrativo, y de control interno,

todas ellas propias de cualquier organización públi-
ca. 

Un entramado tan heterogéneo requiere per-
files de profesionales en auditoría que reúnan carac-
terísticas que no estaban muy desarrolladas hasta el
momento de la creación de la AGN. Es sabido que la
auditoría financiera es la materia que cuenta con ma-
yor desarrollo tanto conceptual como procedimental,
por lo que, las otras orientaciones de esta especiali-
dad requieren un proceso de formación en la acción
relativamente acelerado. 

Este diseño estructural se nutre con una ma-
sa diversa de recursos humanos. En primer lugar, ca-
be señalar que, de acuerdo con lo establecido por la
Ley 24156, la AGN se hace cargo del personal del ex
Tribunal de Cuentas de la Nación, a lo que se le agre-
ga la incorporación de agentes a lo largo de los años
posteriores. 

La Figura 4 permite observar las proporcio-
nes vigentes en 2003 de agentes provenientes del ex
TCN e ingresantes a la AGN. Como puede observar-
se, el personal originario del ex TNC mantiene un
peso relativo importante (cerca del 40 por ciento de
la planta permanente). 

Figura 4: Auditoría General de la Nación. Proporción de Personal de Planta Permanente, según origen. 2003.

HUGO TOMÁS CORMICK



Cabe aclarar, por otra parte, que las personas
que prestan servicios en la AGN lo hacen bajo distin-
tas modalidades contractuales. En primer lugar se
encuentran quienes son regidos por el Estatuto del
Personal de la AGN. Estos, aun teniendo diversas
formas de vinculación laboral (permanentes, no per-
manentes, transitorios, suplentes, de gabinete) en es-
te trabajo serán identificados genéricamente como
“permanentes”. En segundo término se encuentran

quienes se relacionan laboralmente con la AGN a tra-
vés de un contrato de locación de servicios (“contra-
tados”). Finalmente, existe un agrupamiento de estu-
diantes universitarios (“pasantes”) que, en algunos
aspectos, puede ser asimilado a los contratados, aun-
que vínculo se establece por medio de la ley de Pa-
santías Educativas, N° 25165. Una visión esquemáti-
ca de lo señalado se presenta en la Figura 5.

Como se observa, y pese a tra-
tarse de un organismo de baja partici-
pación relativa respecto del conjunto de
la APN, tanto en lo presupuestario co-
mo en la magnitud de sus recursos hu-
manos, la AGN cuenta con una gama
de relaciones laborales de cierta com-
plejidad. Esto se presenta la Tabla 9. 

En lo que se refiere a la asigna-
ción funcional, un conjunto de áreas de
la AGN se ocupa de manera específica
y directa de la generación de produc-
tos externos, o sea, de las funciones de
control en los rubros señalados más
arriba, otro tipo de áreas se orienta a la
generación de productos organizacio-
nales, relacionados con la planificación

de las actividades ex-
ternas (áreas staff),
mientras que un ter-
cer sector se ocupa de
la generación de pro-
ductos internos, a tra-
vés de las acciones de
administración (áreas
de apoyo). Analizan-
do la distribución de
personal con base en
su asignación según
tipo de área, puede
observarse con clari-
dad en qué medida, la
asignación de perso-
nal (sumando las di-
ferentes relaciones
contractuales vigen-
tes) privilegia las
áreas de control.
Figura 6.
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FUERA DE
NIVEL

REGIDOS POR EL ESTATUTO DEL PERSONAL DE LA AGN FUERA DEL ESTATUTO

AUDITORES
GENERALES

DE LA
NACION

PLANTA
PERMA-
NENTE

PLANTA NO
PERMA-
NENTE

PLANTA
TRANSI-
TORIA

PLANTA
SUPLENTE

PLANTA DE
GABINETE

CONTRA-
TOS DE
LOCA-

CION DE
SERVI
CIOS

REGIMEN
DE

PASANTIAS

La planta regulada por el Estatuto del Personal de la AGN comprende:

1. Planta permanente: cuentan con estabilidad propia.

2. planta no permanente: corresponde a un nicho reducido de agentes, fruto de un reciente
ordenamiento normativo que establece la inestabilidad en los niveles de conducci n
(salvando las situaciones preexistentes).

3. planta transitoria: corresponde a un conjunto, tambi n reducido, que es designado en forma
anual.

4. planta suplente: corresponde a agentes que ocupan circunstancialmente vacantes de
agentes que se encuentran con licencia sin goce de haberes.

5. planta de gabinete: corresponde a agentes designados directamente por cada auditor
general y que realizan tareas de asesor a y asistencia a aquellos. Su v nculo con la AGN
concluye autom ticamente al finalizar las funciones del Auditor General que los design  o
cuando ste lo decida.

Figura 5: Auditoría General de la Nación. Distribución del Personal por
tipo de Planta. 2003 (en porcentajes).

Tabla 9: Relacion laboral con la AGN.
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Tabla 10: Auditoría General de La Nación. Distribución del Personal por Nivel de Responsabilidad según Categoría. 2003.

Asimismo, se puede obser-
var en forma más específica, que el
grueso del personal contratado y
pasante se dedica a funciones de
control, mientras que las funciones
staff y de apoyo cuentan con mayor
proporción de agentes permanen-
tes. Figura 7.

En lo que hace a su distri-
bución escalafonaria, se puede se-
ñalar que el personal de la AGN es-
tá distribuido por niveles o catego-
rías, que se corresponden (no li-
nealmente) con niveles de respon-
sabilidad. Esto se presenta en la
Tabla 10. 

LA GESTIÓN DE RECURSOS

HUMANOS EN LA AGN. 
RESTRICCIONES

Una vez enunciado un ma-
pa global de los recursos humanos
en la AGN, cabe detenerse en lo
propuesto en la presentación, res-
pecto al efecto que ejercen determi-
nadas restricciones sobre el desa-
rrollo de una política de recursos
humanos. Para este caso particular
hemos considerado como relevan-
tes las restricciones técnica, presu-
puestaria y política. A los efectos

Figura 6: Auditoría General de la Nación. Distribución del Personal por tipo de
Area. 2003 (en porcentajes).

Figura 7: Auditoría General de la Nación. Distribución de la Planta por tipo de
Función.

PLANTA CATEGORIA32 NIVEL DE RESPONSABILIDAD PORCENTAJE

PERMANENTE 1, 2 Y 3 GERENCIAL / DEPARTAMENTAL 9,37%

PERMANENTE 4 Y 5 SUPERVISION 12,01%

PERMANENTE 6, 7, 8 EJECUCION 

CONTRATADO B, C, D (PROFESIONAL,  TECNICO) 53,69%

PERMANENTE 9, 10, 11, 12, 13 Y 14

CONTRATADO H, AI, II APOYO 24,93%

PASANTE P1, P2, P3

32 SLas categorías de la planta “permanente” están definidas por el Escalafón del Personal de la AGN (Resolución N° 50/93-
AGN), las categorías correspondientes a “contratados” son reguladas por la Resolución N° 40/95-AGN y sus modificatorias,
mientras que las categorías correspondientes a los pasantes están establecidas por la Disposición N° 23/98-AGN. 
En este cuadro se han homogeneizado las categorías de permanentes, contratados y pasantes con base en la función, lo que no
guarda necesariamente relación lineal con los ingresos.
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del presente trabajo, se han seleccionado datos com-
prendidos entre 1999 y 2003 en razón de que este pe-
riodo permite acceder a información sistemática pa-
ra el conjunto de recursos humanos. 

Si bien estas restricciones se incluyen dentro
de un número más amplio (normativas, contextua-
les, culturales, etc.), no todas tienen necesariamente
el mismo tipo de efecto sobre cada organización pú-
blica. La Tabla 11 muestra una síntesis de cómo iden-
tificar las restricciones mencionadas.  

RESTRICCIÓN TÉCNICA

Se entiende por restricción técnica aquella
que, por efectos de las responsabilidades que enfren-
ta una organización, obliga a reclutar sus recursos
humanos dentro de los perfiles específicos que facili-
ten el cumplimiento de los objetivos propuestos. Po-
drá observarse que, en ocasiones (más o menos fre-
cuentes) el cumplimiento de esta restricción no es el
esperado y, seguramente, la capacidad de la organi-
zación para cumplir sus objetivos quedará mengua-
da. Sin embargo, no es pensable la existencia de es-
cuelas sin maestros, hospitales sin médicos o enfer-
meros, bancos centrales sin contadores, economistas,
actuarios, con especialización en temas financieros.
En otras palabras, un alejamiento extremo de los re-
querimientos técnicos de una organización pública,
enfrenta límites que deberán ser vistos ante cada ca-
so específico. 

La restricción técnica puede ser medida por
la proporción de recursos humanos que responden a
los perfiles específicamente técnicos de la organiza-
ción.  

La Figura 8 muestra cómo el porcentaje de
profesionales universitarios de la AGN en 2003 es
significativamente mayor que los correspondientes a
otros niveles de estudios. Cabe aclarar que la infor-
mación de este gráfico incluye como población con
nivel “secundario” a la categoría de “pasantes” que,
en realidad, se vincula más al perfil de los profesio-
nales. 

La Figura 9 permitirá ver dichos porcentajes
desagregados y valorar el peso de los pasantes y con-
tratados en la planta en cada nivel. Aquí se observa
que porcentualmente, los universitarios son un nú-
mero muy significativo tanto entre contratados como
entre permanentes. Asimismo, el porcentaje de pa-
santes es relevante entre los de nivel educativo me-
dio. 

Si los datos anteriores son analizados a par-
tir de cada perfil de planta, puede observarse el peso
casi excluyente de los universitarios entre los contra-
tados. En el caso de los permanentes, puede verse
una distribución con mayor participación relativa de
otros niveles de estudio. 

Por otra parte, si se polariza la presentación,
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Restricción

Técnica

Presupuestaria

Política

Tabla 11

Definición

Corresponde a la identificación
de requerimientos de recursos
humanos a partir de los objeti-
vos y responsabilidades de la
organización.

Corresponde a la variación en la
asignación de recursos para
gastos en personal en cualquie-
ra de sus formas.

Corresponde a la asignación de
recursos humanos a partir de
decisiones discrecionales.

Medición

Perfiles u orientación técnico pro-
fesional.
Distribución por áreas.

Asignaciones presupuestarias
Cuotas trimestrales.
Incremento o reducción de par-
tidas.

Designaciones de personal.
Rotación.
Egresos.

Observaciones

La distribución por áreas
puede encubrir el ejercicio de
funciones administrativas en
áreas de control. 

La lectura de las ejecuciones
presupuestarias anuales
puede esconder los vaivenes
de la ejecución trimestral. 

Excluye las designaciones
realizadas a través de con-
cursos, ya que se las consid-
era de carácter “técnico”. 
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Figura 8: Auditoría General de

La Nación. Niveles de estudios.

Planta agregada. 2003.

Figura 9: Auditoría General de

La Nación. Niveles de estudio

según tipo de Planta. 2003.

HUGO TOMÁS CORMICK



se cuenta con los elementos que se expresan en la
Figura 10. 

De esta manera, se observa que el grueso de la
planta, independientemente de su pertenencia (per-
manentes o contratados) está conformado por univer-

sitarios, aunque se observa que ambos porcentajes son
diferentes según el origen. En el caso de los contrata-

dos, esta relación es de casi
un noventa por ciento de
universitarios, mientras
que en la planta perma-
nente esta relación es de
un 57 por ciento de profe-
sionales universitarios so-
bre no universitarios. 

Ahora bien, si se
analizan estas relaciones
en forma histórica, se po-
drán encontrar algunas
variaciones que se mostra-
rán en las Figuras 11, 12,
13 y 14. 

Si bien el número
relativo de profesionales
se mantiene en la planta
permanente, no ocurre así
con los contratados, ya
que se produce una leve
baja de este perfil en bene-
ficio de agentes con for-
mación primaria o secun-
daria. 

Asimismo, si se
analiza en forma desagre-
gada el tipo de planta, se
puede observar la impor-
tante caída que se produce
entre los pasantes. Ambos
elementos estarían indi-
cando una leve “desprofe-
sionalización” de la planta
de contratados y pasantes
entre 1999 y 2003. 

En resumen, pare-
ce quedar claro que existe
una restricción técnica que
ubica las necesidades de

personal profesional por encima de un determinado
rango, que está alrededor del 70% de la planta inte-
gral (permanentes y contratados). 
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Figura 10: Auditoría General de La Nación. Distribución de Universitarios y No Universi-
tarios según perfil de la Planta. 2003.

Figura 11: Auditoría General de La Nación. Agentes por Nivel de Instrucción. 
(1999 - 2003). No incluye pasantes.
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Si se analiza más específicamente la distribu-
ción de estos profesionales por perfil, se observa que
el peso más significativo corresponde a contadores,
seguido por abogados, a lo que se agrega un conjun-
to disperso de perfiles profesionales que, como se se-
ñalaba en páginas anteriores, se relaciona con los de-
safíos de la AGN, en particular en lo que atañe a la
auditoría de gestión.

Como puede observarse, esta distribución
profesional no sufre cambios significativos entre las
dos puntas del periodo bajo análisis (1999-2003). Si
bien se observa una cierta disminución de la partici-
pación de contadores, esta caída no parece significa-
tiva. Lo que sí resulta relevante es el bajo número de
profesionales formados específicamente con títulos
relacionados con “Sistemas”. Sin embargo, este dato
debe ser relativizado en la medida que se cuenta con

profesionales de otras áreas o
idóneos no identificables por
nuestras fuentes de información,
que reúnen competencias labora-
les relacionadas con esta temáti-
ca. Esta situación es típica de
profesiones “nuevas”, en la me-
dida en que el desarrollo infor-
mal de competencias es mayor
que su formalización técnico
académica. 

Si, como surge de la
Figura anterior, la distribución
de profesionales se relaciona con
el tipo de planta, se puede iden-

tificar cómo se su-
braya más fuerte-
mente la caída de
contadores entre los
contratados, caída
que es relativamen-
te compensada por
el incremento de
pasantes con ese
perfil. Asimismo,
cabe observar en es-
te mismo rubro, la
caída relativa de los
pasantes estudian-
tes de derecho. 
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Figura 12: Auditoría General de La Nacion. Distribución
de Profesionales y No Profesionales por tipo de Planta
(en porcentajes).

Figura 14: Auditoría General de La Nacion. Perfil Profesional según tipo de Planta. 1999-2003
(no incluye permanentes y contratados no profesionales).

Figura 13: Auditoría General de La Nación. Agentes según profesión. (Planta
agregada, incluye pasantes) 1999-2003.
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Se tratará de contrastar este valor con la in-
formación que se obtiene de otras organizaciones pa-
ra ver cuál es la dimensión límite de sus restricciones
técnicas.

En primer lugar, y al solo efecto de hacer re-
ferencia a un contexto más amplio, se informa sobre
el porcentaje de profesionales encuadrados en el SI-
NAPA. Tabla 12.

De la Tabla anterior surge que el personal
profesional encuadrado en el SINAPA supera leve-
mente el 25 por ciento. Esto indicaría que la restric-
ción técnica se encuentra en un nivel relativamente
bajo. Algunas conclusiones sobre este punto se seña-
larán al final del trabajo. 

En cambio, si se analiza el caso de la Admi-
nistración Federal de Ingresos Públicos, que puede

ser identificada como una
organización con un objeti-
vo técnico específico, con la
presencia de restricciones
técnicas equivalentes a las
de la AGN, que la obliga-
rían a sostener un determi-
nado perfil técnico, nos en-
contramos con datos intere-
santes para la comparación.
Tablas 13, 14, 15 y 16.

Es interesante mos-
trar también el cuadro si-
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Nivel de Estudios Total Mujeres Varones

Total 23.711 100.0 11.820 100.0 11.891 100.0

Sin estudios 418 1.8 113 2,3 305 2,6

Primario 6250 26,4 2451 19,4 3799 31,9

Ciclo Básico Secundario 1193 5,0 636 5,4 557 4,7

Secundario 8165 34,4 4732 40,0 3433 28,9

Terciario 1469 6,2 953 8,1 516 4,3

Universitario 5962 25,1 285 23,9 3137 26,4

Postgrado 253 1,1 110 0,9 143 1,2

Tabla 12: Población SINAPA por nivel de estudios y sexo (%).

Fuente: Boletín Estadístico del Personal del Sistema Nacional de la Profesión Administrativa
(SINAPA) Decreto Nº 993/91(t.o. 1.995). Informe de Situación al 31 de diciembre de 2002.
Registro del Personal del SINAPA Resolucion Ex - SFP Nº 113/94, Julio 2003.

Dependencia Cantidad Porcentaje

TOTAL AFIP 19.166 100%

AFIP Central 2.375 12,40%

DGI 12.287 64,10%

DGA 4.367 22,80%

DGRSS 137 0,70%

Tabla 13: Administración Federal de Ingresos Públicos.
Distribución de Personal según distintos criterios. 2004.

Título Cantidad Porcentaje

Universitario * 9.159 47,79%

Sin Título Universitario 10.007 52,21%

Tabla 15: Distribución de Personal Según  Nivel de Estu-
dios

Total Universitarios %

Agentes del Laudo de DGI
Planta Permanente 12805 6794 53
Planta Temporaria 1333 1021 77
Subdtotal DGI 14138 7815 55

Agentes Convenio DGA
Planta Permanente 4329 1009 23
Planta Temporaria 228 125 55
Subtotal DGA 4557 1134 25

Total 18.695 8949 48

Tabla 16

Dependencia Cantidad Porcentaje

TTotal Areas Operativas 15.418 100%

DGI Metropolitana 4.672 30,30%

DGA Metropolitana 1.345 8,72%

DGI Interior 7.174 46,53%

DGA Interior 2.151 13,95%

DGRSS 76 0,49%

Tabla 14: Distribución de Personal Según  Áreas Opera-
tivas.

* Incluye carreras de 4 años de duración o más, admin-
istradores tributarios y técnicos aduaneros.

La diferencia con la dotación total son PASANTES y CON-
TRATADOS.
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guiente que presenta la distribución por perfil profe-
sional. Es decir que, no basta contar con profesiona-
les sino que éstos deben estar vinculados de algún
modo al tipo de tecnología que aplica la organiza-
ción. Tabla 17. 

De la información anterior se puede verificar
que la AFIP reúne aproximadamente un 50 por cien-
to de profesionales. Asimismo, el grueso del perso-
nal profesional de la AFIP está constituido por conta-
dores y en menor medida por abogados. El perfil
profesional de sistemas alcanza a menos del cuatro
por ciento de los profesionales. El gráfico adjunto
tratará de mostrar esta información en comparación
con la de la AGN. Figura 15.

Como se observa, las relaciones porcentuales
guardan cierta similitud, con predominio en ambos
casos de contadores, seguido por abogados. La exis-
tencia de un mayor número de “otros” en la AGN
(rubro en el que podríamos incluir todas las restantes

opciones, excepto la de “Sistemas”, para hacer con-
sistente la comparación), y que se acerca al 20 por
ciento de los profesionales, se relaciona con la ya
mencionada diversificación de tareas propias de este
organismo de control. 

RESTRICCIÓN PRESUPUESTARIA

El concepto de restricción presupuestaria co-
rresponde a la forma cómo las variaciones presu-
puestarias intervienen en la capacidad de la organi-
zación para asignar adecuadamente los recursos (en
este caso humanos). En este sentido, debe conside-
rarse el ciclo presupuestario, desde la correspondien-
te planificación, la aprobación, que incluye la autori-
zación de un determinado crédito para la organiza-
ción, la ejecución, tomando en consideración la pe-
riodización trimestral a través de las cuotas que ha-
bilita la Secretaría de Hacienda, las eventuales modi-
ficaciones presupuestarias que se realicen a lo largo
del periodo y finalmente, el cierre del periodo, que
cristaliza con el informe de la cuenta de inversión.
Como podrá observarse, si bien este ciclo tiene un
fuerte contenido técnico, también responde a crite-
rios más discrecionales o políticos, que se manifies-
tan en la variación del crédito aprobado de año a
año, así como en las posibilidades de contar con am-
pliaciones y modificaciones o sufrir recortes presu-

puestarios a lo largo
del periodo. 

Sin embar-
go, un primer ele-
mento que debe
considerarse en la
revisión del ciclo
presupuestario es
que, salvo cambios
muy drásticos en
las prestaciones de
una organización, el
monto global de su
presupuesto no su-
fre cambios signifi-

cativos. Esto es lo que se trata de mostrar en el cua-
dro adjunto. En este sentido, la relevancia presu-
puestaria histórica que ha tenido la organización y
que le ha establecido un “piso” y un “techo” presu-
puestario, suele ser difícilmente horadable. Tabla 17.

69 asap

Organismo Cantidad Porcentaje

Total AFIP 9.159 100%

Contadores 5.773 63,03%

Abogados 1.776 19,39%

Sistemas 337 3,68%

Administradores Tributarios 480 5,24%

Otros 793 8,66%

Tabla 17: AFIP. Distribución por Perfil Profesional. 2004

Figura 15: AFIP - AGN. Perfiles Profesionales. 2003.
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Asimismo, el cuadro anterior permite ver el
escaso peso del presupuesto de la AGN dentro del
conjunto del presupuesto nacional. Esto no significa
una apreciación valorativa, sino que se remite a seña-
lar que las modificaciones que puedan realizarse en
este presupuesto específico no alteran la orientación
general del gasto estatal. 

Por otra parte, debe observarse que el inciso
1 (Personal) suele ser tradicionalmente el más rígido
de la estructura presupuestaria de las organizaciones
(y en muchas, el más significativo). Esta situación se
verifica claramente en la AGN, ya que el gasto en
Personal supera el 90 por ciento de los Gastos Co-
rrientes a lo largo del periodo. En consecuencia, la in-
troducción de una dimensión variable en dicho inci-
so (personal contratado) actúa como una forma de
sortear la restricción y se transforma en un elemento
flexible que se adaptará a las oscilaciones presupues-
tarias. Más adelante se verá cómo actúa esta variable
en los momentos de crisis y de expansión. 

Como es sabido, el conjunto del gasto en per-
sonal se registra en el Inciso 1 del Presupuesto. Den-
tro de éste, la Partida 1.2.7 corresponde a los gastos
en personal contratado. Un caso particular corres-
ponde a los gastos en pasantías, que están incluidos
en el Inciso 5 (Transferencias).

La restricción presupuestaria interviniente
en la gestión de recursos humanos puede medirse
por la magnitud presupuestaria asignada al inciso,
sus variaciones tanto temporales como de partidas,
muy particularmente la Partida 1.2.7 (que correspon-
de a los Gastos en Personal Contratado) y la utiliza-
ción de otras fuentes para completar los requeri-
mientos de financiamiento de recursos humanos. 

La información que se brindará tratará de
comparar el movimiento de la ejecución presupues-
taria de los gastos en personal permanente y de los

gastos en personal contratado y pasante. Se tratará
de verificar cómo actúan complementariamente, por
un lado un gasto estable y rígido (el correspondiente
al personal permanente) y por otro lado, un gasto va-
riable y flexible (el que corresponde al personal con-
tratado). 

Respecto del gasto en Personal Permanente
cabe señalar que se caracteriza por ser un gasto rela-
tivamente rígido tanto a la baja como al alza. Esto se
debe a dos razones coexistentes. La rigidez a la baja
está basada en el principio de estabilidad del empleo
público que supone, a su vez, la estabilidad del in-
greso (veremos cómo se manifiesta la alteración de
este principio). La rigidez al alza está dada por la
permanencia de una consistente política de restric-
ción del gasto en personal que se aplicó desde la dé-
cada de 1980 en toda la APN y de la que la política
de personal de la AGN ha sido tributaria. Así, el pre-
supuesto en personal de este organismo se ha man-
tenido estable durante el periodo.

Se afirma que el gasto en personal contrata-
do es complementario del anterior, porque en buena
medida presenta la contracara de lo señalado previa-
mente. Si el gasto en personal permanente es rígido
a la baja, éste es flexible y, ante las restricciones pre-
supuestarias, se transforma en la principal variable
de ajuste. Simétricamente, ante incrementos presu-
puestarios, el gasto en personal contratado es el que
puede ser adaptado más fácilmente. Asimismo, la
Partida 1.2.7 actúa como el camino adecuado para
sortear la mencionada restricción de gastos en perso-
nal, con costos más bajos, como se verá más adelan-
te. Al final del trabajo se harán comentarios sobre los
posibles efectos de mediano plazo de decisiones de
este tipo. 

La información que se ofrece a continuación
busca dar cuenta de lo señalado hasta aquí. En pri-
mer lugar, se brinda la información sobre gastos en
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Año 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

Devengado 22158,10 26289,80 24240,20 25453,04 26708,87 24796,74 25922,15 27497,65 25180,68

VAR Anual 18,65% -7,80% 5,00% 4,93% -7,16% 4,54% 6,08% -8,43%

Tabla 17: Auditoría General de La Nacion. Ejecuciones Presupuestarias 1994-2002. (en miles de pesos)

Fuente: Contaduría General de la Nación. Cuenta de Inversión. 
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personal a partir de los datos obtenidos de la Cuenta
de Inversión. Tabla 18.

Como se podrá observar, esta información
incluye a todo el Inciso 1, por lo que comprende a la
Planta Permanente y Contratados (Partida 1.2.7) pe-

ro no incluye a los estudiantes regidos por el régi-
men de pasantías (Inciso 5, Transferencias). 

Lo que puede verse es que los valores eje-
cutados durante el periodo tienden al alza en
porcentajes relativamente moderados. Entre
1999 y 2002 la variación es del 12 por ciento,
aunque también se registra una caída en los úl-
timos años, ya que entre 2001 y 2002 el gasto en

personal sufre una merma del cuatro por
ciento. 

La información que se brinda a continua-
ción, basada en el Anteproyecto de Presupuesto
presentado por la AGN permite analizar (aunque

más no sea en términos
teóricos) la proporción de
gastos previstos en perso-
nal permanente y contra-
tado durante el periodo.
Tabla 19.

Finalmente, se
analizará el gasto en per-
sonal ejecutado por la
AGN, y se comparará con
la información anterior.
Tablas 20 y 21.

Lo que más inte-
resa destacar de esta com-
paración es justamente
que, las variaciones más
pronunciadas, tanto sea
para la baja como para el
alza, se producen en la
partida 1.2.7 correspon-
diente a Personal Contra-
tado, lo que ratifica la ob-
servación señalada sobre
la mayor flexibilidad de
esta partida y la mayor ri-
gidez del gasto en perso-
nal permanente. 

Ahora bien, si se
analiza la variación men-
sual de los ingresos de la
planta permanente, se ve-
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1999 2000 2001 2002 2003

Inciso 1 24287247 27111459 24492907 24797515 25021265

Inciso 1 (sin 1.2.7) 19101000 23011459 19505907 21144430 21521265

Partida 1.2.7 5186247 4100000 4987000 3653085 3500000

Porcentaje de 
contratados sobre 
total de personal 21,35% 15,12% 20,36% 14,73% 13,99%

Porcentaje 
de gasto ejecutado 
sobre gasto 
presupuestado 85,98% 85,29% 99,97% 94,73%

Tabla 19: Auditoría General de La Nacion. Anteproyecto de Presupuesto. Gastos en
Personal. 1999-2003.

2001 2002 2003

Inciso 1 (sin 1.2.7) Planta Permanente 20357334 20044807 21475183

Partida 1.2.7. Contratados 4127571 3446701 4594778

Sub Total 24484905 23491508 26069961

Partida 5… Pasantes 518480,63 444217 538000

Total 25003385,6 23935725 26607961

Tabla 20: Auditoría General de La Nacion. Ejecucion Presupuestaria 2001-2003.

2001 2002 2003

Inciso 1 (sin 1.2.7) Planta Permanente 104,36% 94,80% 99,79%

Partida 1.2.7. Contratados 82,77% 94,35% 131,28%

Sub Total 99,97% 94,73% 104,19%

Tabla 21: Auditoría General de La Nación. Gastos en Personal Comparación Ejecución
Vs. Anteproyecto de Presupuesto. 2001-2003.

1999 2000 2001 2002

20881896,53 23124568,55 24484905,93 23491486,02

Tabla 18: Auditoria General de La Nacion. Gasto en Personal. 
1999-2002.

Fuente: Contaduría General de la Nación. Cuenta de Inversión.
Anexo 2.10 Composición del Gasto por Institución y Objeto.
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rá que ésta, si bien no es homogénea y sufre altera-
ciones, se mantiene dentro de un parámetro de rela-
tiva homogeneidad. Viendo la base de 100 que se ha
establecido para marzo de 2001, el pico máximo es
130 (febrero de 2003) mientras que el piso está leve-
mente por debajo de 90 (entre agosto y diciembre de
2001). En el periodo señalado se observa el efecto del
descuento del 13 por ciento decretado por el Poder
Ejecutivo y asumido por la AGN. Esta situación se
mantiene durante buena parte de 2002. Una vez re-
cuperado el nivel salarial, la masa salarial se mantie-
ne homogénea durante 2003. Los incrementos que se
observan en el mes de febrero de cada año corres-
ponden al pago de un proporcional por vacaciones
que se abona todos los años, por lo que el pico es
también sistemático. Figura 16.

Los datos que se analizarán a continuación
corresponden a la planta de contratados. 

La Figura 17 permite observar cómo la res-
tricción presupuestaria afecta fuertemente la capaci-
dad de contratación de la organización. Así, puede
verse la irregularidad de horas ejecutadas por con-
tratados y pasantes33. Esto permite ver de qué mane-
ra, varía la asignación física a lo largo del ciclo.  

Si bien se observa una caída en meses deter-
minados, (enero y julio de cada año) ésta no es tam-
poco regular, por lo que está señalando la existencia
de periodos específicos en los que las restricciones
presupuestarias obligaron a ajustar el gasto por la di-
mensión más flexible, en este caso, contrataciones de

personal y pasantías. Como es sabi-
do, esta posibilidad de ajustar el gas-
to a estas restricciones no es factible
con la planta permanente, lo que lle-
va a que el personal contratado se
encuentre en una situación de alta
inestabilidad e imprevisibilidad la-
boral, en particular en los periodos
de contención de gastos. 

Tomando algunas de las si-
tuaciones paradigmáticas puede ob-
servarse cómo en el periodo 1999 se
produce una caída de horas durante
el mes de julio, con una importante
recuperación en los meses siguien-
tes. El ciclo del 2000 es bastante simi-
lar, pero el 2001 muestra cómo un
proceso equivalente en el primer se-
mestre, llega al extremo de cero ho-
ras en agosto y no logra la recupera-
ción en los meses posteriores. El pe-
riodo 2002 muestra un incremento
global, y este crecimiento se fortalece
significativamente en 2003. Cabe in-
sistir entonces, en el hecho de que es-
tas variaciones tan drásticas están
determinadas por restricciones pre-
supuestarias. Dicho de otro modo,
ante la crisis, la variable de ajuste es
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Figura 16: Auditoría General de La Nación. Salarios Mensuales. 2001-2003
(marzo 2001=100).

Figura 17: Auditoría General de La Nación. Horas ejecutadas por Contrata-
dos y Pasantes. 1999 - 2003.

33 Las contrataciones (y designaciones de pasantes) se realizan por una cantidad de horas, valoradas de acuerdo con la catego-
ría correspondiente. El total de horas puede equivaler a un semestre o un año, según los casos y periodos. 
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justamente el personal que no cuenta con una rela-
ción laboral estable con la organización y que, por lo
tanto, puede ser desafectado de sus tareas sin que es-
to provoque conflictos inmediatos. 

En el mismo gráfico se puede observar de
qué manera se fue reduciendo la carga de horas asig-
nadas a pasantes y proporcionalmente se fue incre-
mentando la carga de horas de contratados. Lógica-
mente, la información mostrada fue homogeneizada
para facilitar su comparación.

Si la figura anterior mostró la información fí-
sica (horas ejecutadas), la siguiente compara, a través
de los montos pagados (a contratados y pasantes su-
mados) las variaciones financieras mensuales en ca-

da uno de los años, y cómo estas variaciones no son
sólo estacionales (caídas de enero y julio) sino que
también se observa irregularidad en los otros meses
de cada año. Figura 18.

Al analizar los montos abonados a contrata-
dos y pasantes y tomando como base 100 el mes de
enero de 1999, puede observarse un movimiento re-
lativamente consistente que arranca de valores bajos
en enero (periodo de reducida actividad en el orga-
nismo) y comienza a crecer hasta tener una nueva
caída en julio y volver a reactivarse en los meses su-
cesivos. Sin embargo, esta homogeneidad general
también permite ver cómo estos valores no son regu-
lares entre los distintos años, hasta el extremo de en-
contrarnos con un valor cero en agosto 2001. 

Esto indica que,
además de graduar el
uso de recursos variables
de acuerdo a las mayores
o menores necesidades
en cada año, ciertas res-
tricciones limitan (en ca-
sos a extremos absolutos)
la aplicación de recursos
para la contratación de
agentes requeridos para
la realización de las ta-
reas de la organización.
Figura 19

La Figura 19 per-
mite ver cómo, partiendo

de un valor equivalente a 100 para
1999, se observa la sucesiva reduc-
ción de montos erogados en carácter
de contrataciones y pasantías, con
un piso de 72% en 2001, que no logra
recuperarse sino hasta el fin del pe-
riodo alcanzando un valor de 103
por ciento. 

Ahora bien, si se comparan
los ingresos correspondientes a la
planta permanente y a contratados,
tomando el ingreso de cada planta
en marzo de 2001 como referencia
(igual a 100) se fortalece lo señalado
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Figura 18: Auditoría General de La Nación. Montos mensuales abonados a Contratados
y Pasantes. 1999-2003. enero 1999=100.

Figura 19: Pagos anuales a Contratados. 1999-2003. enero 1999=100.
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para cada situación particular. Mientras que los in-
gresos de la planta permanente se mantienen en una
relativa estabilidad (columnas), los ingresos corres-
pondientes a los contratados (líneas) sufren fuertes
variaciones, llegando, como ya se indicó a nivel cero
en algún mes determinado. Figura 20.

A continuación en la Tabla 22 tratará de mos-
trarse en qué medida estas fuertes oscilaciones son
influidas por las restricciones presupuestarias que
sufre el organismo. Para esto, se presentan ejemplos
de la variación de la cuota trimestral y del monto
asignado a contratados, en dos años específicos.  

Obsérvese que, aún con variaciones relativas
diferentes, se guarda un patrón similar en el movi-

miento del gasto. Cuando la cuota se restringe (en
ambos casos en el tercer trimestre) esto tiene un efec-
to directo sobre el monto de contrataciones y genera
una variación a la baja en éste. 

Por otra parte, el fuerte salto que se produce
en las contratacio-
nes en el segundo
trimestre respecto
del primero en am-
bos periodos, co-
rresponde a la redu-
cida cantidad de
contrataciones que
se realizan en el pri-
mero e, incluso, en
el segundo mes de
cada año. Esto se
observa con clari-
dad en los gráficos
presentados previa-
mente. 

La Tabla 23
siguiente muestra la
asimetría existente

entre el peso físico y el peso presupuestario de cada
tipo de personal (permanente y contratado). Como
se observa el personal contratado y pasante supera
holgadamente el cuarenta por ciento de los recursos
humanos, mientras que su peso presupuestario ron-
da entre el dieciséis y el diecinueve por ciento. 

Lo anterior muestra en forma contundente
uno de los elementos que se señalaban en la presen-
tación del trabajo respecto de la ventaja que genera el
establecimiento de relaciones laborales no perma-
nentes para el manejo financiero de una organiza-
ción. Esto no significa abrir juicios respecto de otros
efectos de tales decisiones, sobre lo que se volverá al
finalizar la presentación. 

Restricción política

Se han presentado hasta aquí restricciones
que obligan en diversos sentidos a la toma de deci-
siones de las autoridades de la organización. En un
caso, la restricción técnica obliga a designar agentes
que reúnan un determinado perfil profesional que
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Figura 20: Auditoría General de La Nación. Ingresos de Personal Permanente y Contratado.
2001-2003 (marzo 2001=100).

Año Trimestre Cuota Contratos

2002 2° a 1° 12,91% 138,86%

3° a 2° -13,33% -7,13%

4° a 3° 36,33% 24,01%

2003 2° a 1° 35,47% 97,38%

3° a 2° -18,51% -6,35%

4° a 3° 43,53% 36,73%

Tabla 22: Auditoría General de La Nación. Relación entre
variación de cuotas trimestrales y variación de gastos en
Contratados en años seleccionados.
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permita el cumplimiento de los objetivos organiza-
cionales. En el otro caso, las restricciones presupues-
tarias, se aplican sobre el aspecto variable de los re-
cursos humanos (contratados y pasantes) limitando
o facilitando su reclutamiento de acuerdo a una irre-
gular asignación de recursos financieros. 

Ambas restricciones son de algún modo
“objetivas” o externas en la medida en que los deci-
sores internos tienen un margen de autonomía aco-
tado para actuar sobre ellas. Sin embargo, cuando a
las anteriores situaciones se le agrega un determina-
do nivel de rotación (reteniendo los mismos perfiles
relativos de personal) se hace presente otra restric-
ción que supone la necesidad de modificar la planta
nominal en forma periódica. 

A partir de lo anterior se hablará de restric-
ción política. Por ésta se entenderá el conjunto de
decisiones que se tomarán desde el nivel de conduc-
ción de la organización y que, aquí se propone, in-
tentan garantizar mayor poder interno y capacidad
de negociación externa a este nivel de decisión, a
partir de asignar recursos humanos que sean funcio-
nales para facilitar el logro de estos objetivos. 

La restricción política puede medirse por los
procesos de ingreso/egreso de agentes (permanen-
tes y contratados) en la organización, en aquellos ca-
sos en que dicho proceso no se produzca por razones
técnicas. En el caso de la planta permanente, las ra-
zones técnicas de ingreso o egreso podrían ser la in-
corporación a la planta por concurso34 o el egreso por
jubilación. Para los contratados, la dimensión técnica

interviene en los casos en que se requiere un perfil
con el que hasta ese momento no se cuenta, o en el
aumento de la demanda (situación que se ha presen-
tado en ocasiones) o en casos de reemplazo por re-
nuncia espontánea de algún agente. Cuando el reem-
plazo ocurre por razones diferentes, se señalará que
está interviniendo la restricción política35. 

La Figura 20 muestra las variaciones en el
perfil profesional de los contratados tomando perio-
dos específicos. Puede verse una cierta continuidad
del porcentaje de la mayor parte de las profesiones.
Notablemente, es la profesión de “contador” es la
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Figura 20: Auditoría General de La Nación. Perfil de Contra-
tados en períodos seleccionados.

Tipo de Planta Porcentaje Porcentaje Porcentaje Porcentaje
Personal Presupuestario Presupuestario Presupuestario

2003 2001 2002 2003

Inciso 1 (sin 1.2.7) Planta Permanente 54,88% 81,42% 83,74% 80,71%

Partida 1.2.7. Contratados 35,36% 16,51% 14,40% 17,27%

Partida 5… Pasantes 9,76% 2,07% 1,86% 2,02%

Tabla 23: Auditoría General de La Nación. Participación porcentual del Personal y Peso Presupuestario Relativo. 2001-
2003.

34 La AGN cuenta con un régimen de concursos internos que contempla la participación de los contratados en igualdad de con-
diciones que los permanentes (Disposición N° 141/98-AGN y sus modificatorias). 
35 Cabe señalar que la AGN cuenta con un sistema de evaluación de desempeño para contratados y pasantes pero, salvo siem-
pre posibles excepciones, los egresos de personal contratado o pasante no se originan en los resultados de dichas evaluaciones.
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que sufre la mayor caída y “reemplazada” por “otras
profesiones” que da cuenta de otros perfiles no con-
templados originariamente (biólogos, físicos, etc.).
Esto último está relacionado con la versatilidad de
tareas realizadas por la AGN, y por la incorporación
de “no universitarios”, lo que indicaría una leve des-
profesionalización del perfil de los contratados. 

Al señalar esta información se está buscando
dejar claro que no hay un cambio rotundo en el per-
fil profesional que pudiera explicar la rotación del
personal con base en el cambio de las restricciones
técnicas. 

Por otra parte, la información que se mostra-
rá a continuación busca llamar la atención sobre la
relevancia de la restricción política en el caso del per-
sonal contratado.

La Figura 21 permite observar puntos de ma-
yor rotación de contratados. Esto se percibe particu-
larmente en el primer semestre de 2000 y entre el pri-
mer semestre de 2002 y el primer semestre de 2003.
En todos los casos es legítimo señalar la correlación
de estos cambios de contratados con procesos de ro-
tación o reacomodamiento político. En el primer ca-
so se corresponde con el ascenso del gobierno de la

Alianza, mientras que el se-
gundo proceso, más prolonga-
do en el tiempo, inicia con la
crisis de dicho gobierno e in-
cluye un cambio de presidente
dentro de la AGN. Esta ten-
dencia parece revertirse en el
segundo semestre de 2003,
volviendo a los valores del se-
gundo semestre de 1999. 

La Figura 22 permite
analizar desde otro punto de
vista la idea de rotación ya se-
ñalada. De esta manera, ya en
el segundo periodo (primer
semestre de 2000) surge un
importante número que se de-
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Figura 22: Auditoría General de la Nación. Planta de contratados, desagregada por antigüedad a partir de 1999.
Antigüedad medida en períodos. 1999-2003 (no incluye los meses de enero).

Figura 21: Auditoría General de la Nación. Evolución de la planta de contratados.
“Nuevos” y que trabajaron en el período inmediato anterior. 1999-2003 (no incluye
los meses de enero).



sempeña por primera vez (lo que ha dado lugar a
desplazamiento de otros contratados). En el último
periodo (segundo semestre 2003) se observa una con-
densación de lo acumulado a lo largo del ciclo, ya
que, si bien el número de correspondientes a “primer
periodo” se ha reducido, existe una gran dispersión
entre los que han prestado servicios entre dos y diez
periodos.  

El análisis de la cantidad de periodos traba-
jados presentado en la Figura 23 permite ver, desde
otra perspectiva, cómo el setenta por ciento de los
contratados llega sólo a los cinco años de antigüe-
dad, mientras que no más del treinta por ciento cuen-
ta con antigüedades entre seis y diez años. 

La contracara de lo señalado hasta aquí sur-
ge en la Figura 24. Aquí se ve la cantidad
de contratados y pasantes que han queda-
do fuera del organismo en los distintos pe-
riodos. Como es previsible, los picos de
pérdida del vínculo laboral se correspon-
den con los periodos marcados como de
mayor rotación en los gráficos vistos más
arriba. 

Hasta aquí se analizó la interven-
ción de la dimensión política sobre una
planta (contratados y pasantes) signada
por la flexibilidad y la rotación. El caso de
la planta permanente, que se verá a conti-

nuación presenta práctica-
mente una situación dife-
rente, ya que se caracteriza
por la previsibilidad y la
continuidad en la relación
laboral. Sin embargo, ésta
sufrió variaciones en su
perfil y principalmente en
su número, desde el inicio
de la AGN (1993). Las ob-
servaciones siguientes
muestran más específica-
mente la proporción de
agentes de planta perma-
nente que ingresaron al or-
ganismo durante el periodo
bajo estudio. Figura 25. 

Debe tomarse en
cuenta que, salvo excepciones, los ingresos
producidos a partir de 1999 no se produje-
ron por la apertura de nuevas vacantes, si-
no que, en general correspondieron a la co-
bertura de vacantes producidas por agen-
tes que dejaron el organismo. Es decir que
estaríamos ante otro ejemplo de rotación
como lo señalado para el caso del personal
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Figura 24: Auditoría General de la Nación. Contratados y pasantes que no mantienen
la relación laboral. Período 1999-2003 (no incluye los meses de enero).

Figura 23: Auditoría General de la Nación. Períodos trabajados por
contratados en 2003.

Figura 25: Auditoría General de la Nación. Planta permanente. Perso-
nal según momento de ingreso.



contratado. Ahora bien, si se analiza espe-
cíficamente el perfil profesional de este
personal nuevo, puede observarse que los
ingresos no significan necesariamente una
orientación hacia la profesionalización sino
que hay un importante componente no
profesional. Esto se presenta la Figura 26. 

Sin embargo, si se observa el ingre-
so de personal particularmente en planta
permanente específica (es decir que han
adquirido la estabilidad laboral) este gru-
po conforma un número más reducido, y
con una mayor proporcionalidad de profe-
sionales. Figura 27. 

Finalmente, uno de los aspectos
más complejos a considerar en todo este
desarrollo radica en definir nuevamente,
cuál es la magnitud de la planta de perso-
nal que requiere la AGN, en función de los
objetivos perseguidos y las responsabilida-
des que debe cumplir. De esta manera, se
vuelve al análisis de cuáles son los recursos
humanos (en cantidad y perfil) necesarios
para ejecutar las políticas planificadas por
la institución. Y, si bien está claro que exis-
te una diferencia marcada de relación labo-
ral entre lo que se identifica como la planta
permanente y la planta contratada y pa-
sante, es por otra parte cierto que esta últi-
ma, al constituir un porcentaje tan signifi-
cativo del total, se transforma en un recur-

so que, con todas las varia-
ciones y restricciones seña-
ladas, es crítico para el cum-
plimiento de las tareas a car-
go de la AGN. El gráfico si-
guiente muestra esta partici-
pación distribuida por
áreas, a fin de mostrar el pe-
so de este agrupamiento la-
boral en la ejecución de las
tareas de control.

Es visible en la
Figura 28 el peso significati-
vo de contratados y pasan-
tes en la mayor parte de las
áreas, en particular las que
ejecutan las funciones sus-
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Figura 28: AGN. Participación de contratados y pasantes (en %). oct. 2003.

Figura 26: Auditoría General de la Nación. Perfil profesional ingre-
santes a planta permanente 1999-2003.

Figura 27: Auditoría General de la Nación. Perfil profesional ingresan-
tes 1999-2003 (con estabilidad).
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tantivas de la organización. Como se ha señalado a lo
largo del capítulo, los perfiles de contratados y pa-
santes responden adecuadamente a las restricciones
técnicas, ya que la distribución profesional se adecua
a los perfiles  típicos del control pero, a su vez, están
signados por el peso de las restricciones presupues-
tarias que ponen límites a la capacidad de contrata-
ción de la organización, y a las restricciones políticas
que, como se ha visto, generan procesos de rotación
de personal que produce costos no identificados ade-
cuadamente para la gestión de la organización.

CONSIDERACIONES FINALES

En este trabajo se ha tratado de mostrar la in-
tervención de diversas dimensiones, entendidas co-
mo restricciones, en la configuración de la gestión de
los recursos humanos, en el caso particular de la Au-
ditoría General de la Nación. Como se ha señalado,
las dimensiones seleccionadas corresponden al nivel
técnico, al nivel presupuestario y al nivel político. 

Con la finalidad de contextualizar concep-
tualmente el tema, se ha tratado de mostrar la comple-
ja relación que existe entre la burocracia estatal y las
políticas de recursos humanos, con especial atención a
la situación particular de la AGN. Se ha tratado de
identificar de qué manera la articulación que se pro-
duce entre ambos niveles se corresponde con los desa-
rrollos históricos específicos de cada organización. 

Se ha señalado la relativa heterogeneidad
que gobierna la gestión de recursos humanos en la
APN, haciendo referencia a la diferencia existente
entre lo que podría entenderse como “heterogenei-
dad técnica” y “heterogeneidad política”. Mientras
la primera refiere a las especificidades técnicas de ca-
da organización, que se vinculan con los objetivos
perseguidos y la obliga a una determinada forma de
organización de sus recursos humanos, la heteroge-
neidad política da cuenta de los acuerdos o decisio-
nes establecidos por los distintos actores institucio-
nales que generan modalidades particulares de orga-
nización de los recursos humanos que no necesaria-
mente se corresponden con los objetivos técnicos de
la organización. La proliferación de escalafones se ha
mostrado como una referencia de lo mencionado
más arriba. 

Asimismo, se ha comentado que los diferen-
tes intentos por estandarizar u homogeneizar la ges-
tión de recursos humanos no han logrado cristalizar
como experiencias exitosas o generalizadas. En bue-
na medida, esto estaría señalando la mayor eficacia
relativa del proceso de desmantelamiento del estado
“intervencionista” en la década del noventa que los
sucesivos intentos de reconstrucción iniciados en la
segunda mitad de la década. También estaría dando
cuenta de las dificultades que enfrentan las estrate-
gias de homogeneización que, en ocasiones propo-
nen una visión uniformizada de la organización y
gestión de los recursos humanos, dejando de lado las
especificidades técnicas de las diferentes organiza-
ciones. No habría que dejar de lado un cierto nivel de
corporativización que se ha constituido en las orga-
nizaciones públicas y que restringe la realización de
transformaciones que pueden afectar intereses crea-
dos no necesariamente consistentes con la función
del sector público como  expresión del interés gene-
ral de la sociedad. 

Por otra parte, aún debiendo esperar la apli-
cación de análisis más sistemáticos, cabe señalar que
en el desarrollo de la política global de recursos hu-
manos en la ANP han tendido a predominar con más
consistencia las restricciones de carácter presupues-
tario. Esto merece algunas puntualizaciones. 

En primer lugar, tanto la creación del Cuer-
po de Administradores Gubernamentales como del
SINAPA implicaba un fortalecimiento de la restric-
ción técnica, en cuanto privilegiaba el concepto de
ajustar el modelo de reclutamiento y desarrollo de
los recursos humanos al cumplimiento de responsa-
bilidades relacionadas con el logro de los objetivos
de las organizaciones públicas. Sin embargo, como se
ha señalado, ambos proyectos han quedado relativi-
zados en su alcance. Algo similar ha ocurrido con las
estrategias de transformación, en particular con el
Plan de Modernización encarado en 2000. Aquí se ha
señalado que buena parte de las decisiones que limi-
taron estas iniciativas radicaban en la subordinación
genérica de la mayor parte de las políticas estatales a
las necesidades del ajuste fiscal. 

También podría señalarse que la restricción
política interviene en las acciones que han limitado
en distintas épocas el éxito de las estrategias innova-
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doras. Por ejemplo, la escasa propensión a fortalecer
el perfil profesional del SINAPA puede ser coinci-
dente con valores e intereses políticos relacionados
con el tipo de perfil laboral a favorecer  en la organi-
zación del empleo público. Siguiendo las ideas pro-
puestas por Klingner y Nalbandian podría identifi-
carse como relaciones de patrocinio que son sosteni-
das a través de estructuras escalafonarias de baja
profesionalidad. 

El resultado de estas observaciones no es
propugnar que el Estado genere una única política
de recursos humanos, que vulneraría el principio de
la heterogeneidad técnica. Lo que sí queda claro es
que el Estado Nacional no ha sustentado hasta el pre-
sente ejes consistentes que supongan una estrategia
de reclutamiento y desarrollo de personal relaciona-
da con sus objetivos de gestión36. En este sentido, el
discurso habitual nunca ha avanzado más allá de
afirmaciones genéricas sobre la profesionalización
que, como se ha señalado, no superan las pruebas de
la propia experiencia. 

En lo que hace a la AGN, se ha buscado mos-
trar la interacción de las restricciones técnica, presu-
puestaria y política en la gestión de los recursos hu-
manos en un periodo específico (1999 a 2003). Lo que
se ha señalado es cómo estas tres restricciones res-
ponden a lógicas diferentes e, incluso, contradicto-
rias, en línea con lo señalado respecto a los contradic-
torios intereses que articula la burocracia estatal. 

En lo referente a la dimensión presupuesta-
ria, puede observarse que en la AGN, a diferencia de
la APN en su conjunto, los gastos en personal son
mucho más relevantes, superando el 90 por ciento de
los gastos corrientes. Como se ha señalado en pági-
nas anteriores, es significativa la existencia de un im-
portante porcentaje de ese gasto con carácter varia-
ble, lo que permite a las autoridades ajustar la con-
tratación de recursos humanos a las variaciones de
recursos financieros que se sufren. Se trató de mos-
trar ejemplos de cómo el gasto variable se movió al
compás de la crisis de los últimos años. 

La incorporación de personal bajo modalida-

des de relación laboral que no son formalmente esta-
bles, revela un cambio de los valores en juego cuyas
ventajas y riesgos tratan de mostrarse en el cuadro
que se presenta a continuación. El personal al que se
hace referencia corresponde a dos tipos diferentes.
Por un lado, en lo que hace a la ejecución de las ta-
reas de auditoría, se cuenta con el personal contrata-
do y pasante respecto de cuya relevancia cuantitati-
va y cualitativa (en cuanto al valor de su aporte para
el logro de los objetivos de la AGN) ya se ha comen-
tado en abundancia. 

Cabe agregar, sin embargo que, por la propia
modalidad del proceso de contratación, se genera
una tecnología de gestión de recursos humanos para-
lela (legajos, pedidos de información, procedimien-
tos de liquidación de honorarios, etc.) que lleva a
plantear la clásica cuestión acerca de cómo las orga-
nizaciones generan cierta opacidad en su informa-
ción presupuestaria, de recursos humanos, etc., lo
que hace menos confiable la difusión pública de esta
información. 

En este aspecto, es útil subrayar el esfuerzo
que insume a una organización el proceso de adapta-
ción de nuevos agentes, especialmente para la reali-
zación de tareas técnicas que requieren cierta com-
plejidad como es el caso de los trabajos de auditoría.
Puede afirmarse que una persona requiere aproxi-
madamente de un periodo de 20 días hábiles para
adaptarse a su nuevo trabajo, si su orientación profe-
sional básica es correspondiente a la tarea a realizar.
De tratarse de un perfil técnico profesional diferente,
la demora esmayor. A esto debe agregarse el tiempo
insumido por los agentes incorporados bajo esa figu-
ra contractual en tratar de garantizar su continuidad
laboral. 

A lo anterior se agrega una reflexión sobre
las ventajas que incorpora a la gestión de las orga-
nizaciones el reclutamiento de agentes en condicio-
nes de relativa informalidad. En este sentido, las
ventajas que se identifican de este modo de recluta-
miento se refieren fundamentalmente a la capaci-
dad de seleccionar perfiles laborales de acuerdo a
los cambios que se presentan en las necesidades la-
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36 Tal vez esto se deba a que los objetivos de gestión del estado son poco explicitados. Ésta es una discusión muy presente en la
AGN con relación a la auditoría de gestión. 

HUGO TOMÁS CORMICK



borales de la organización y a adaptar dicha de-
manda a los recursos con que se cuenta. El primer
aspecto se vincula con la restricción técnica mien-
tras que el segundo se relaciona con la restricción
presupuestaria. 

Aquí debe considerarse un aspecto que ata-
ñe a toda la APN (e, incluso al conjunto del SPA). La
contratación de personal, al ser un mecanismo apto
para sortear restricciones originadas en las políticas
de contención del gasto (congelamiento de vacantes)
y al reducir los gastos en personal, se ha transforma-
do en una modalidad de relación laboral muy exten-
dida (que contraviene el principio general de la
eventualidad de la contratación). Las consecuencias
de no atender esta problemática son de dos órdenes:
a) posibilidad de judicialización del vínculo y even-
tual sanción al estado como “contratante en negro” y
b) incapacidad de aprovechar íntegramente los re-
cursos y capacidades de estos agentes debido a la de-
bilidad del vínculo que establecen con las institucio-
nes públicas. 

Por otro lado, existe una planta de personal
muy reducida pero que ocupa cargos clave dentro de
la organización ya que ejerce funciones de conduc-
ción gerencial. La existencia de este agrupamiento,
identificado  como “no permanente”, supone tam-
bién la incorporación de la dimensión flexible en la
gestión de los recursos humanos, con peso en el as-
pecto eminentemente político (en cuanto a la discre-
cionalidad de la decisión). 

Viendo la Tabla 24, puede señalarse que la
asignación de recursos humanos en puestos clave ba-
sadas en lo enunciado en la columna de la derecha
privilegia el concepto de confianza y compromiso
por encima del de independencia de criterio. Sin em-
bargo, esta gravitación de la confianza, que provee
seguridad a la autoridad en la toma de decisiones,
puede generar respuestas más acomodadas a las ne-
cesidades particulares de esta autoridad, con la con-
siguiente pérdida del perfil técnico de sus interven-
ciones. 

Sería erróneo suponer que los efectos de
aplicar mecanismos de esta naturaleza son unilate-
ralmente negativos. Además de la mencionada (y no
de menor importancia) flexibilidad presupuestaria,

nos encontramos con la capacidad con que cuenta el
decisor político de manejar una cuenta de recursos
renovables que puede ser aplicada como elemento
de negociación, particularmente con actores exter-
nos. Pese a no ignorar estas eventuales ventajas, que-
dan en pie los costos institucionales más generales
de estas prácticas. No cabe duda que el más relevan-
te se relaciona con la cuestión de la independencia
del auditor público. 

Para esta reflexión es pertinente incorporar
conceptos vinculados con la noción de “principal-
agente”. En la lógica que rige a las organizaciones
públicas el vínculo se da entre “principales” políti-
cos y “agentes” burócratas, en este caso, auditores.
En la medida en que esta relación quede circuns-
cripta a los actores “internos” es difícil superar las
tendencias a la discrecionalidad que se han señala-
do a lo largo del texto. Sin embargo, desde la visión
que se sostiene aquí, la incorporación de otros acto-
res, aunque más no sea en carácter de testigos de los
mecanismos de asignación de recursos humanos y
de la organización del trabajo de auditoría, permiti-
ría una mayor independencia técnica, reduciendo
también los riesgos del enclaustramiento burocráti-
co de los “agentes”. 

La Tabla 25 trata de mostrar la situación ac-
tual y las opciones posibles. 

81 asap

Perfil técnico burocrático Perfil de confianza

Estabilidad Inestabilidad

Independencia Confianza política

Neutralidad Compromiso

Riesgo de visión burocrática Riesgo de visión 
acomodada a la 
autoridad

Riesgo de visión corporativa Riesgo de poco 
compromiso institucional

Desconocimiento de las Desconocimiento de las 
innovaciones del mercado reglas de funcionamiento 

de la organización 
específica e incluso del 
sector público en 
su conjunto

Tabla 24: Valores en juego para la conformación de la
Planta de una Organización Pública.

HUGO TOMÁS CORMICK



82asap

Ac
to

re
s A

ct
ua

les
Nu

ev
as

 A
cc

io
ne

s y
 A

ct
or

es

Pr
in

cip
al

Su
bp

rin
cip

al
Ag

en
te

Ri
es

go
s

Ac
cio

ne
s

Ac
to

re
s E

xt
er

no
s

Pe
rs

pe
ct

iva
s

Pl
an

ta
 N

o
Pe

rm
an

en
te

He
te

ro
no

m
a

M
ay

or
 p

ro
fe

sio
na

liz
ac

in

Co
nt

ra
ta

do
s y

Pa
sa

nt
es

Ad
ap

ta
bil

ida
d

a 
pr

es
ion

es
M

ay
or

 in
de

pe
nd

en
cia

CO
NG

RE
SO

 D
E

LA
 N

AC
IO

N
(C

om
isi

n
Pa

rla
m

en
ta

ria
M

ixt
a 

Re
vis

or
a 

de
Cu

en
ta

s)

AU
DI

TO
RE

S
GE

NE
RA

LE
S

Pl
an

ta
Pe

rm
an

en
te

Ai
sla

m
ien

to
co

rp
or

at
ivo

De
fin

ici
n 

de
ob

jet
ivo

s
es

tra
tg

ico
s

ins
titu

cio
na

les
Pu

bli
cid

ad
M

ay
or

 fo
rm

ac
in

pr
of

es
ion

al
(p

os
tg

ra
do

s)
M

ay
or

ca
pa

cit
ac

in
tc

nic
a

(c
on

oc
im

ien
to

 d
e

las
 te

cn
olo

g
as

 d
e

au
dit

or
a 

vig
en

te
s

en
 e

l m
er

ca
do

)
M

s d
ilo

go
 co

n
ac

to
re

s
(p

ro
fe

sio
na

les
,

so
cia

les
,

ins
titu

cio
na

les
)

Ot
ra

s i
ns

titu
cio

ne
s d

e
co

nt
ro

l (
EF

Ss
,

OL
AC

EF
S,

 e
tc.

) T
C,

au
dit

or
as

 lo
ca

les
.

Co
rp

or
ac

ion
es

pr
of

es
ion

ale
s

In
sti

tu
cio

ne
s

un
ive

rs
ita

ria
s

Ac
to

re
s d

e 
la 

so
cie

da
d

civ
il

M
ay

or
 te

cn
ific

ac
in

,
ac

tu
ali

za
ci

n,
 a

da
pt

ac
in

a 
inn

ov
ac

ion
es

 d
el

m
er

ca
do

.

Sa
ld

o 
In

st
itu

cio
na

l

P
rd

ida
 d

e 
leg

itim
ida

d 
e 

ind
ep

en
de

nc
ia

M
ay

or
 co

nf
iab

ilia
da

d 
e 

ind
ep

en
de

nc
ia

T
ab

la
 2

5
HUGO TOMÁS CORMICK



A este respecto, un trabajo de OLACEFS37 se-
ñala la independencia como una de las condiciones
centrales de una entidad fiscalizadora: “Alcanzar la
independencia es muestra de una sociedad desarro-
llada que busca dar señales de la existencia de un sis-
tema democrático transparente y confiable, al contar
con entidades que no condicionan su trabajo a pre-
siones o influencias externas, ajenas a la función téc-
nica que les cumple desempeñar.” Esta condición
acompaña a la de “institucionalización” y ambas se
fortalecen con un adecuado “empoderamiento” del
personal, a través de tres características centrales: li-
derazgo, idoneidad y ética. Este trípode se sostiene
en lo que el mismo disertante define como “capacita-
ción productiva”, que es la que brinda valor agrega-
do al ejercicio de las funciones del personal y contri-
buye a subsanar las necesidades de la entidad. 

Finalmente, en una publicación de OLA-
CEFS38 previa a la XIV Asamblea realizada en Buenos
Aires, el apartado dedicado a la AGN hace una muy
interesante referencia al perfil deseado de los recur-
sos humanos al señalar que 

“La naturaleza sistémica del control
obliga a que la capacitación sea integral. Es ne-
cesaria una formación científica en habilidades
y en valores. La capacitación produce profesio-
nalismo y el profesionalismo produce indepen-
dencia. Para ello debe haber un presupuesto
adecuado.

En síntesis, la mejora permanente del
control es una necesidad y una condición para
el bienestar institucional en nuestro país.

Para estar a la altura de las circunstan-
cias, quienes tienen responsabilidad en materia
de control deben cumplir con una triple condi-
ción: ser sensatos, lúcidos y valientes.

• Deben ser sensatos para reconocer que
existen situaciones que deben cambiar, pa-
ra no caer en la obsolescencia frente a una
realidad cada vez más compleja.

• Deben ser lúcidos para identificar aquellas
cuestiones puntuales que deben modifi-
carse sin falta y sin demora en orden a me-
jorar la gestión del control público.

• y deben ser lo suficientemente valientes

como para impulsar los cambios necesa-
rios aún a costa de sus propios intereses.

• Sólo así se podrá implementar una políti-
ca de reforma y modernización que con-
duzca al mejoramiento sustantivo del con-
trol público en la Argentina.”
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INTRODUCCIÓN

Como sabemos, las instituciones son las re-
glas del juego o normas formales e informales, que
determinan la conducta de los agentes económicos y
sociales dentro de una sociedad2. Dentro de ellas, las
instituciones públicas deben hacer cumplir tales re-
glas, como la obligatoriedad de los contratos, y pro-
curar que de su acción surja una reducción en los
costos de transacción de las economías3. Por otra par-
te, se ha apuntado que “el papel y las responsabilida-
des del Estado en un nuevo mundo de competitivi-
dad no son ni más grandes ni más pequeñas. Simple-
mente son diferentes…”4. 

Tan incitantes conceptos nos ponen empero
ante tres evidencias implícitas. La primera es que
“las instituciones importan”. La segunda es que el
ámbito de lo público -más allá de los debates sobre
su estructura, eficiencia y extensión- existe como rea-
lidad innegable. La última es que nos encontramos
ante la presencia inequívoca de un entorno interna-
cional competitivo. 

Ello, a su vez, nos coloca ante la necesidad
de referirnos a tres aspectos sustantivos autónoma-
mente pero que a la vez están profundamente inte-
rrelacionados desde siempre, las instituciones, los
gobiernos y las economías5. Lo haremos pensando en
buena medida en la calidad de los dos primeros, tan-
to como marcos como instrumentos,  y en la capaci-
dad o aptitud competitiva global de las segundas. 

De un modo u otro, estaremos asumiendo
que las capacidades nacionales son sustanciales en

entornos competitivos. A su vez que las capacidades
nacionales no pueden ser independientes de las ins-
tituciones en general y de las capacidades estatales,
en particular. En la misma línea, que la gobernancia6,
como atributo, no puede resultar un ausente en esa
ecuación cuyo resultado es tal virtud competitiva.

Si comenzamos por este último aspecto, se-
ñalemos que hace tiempo que en el nivel conceptual
y académico se acepta como valor que el desempeño
de los países es el resultado de una serie de factores
que involucran una amplia diversidad de variables.
Su posición en el mundo, en suma, resulta una con-
secuencia de tal interacción. Un espacio particular,
como idea abarcativa, ha sido ocupado por la men-
cionada noción de “competitividad”. En tal sentido,
desde que la competitividad hizo su aparición como
concepto, su importancia no se ha limitado exclusi-
vamente al ámbito teórico sino que se ha incorpora-
do como tema relevante en el terreno empírico y en
la agenda del debate cotidiano y la práctica de las po-
líticas públicas.

En el contexto de la economía internacional
crecientemente globalizada, el poder convocante que
la idea de competitividad encierra como noción y co-
mo objetivo de la política económica ha trascendido
también el terreno de los actores políticos y sociales
o aun el de los círculos intelectuales para ganar el in-
terés general. Lo propio para casos como el de Ar-
gentina, más aun a partir de su reciente crisis.

A veces, la cuestión aparece acotada en su
enfoque. Suele privilegiarse una  visión esencialmen-
te ligada a uno de los aspectos más visibles de la
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competitividad, a saber el resultado del balance exte-
rior de cuenta corriente como medida esencial de de-
sempeño o de éxito comercial de la nación.

Ante estos datos, los interrogantes en torno a
cuán competitiva es una nación en un momento da-
do aparecen de inmediato. El punto nos traslada in-
mediatamente  al replanteo de la discusión del con-
cepto mismo de “competitividad”, por un lado, y a
las formas a través de las cuales es factible denotarla
de una manera eficaz, por el otro. Aludimos esencial-
mente a lo que hemos de entender por competitivi-
dad, y los componentes o factores que la motivan.

En lo que sigue procuraremos discutir las
distintas dimensiones del concepto “competitivi-
dad”, por una parte, y sobre algunos conceptos fron-
terizos que la entrelazan con el señalado papel de las
instituciones y de los gobiernos, de donde arribare-
mos a una frontera ampliada para la especulación en
torno a aquélla y al papel y calidades de los dos últi-
mos.

LA “COMPETITIVIDAD”: 
A LA BÚSQUEDA DE LA IDEA.

Quizás de un modo un tanto pretencioso, se
ha sostenido que el concepto de “competitividad” se
ha originado en las ciencias de la empresa y desde
allí se ha introducido en el de la economía con parti-
cular contundencia, aparentemente para quedarse7.
Es probable que el énfasis reciente, alimentado desde
la órbita de la economía de gestión y hasta desde la
administración de negocios habiliten esa hipótesis.
Asumirla plenamente, sin embargo, puede desmere-
cer como en tantos otros campos, el origen de la mis-
ma en el ámbito de la ciencia económica. Esta apari-
ción, al tiempo de generar la ocupación de un espa-
cio al lado de ideas tradicionales en el comercio inter-
nacional, como la de las ventajas comparativas, lo
comparte también con la igualmente central de “cre-
cimiento” o “desarrollo” al punto de utilizarse a ve-
ces de manera intercambiable, cuando en rigor las
“ventajas competitivas” denotan un espacio concep-
tual específico y no necesariamente contradictorio
con las anteriores.

Obligados a elegir, es factible que no vacila-
ríamos en señalar que para el economista, la noción

central, en particular a los fines de la política econó-
mica es la de crecimiento. Se hace economía y políti-
ca económica para producir el crecimiento del siste-
ma en tanto ensanchamiento del horizonte de bie-
nestar humano. Se procura discutir los caminos para
“agrandar el tamaño del pastel” a disposición de los
individuos, y, de ser factible, procurar un acceso más
equilibrado de los mismos a su disfrute.

En el marco indicado, la discusión se traslada
al análisis de los factores que pueden motorizar tal
crecimiento, y los modelos que explican el mismo han
pivoteado sobre su papel en la maximización del pro-
ducto social. De manera sintética, los economistas
concluirán que el crecimiento se traducirá en un des-
plazamiento de la curva de posibilidades de produc-
ción. Para su consecución, evidentemente, estaremos
ante un problema de cantidad de factores, de eficien-
cia de los factores y de formas de articulación o aco-
plamiento de tales factores, donde tanto las estructu-
ras productivas como las tecnologías empleadas serán
fundamentales para el logro de un mayor crecimiento.

En particular, serán los cambios y avances en
el terreno de la teoría del crecimiento, los que abrirán
las puertas para atribuír significación a la idea de
competitividad. Con posterioridad al denominado
modelo neoclásico, aquélla teoría ha evolucionado
para ensanchar los límites de la primera, resultado
de la cual son los denominados modelos de “creci-
miento endógeno”.

Dentro del citado esquema neoclásico, cor-
porizado en aportaciones como la de Solow, juegan
un papel determinante tres factores claves: el trabajo,
el capital y el progreso técnico. Los estudios realiza-
dos por el mismo Solow para la economía estadouni-
dense, continuados luego por Denison, arrojan como
consecuencia que separada la influencia de capital y
trabajo en la generación de producto a largo plazo,
quedaba un ancho espacio no explicado, comúnmen-
te denominado desde entonces “residuo de Solow”,
atribuído usualmente al “progreso técnico” como va-
riable unificadora. Más allá de su importancia, es ob-
vio que tal circunstancia indicaba que no sólo hay
“otros” factores explicativos del crecimiento, por un
lado, sino que su reducción a capital y trabajo impli-
caban quizás una simplificación.

La superación del modelo neoclásico por las
teorías del crecimiento endógeno, consistió esencial-
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mente en ensanchar el tipo de factores considerados
como motorizadores del crecimiento. En tal sentido
se enfatiza la importancia de los factores “creados”
que se agregan a los dados o existentes para generar
crecimiento, en especial el capital humano, el conoci-
miento o capital tecnológico (I+D) y las infraestruc-
turas. También se van a jerarquizar otros factores del
crecimiento, como la estabilidad macroeconómica,
las instituciones, los costos de transacción y la ausen-
cia de restricciones a la libre concertación de contra-
tos y circulación de bienes y servicios. Como lo seña-
lan Parejo Gámir y Jesús Gutiérrez, en el crecimiento
endógeno se amplía el concepto neoclásico de capi-
tal, que no incluye ya solamente al capital físico,
agregando el humano y tecnológico. Además, el pro-
greso tecnológico es acumulable y el capital humano
es un factor reproducible, tanto como la inversión en
infraestructura8. 

Ello explicita que desde varios frentes se va a
enriquecer el análisis jerarquizando y adicionando
otros factores de crecimiento para llenar “el gran re-
siduo”. Ese será el papel a jugar por los mencionados
aspectos de estabilidad, instituciones, y costos de
transacción, entre otros. A ello cabría agregar, en es-
quemas de organización económica amenazados
por tendencias hacia la monopolización o la oligopo-
lización, la pertinencia de las regulaciones, de donde
cabe enfatizar el marco de referencia que otorga el
sistema para encuadrar las acciones de los actores
que operan tales factores. 

A su vez, los especialistas de la teoría del de-
sarrollo insistirían antes y continuarían haciéndolo
posteriormente, en adicionar a las cantidades o
“stocks” del paradigma neoclásico, las culturas, los
valores, las instituciones y las estructuras económi-
cas, políticas y sociales, incluídas las denominadas
estructuras de encuadramiento, en el análisis. Bien
entendidos, todos ellos son “factores” si el objetivo y
fin es el crecimiento9. 

La jerarquización de los factores endógenos
en el proceso de crecimiento, entendido como uno de

aumento permanente de la productividad, habilitó el
papel de las actuaciones de política económica en la
potenciación de factores dados o en la creación de
otros previamente inexistentes  o insuficientes, así
como en la remoción de situaciones de mercado limi-
tadores del crecimiento (fallo del mercado). 

Bajo esa misma óptica, emerge la posibilidad
de “manipular”, readecuar  o adaptar las estructuras
productivas de manera de lograr la maximización
del valor añadido global desplazando factores desde
sectores de baja productividad hacia sectores de alta
perfomance de manera de optimizar el resultado
conjunto, aumentando por esa vía el bienestar econó-
mico10.

Es en este contexto donde puede imbricarse
el concepto de “competitividad”, en tanto tal proce-
so de crecimiento pueda concretarse de forma com-
petitiva o bajo pautas competitivas. A partir del in-
flujo evidente de Porter y continuadores Argandoña
sugiere que podrá entenderse a la competitividad co-
mo la capacidad que tiene una economía de producir
y distribuír recursos, bienes y servicios en el merca-
do libre, nacional o exterior, ofreciendo a los factores
nacionales empleos e ingresos en condiciones favora-
bles, con capacidad de continuar en el futuro11. En su-
ma, no se soslaya el concepto superador de creci-
miento, pero se enfatiza en un atributo, cualidad o
condición necesaria para alcanzarlo, concretarlo o
maximizarlo que ha de poseer la economía para lo-
grar, acceder o potenciar el mismo.

Es conocida y damos por sentada la aparen-
te dicotomía entre la dimensión empresaria y la di-
mensión nacional de la competitividad. Quizás tam-
bién en este aspecto la influencia porteriana haya ju-
gado su papel al insistir en la importancia de secto-
res y segmentos sectoriales en la gestación de venta-
jas competitivas. Sin embargo, el mismo Porter ha in-
sistido en el papel de la nación y del “entorno” nacio-
nal como ejes sustentadores de la competitividad. En
ese marco se ha sugerido una identificación básica
entre competitividad y aumentos en la productivi-
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dad como indicador nodal para su existencia, ele-
mento éste que tal como lo consignáramos es tam-
bién indiscutible (y originario) como denotador de
crecimiento.

La competitividad puede ser entendida en
un sentido amplio o en un sentido restringido. En es-
ta última óptica ubicamos lo que cabría identificar
como competitividad “comercial” ligada a la idea
dominante de “cuota de mercado”, que en rigor está
en la base originaria de la noción. En esa dirección se
orientan definiciones como las suministradas por
Pampillón Olmedo e Izquierdo Llanes: “La competi-
tividad es un concepto que se define como la capaci-
dad para ganar participación en los mercados inte-
riores y exteriores de forma sostenida en el tiempo y
de tal forma que lleve a un aumento de la renta real
de su población”. Su pertinencia como vocación de
“prosperidad a través del comercio” es evidente. 

A su vez, su pertenencia eventualmente con-
tradictoria al mundo del sector o empresa vis a vis el
país o la nación también aflora. Si el aumento de par-
ticipación es en el mercado interior, el actor tendrá
que ser una empresa, un sector, una localidad o un
distrito. Si el escenario es el mercado exterior el pro-
tagonista será la nación, independientemente que el
origen del proceso se encuentre en empresas, secto-
res o una región determinada del país en cuestión. 

Finalmente, aún bajo este enfoque específico
o restrictivo, se acepta su conexión inevitable con el
proceso de crecimiento: “En el largo plazo, la compe-
titividad suele implicar un crecimiento estable y sos-
tenido, ya sea como consecuencia de una mejora en
la productividad de sus factores o de un aumento en
la dotación o utilización de los mismos”12.

Sin embargo, lo que denominamos competi-
tividad “económica” es un concepto más vasto que
la mera visión comercial. Sin negar la innegable im-
portancia de tal componente incorpora el conjunto
de aspectos que hacen a la capacidad económica na-
cional,  operativa en términos de un conjunto econó-
mico determinado y su contexto.

Bajo este último enfoque, si el crecimiento es
su resultado, la competitividad es aquel atributo, ap-
titud o capacidad de una economía de aumentar el
nivel de riqueza nacional en un contexto de econo-

mía abierta, produciendo bienes y servicios para el
mercado interior y exterior en condiciones de eficien-
cia compatibles con la vigente en sectores determina-
dos a escala internacional.

La competitividad es algo más (quizás mu-
cho más) que la mera disponibilidad de una cierta
dotación de factores de producción. También involu-
cra las formas en que los mismos se combinan y es-
labonan para generar productos y servicios y la exis-
tencia de “entornos” y “ambientes” aptos para la
operación de la lógica económica, la aplicación de
nuevas tecnologías y el desarrollo continuo del cam-
bio y la innovación, que finalmente generan avances
progresivos en el sendero del crecimiento.

Como puede leerse en el muy difundido
World Competitiviness Report, la competitividad es
también distinta o puede no correr en paralelo a las
categorías de “rico” o “pobre”. Puede haber naciones
ricas pero escasamente competitivas y naciones de
menos desarrollo fuertemente competitivas. En tér-
minos del WCR “aunque algunas economías en de-
sarrollo no han tenido la larga acumulación de capi-
tal e infraestructura que ha estado ocurriendo por
décadas en países como los europeos, ellos pueden
generar más riqueza por año que muchas economías
industrializadas “establecidas”13. 

En ese escenario que presupone una crecien-
te interacción entre naciones, en tiempos de globali-
zación y mundialización,  serán importantes no sólo
los factores o activos existentes o “heredados”, sino
también los factores “creados” y los “procesos” que
ponen en funcionamiento y otorgan efectividad a
esos activos. Es típica la comparación entre Japón
con escasos recursos naturales y un éxito a largo pla-
zo sostenido en el conocimiento y el capital tecnoló-
gico y el de Argentina, con vastos recursos naturales
y una menor componente de factores tecnológicos,
con un comportamiento claramente insatisfactorio
en la segunda mitad de este siglo.

Tal interconexión o articulación eficiente en-
tre dichos activos y procesos es una faceta crucial de
la competitividad. Como queda ejemplificado, den-
tro de estos últimos, la tecnología y las diversas for-
mas de armonización, conjunción o combinación de
los primeros están en el corazón del logro de aquélla
“aptitud competitiva”.
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Nada mejor, empero, para advertir la vi-
gencia de esta suerte de panoplia de visiones múl-
tiples en torno al significado exacto de la competi-
tividad , que pasar revista a cuatro definiciones
provenientes de instituciones importantes a escala
internacional: el WCR, la OCDE, la Comisión Euro-
pea y el IMD.

En el primer caso “la competitividad mun-
dial es la capacidad de un país o de una compañía de
proporcionalmente, generar más riqueza que sus
competidores en los mercados mundiales”. La cerca-
nía de este enfoque, sin que resulte equivalente, con
la visión que pivotea sobre la “cuota de mercado”, es
evidente14.

Para la OCDE “competitividad es el grado
en el cual un país puede, bajo condiciones de merca-
do libre y limpio, producir bienes y servicios que so-
porten el test de los mercados internacionales, man-
teniendo y expandiendo simultáneamente los ingre-
sos reales de su gente en el largo plazo”. Como se ob-
serva, se mantiene aquí el interés en la capacidad de
colocar bienes y servicios en el mercado mundial, pe-
ro en el contexto de un compromiso con la evolución
de una economía nacional que crece y aumenta el
bienestar de los ciudadanos. 

La Comisión Europea, a su turno, se inclina
claramente por la visión amplia o “económica” al
aludir a una noción común o comprensiva de compe-
titividad señalando que “un país es internacional-
mente competitivo si al mismo tiempo y concurren-
temente: i) su productividad se incrementa a una ta-
sa que es similar o mayor que aquélla de sus socios
comerciales con un nivel comparable de desarrollo;
ii) mantiene equilibrio externo en el contexto de una
economía abierta de libre mercado; e iii) concreta un
alto nivel de empleo”. Como en el caso anterior y
quizás más claramente, reaparece aquí la competiti-
vidad como concepto de dimensiones múltiples, pe-
ro tipificado además por exigencias “cualitativas”,
una de las más evidentes la vinculada al empleo15.

Finalmente, para el IMD “la competitividad
es la capacidad de un país de crear valor agregado e
incrementar así la riqueza nacional mediante el ma-
nejo de activos y procesos, atractivo y agresividad,
globalidad y proximidad y mediante la integración

de estas relaciones en un modelo económico y so-
cial”. El carácter multifacético del concepto y la nece-
sidad de escrutarlo a través de una pluralidad de da-
tos, aparece ratificada, con tres matizaciones impor-
tantes: a) sin ignorarlo, no aparece como excluyente
el requisito “comercial”,  b) como en el caso de la CE
la unidad de referencia es el país y c) se menciona la
no separación de la idea de un cierto concepto de
modelo económico-social, lo que nos proyecta a un
ámbito donde el planteo de discusión parte del inte-
rrogante en torno a la existencia o no de un values-
free concept16.

La alusión a un modelo económico social
empero, es crucial en términos históricos. Siguiendo
en este punto a S. Garelli cabe señalar que en el con-
texto consignado, las naciones no compiten solamen-
te con productos y servicios, sino también con educa-
ción y sistemas de valores. Resulta impactante notar
que el sistema de valores vigente en el Este de Asia
actual, el cual está basado predominantemente en los
principios “confucianos” de trabajo intenso, lealtad,
disciplina, ahorro y educación, refleja estrechamente
la ética protestante del trabajo que en la concepción
weberiana dominara a Europa y a los Estados Uni-
dos en el siglo XIX y se ubicara en las raíces de  la
gran Revolución Industrial. 

Estos sistemas de valores están evolucionan-
do y lo hacen a través de un proceso en el que se pue-
den separar cuatro etapas: trabajo duro, riqueza, par-
ticipación social y auto-realización. Si este esquema
es aceptable cabría extenderse aún más y postular
que Corea y China pueden ubicarse en el primer tra-
mo, Singapur en el segundo, Japón en el tercero y Eu-
ropa y Estados Unidos en el cuarto. 

Dentro de dicha perspectiva, pueden distin-
guirse tres modelos o esquemas de valores vistos
desde un enfoque behaviorista, actitudinal o de con-
ducta: a) el modelo Sudeuropeo, caracterizado por
una infraestructura pequeña o escasa, regulación
económica y protección social, la existencia de una
“economía paralela” y bajos costos laborales; b) el
modelo Noreuropeo, caracterizado por un fuerte én-
fasis en la estabilidad, consenso social y regulaciones
y c) el modelo Anglosajón, caracterizado por la des-
regulación, las privatizaciones, la flexibilidad laboral
y una alta aceptación del riesgo.
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La pauta a través de la cual las naciones evo-
lucionan en su desarrollo parece conducir desde el
Modelo Sudeuropeo, que también incluye a un nú-
mero de países en desarrollo, hacia el Modelo Noreu-
ropeo o el Anglosajón, dependiendo del grado de
consenso social buscado y disponible. En la década
transcurrida entre mediados de los ochenta y media-
dos de los noventa, hubo un obvio desplazamiento
desde el modelo noreuropeo hacia el Anglosajón, a
partir del influjo de la “revolución conservadora” en
Estados Unidos y Gran Bretaña. 

El debate sobre la opción entre una sociedad
que crea empleos pero sólo escasos ingresos (el Mo-
delo Anglosajón) y una sociedad que garantiza in-
gresos pero fracasa en crear empleos (el Modelo No-
reuropeo) está en el corazón de las actuales políticas
de competitividad. Hasta aquí, es igualmente cierto
que el concepto de competitividad internacional,
reúne los aspectos tangibles como intangibles que
explican cómo una nación crea riqueza. Esto involu-
cra las dimensiones sociales de la economía, como
los sitemas de valores y la educación, comprendidos
en lo que más ariba se denominara “modelo social”17. 

Finalmente, parece posible consignar a esta
altura, que el entramado de factores que denotan la
existencia o no de competitividad ponen de mani-
fiesto que su alcance o logro compromete todos los
mecanismos, actores, procesos y relaciones que con-
forman el funcionamiento de una economía. En todo
caso, que el logro de la “condición competitiva” o el
cumplimiento del requisito o atributo de la competi-
tividad, compromete al conjunto del sistema econó-
mico y social. En este punto concluímos que la com-
petitividad no es una cualidad aislada o alcanzable
en soledad, en tal sentido es un concepto sistémico18.

Aunque sólo resaltáramos, quizás con justi-
cia, el papel de las empresas o sus agrupamientos en
el logro de la competitividad, no podremos omitir
aquél carácter complejo, agregativo e interactivo. En
otros términos, la posibilidad de acceder a niveles
crecientes de competitividad y mantenerlos en el lar-
go plazo no puede circunscribirse a la acción de un
agente económico individual, por importante que
fuere. En palabras de un estudio reciente: “La expe-
riencia internacional señala que los casos exitosos
son explicados a partir de un conjunto de variables

que muestran con claridad que el funcionamiento
global del sistema es el que permite lograr una base
sólida para el desarrollo de la competitividad.

De esta forma, la “noción sistémica” de
competitividad reemplaza los esfuerzos individuales
que, si bien son condición necesaria para lograr este
objetivo, deben estar acompañados, necesariamente,
por innumerables aspectos que conforman el entor-
no de las firmas (desde la infraestructura física, el
aparato científico tecnológico,..., los sistemas de dis-
tribución y comercialización, hasta los valores cultu-
rales, las instituciones, el marco jurídico, etc. El logro
de una competitividad sostenible en el largo plazo,
requiere de esfuerzos sistemáticos en el objetivo de
adquirir ventajas comparativas y consolidar un “pro-
ceso endógeno continuo” que comprenda al conjun-
to, definiendo simultáneamente las responsabilida-
des del empresario... y todas las condiciones que
conforman su entorno que incluye tanto a otros
agentes privados como al sector público”. Además,
esta noción sistémica, es también relevante si la apli-
camos a mercados individuales, y por tanto “debe
ser obtenida tanto en los mercados de exportación,
como con respecto a las potenciales importaciones”19. 

Rescatamos de los conceptos glosados dos
ideas centrales ya implícitas en el planteo de Porter:
la primera es que el entramado competitivo involu-
cra a las empresas o sectores y sus vitales “entornos”,
constituyendo éstos un tejido que además de las “es-
tructuras de encuadramiento” (culturales, institucio-
nales, jurídicas, etc.) abarca además a dos grandes
actores, los otros sectores privados, lucrativos y no
lucrativos, por un lado, y el sector público en todas
sus manifestaciones, por el otro. La segunda es que la
competitividad, aún en una perspectiva “comercial”
o “industrial” reducida, no sólo implica aumentar
“cuota de mercado” afuera, sino que bien entendida
y en tanto no se apoye en actuaciones espúreas, sig-
nifica preservar producciones y mercado “adentro”.

INSTITUCIONES FISCALES Y GOBIERNO,
COMPETITIVIDAD Y COMPETITIVIDAD
FISCAL.

Al pasar, pero no sin énfasis,  ha quedado
consignada la importancia de un actor sustantivo, de
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presencia inequívoca en los sistemas socieconómicos
contemporáneos. Nos referimos al gobierno en tér-
minos genéricos y al sector público en términos eco-
nómicos. Cualquiera sea la mezcla o combinación,
dichos sistemas son un agregado variable de estado
y mercado.

Planteado en esos términos, el debate ha de
enriquecerse en torno a las aptitudes de desempeño
de ese actor fundamental e instrumentador de “re-
glas de no mercado” que, como tal, ha enfrentado y
enfrenta problemas de eficiencia que condicionan el
desenvolvimiento de tal sistema. Desde ese punto de
vista, si los sistemas compiten, los gobiernos lo hacen
a través de ellos o impulsan a los sistemas para que
lo hagan. Sea cual fuere el enfoque, los gobiernos
compiten.

Puesto de esa forma, aparece como relevan-
te, no la un tanto descolorida discusión basada exclu-
sivamente en cuestiones de tamaño, sino aquélla que
enfatice aspectos de composición, o, más amplia-
mente, aptitudes de funcionamiento. Resumiendo
estas preocupaciones, aparecen problemas centrados
en la calidad.

En esa dirección, es oportuno ampliar la idea
ya rescatada en nuestra introducción sobre la diná-
mica, como opuesto a lo estático, del papel guberna-
mental: “El Estado continúa dando forma al entorno
competitivo de muchas maneras diferentes…Nuevos
campos de responsabilidad se están desarrollando-
…las antiguas se están redefiniendo..”20.

Aquélla preocupación por la calidad nos po-
ne ante dos dimensiones de análisis, la calidad “or-
ganizacional”, por un lado, y la calidad “instrumen-
tal”, por el otro. En ópticas como la de Tanzi, la cali-
dad se visualiza como el atributo virtuoso de una ra-
cionalidad alternativa para la inserción del sector pú-
blico en el debate contemporáneo21. Esta nutrirá, a su
vez, el tránsito para arribar a un sistema dotado de
una buena gobernancia22. Consecuentemente, hemos

recorrido un arco de opciones conceptuales que fi-
nalmente nos vuelve a vincular o conectar con aqué-
lla noción inicial de competitividad.

Finalmente, engarcemos estos conceptos con
los ya señalados marcos institucionales. Recordemos
entonces que las instituciones como “reglas del jue-
go” tienen un papel fundamental respecto de indivi-
duos y organizaciones. En tal sentido, constituyen la
estructura de incentivos que condiciona su compor-
tamiento. Aquél marco o “estructura institucional”,
que como indicáramos se define por normas “forma-
les” (o escritas) o informales (o no escritas) requiere
una mayor explicitación. Las primeras pueden ejem-
plificarse en constituciones23, leyes, reglamentos y
contratos. Las segundas se expresan en la ética y va-
lores prevalecientes, la confianza, los preceptos reli-
giosos y otros códigos implícitos de conducta. 

La nueva economía institucional no se detie-
ne en este punto. En el marco señalado por William-
son quedan prefigurados dos tipos de instituciones:
las que operan bajo las “pautas del mercado” y las
que lo hacen bajo “pautas jerárquicas”. En suma,
mercados, por un lado, y jerarquías, por el otro. Esto
se parece obviamente, a una confrontación dicotómi-
ca entre espacios más flexibles, en una vereda, y es-
pacios burocráticos, en la opuesta. En la perspectiva
del autor citado, los mercados se definen como un
conjunto de normas y mecanismos de fiscalización
que determinan el escenario para la realización de
transacciones impersonales y discretas. Las jerar-
quías son conjuntos de normas para la realización de
transacciones basadas en líneas verticales de autori-
dad mediante las que se expresan facultades para la
toma de decisiones24. 

Más allá de estas agrupaciones genéricas, se
nos aparecen las más específicas instituciones fisca-
les. Estas, sin ignorarlas, van más allá de las típica-
mente “constitucionales”. En tal sentido, se ha distin-
guido modernamente entre dos tipos: a) las institu-
ciones presupuestarias, como género abarcativo, y b)
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20 IMD (2003), p. 708.
21 Véase, Tanzi, V. (2000), p. 10. Para este autor, la calidad del sector público es la característica que le permite alcanzar sus obje-
tivos en la forma más eficiente posible.
22 La buena gobernanza, para el Banco Mundial, implica la presencia de instituciones políticas democráticas y legítimas, una
administración pública eficiente y responsable, la vigencia del estado de derecho, el respeto de los derechos humanos y una efi-
caz regulación pública de los mercados. El PNUD, por su parte, reconoce cuatro categorías de gobernanza: i)  gobernanza
económica; ii) gobernanza política; iii) gobernanza administrativa y iv) gobernanza sistémica. Véase Von Haldenwang, Ch.
(2005), p. 38.
23 En rigor, puede haber constituciones no escritas, como en la tradición británica.
24 Véase WILLIAMSON, Oliver (1985), Capítulo 1.
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las disposiciones sobre endeudamiento y déficit. Las
primeras comprenden el conjunto de normas y regu-
laciones conforme a las cuales se preparan, se aprue-
ban y ejecutan los presupuestos25. Las segundas invo-
lucran las pautas y regulaciones referidas al acceso al
crédito público. 

Las denominadas reglas fiscales, constituyen
una especificación de tales “instituciones fiscales”.
Tales reglas, al decir de Kopits y Symansky26, consti-
tuyen “restricciones de la conducta” gubernamental
que apunta a alcanzar fines superiores de carácter
macroeconómico y monetario. Una nación que siga y
respete reglas, incluídas las de transparencia fiscal
puede cobrar mayor valor en términos de competiti-
vidad.

En tal sentido, no resulta casual que en algu-
nas mediciones conocidas, tanto las finanzas públi-
cas como la política fiscal y tributaria, sean elemen-
tos que resulten incorporables al análisis de competi-
tividad. Y en tal sentido corresponde consignar que
buenas instituciones fiscales, otorgan entonces una
mayor competitividad fiscal, que, entendida como
sanidad financiera en sentido amplio, es mucho más
rica que la mera idea de “competencia tributaria” co-
mo expresión de imposición moderada desde la
perspectiva de las inversiones27.

Competitividad fiscal e instituciones fiscales
es la asociación que liga estos conceptos, dada la in-
serción de las naciones en un marco crecientemente
internacionalizado, como expresiones de los gobier-
nos en acción y del “buen gobierno” como elemento
crucial para el posicionamiento de aquéllas en la bús-
queda de sus propias opciones de desarrollo. Esto se
potencia en ambientes con instancias diversas de
descentralización o entornos federativos, donde la
gobernancia competitiva debe ser un atributo nece-
sario para la mencionada calidad en entornos donde
el estancamiento puede asimilarse al atraso.

No pueden entenderse de otra manera los

esfuerzos europeos, concretados con altibajos, en tor-
no a alcanzar un marco institucional fiscal creíble.
Las reglas sancionadas en Maastricht a fines de al-
canzar una verdadera unión monetaria, son una pau-
ta universalmente conocida28. Tanto como ello, que la
“cuasi-federación” europea afronta importantes difi-
cultades para lograr que el cambio económico no se
transforme en crisis presupuestaria29, en especial en
sus dos principales componentes, Alemania y Fran-
cia30.
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INTRODUCCION

La década del noventa se caracterizó por es-
fuerzos concurrentes de los estados,  organizaciones
no gubernamentales y organismos multilaterales de
crédito en pos de fortalecer las reglas de solvencia y
transparencia en la gestión gubernamental y el esta-
blecimiento de  acuerdos básicos para luchar contra
la corrupción económica y política en el marco de
una creciente globalización de bienes, servicios y
prácticas socio-culturales en el mundo. 

Las crisis sistémicas emergentes en diversas
regiones del orbe derivadas de  malas prácticas en el
ejercicio del poder político y económico,  desinfor-
mación premeditada  de la situación fiscal, falta de
coherencia y/o continuidad de las políticas públicas
o una combinación de estas situaciones, se vieron
agravadas por el surgimiento de delitos transnacio-
nales y el recrudecimiento de la polarización econó-
mica y social. Dicha situación  alertó sobre la necesi-
dad de recrear espacios jurídicos y reglas de compor-
tamiento que hicieran posible la intersección de los
distintos intereses culturales, económicos y sociales
que estaban en juego. 

En ese contexto, fueron surgiendo expresio-
nes normativas nacionales y supranacionales orien-
tadas a legislar sobre el buen gobierno, la ética públi-
ca, la lucha contra la corrupción y la transparencia de
los actos gubernamentales.

En general, las mismas propiciaron la parti-
cipación ciudadana en los asuntos de gobierno,  la
publicidad de sus actos  y del patrimonio de los fun-
cionarios públicos y  promovieron  el control ciuda-
dano sobre los planes y programas de las distintas
administraciones.

En forma concurrente, se ha legislado en aras

de fortalecer el ejercicio de los derechos cívicos bási-
cos de la ciudadanía regulando las actividades de
formación, divulgación e intervención en la elabora-
ción y sanción de leyes y la participación en actos
electorales.

Este documento se propone efectuar un
aporte a esta discusión a partir del relevamiento de
los avances logrados en el desarrollo de algunos de
los aspectos antes indicados y la proposición de cier-
tas hipótesis de trabajo en materia de formación cívi-
ca, política y reformas  administrativas bajo la con-
vicción que de lograrse una acción integral que las
contenga se podrá contribuir  al avance deseado en
esta materia.

Luego de reseñar algunos antecedentes  nor-
mativos y descriptivos que adquieren  relevancia a
nivel internacional respecto de la lucha contra la co-
rrupción  se desarrollan una serie de consideraciones
referidas particularmente a: (i) el fortalecimiento de
la formación en los derechos del ciudadano, (ii) la re-
forma política, (iii) la clara exposición de la gestión
de gobierno y, (iv) una  legislación común a nivel in-
ternacional para luchar contra la corrupción.

Finalmente, se expone una visión objetivo
que   integra  los aspectos involucrados en el análisis
junto con las principales conclusiones de este traba-
jo.

RESEÑA DE ANTECEDENTES

En el nivel más amplio, la corrupción consis-
te en el uso indebido de un cargo con fines no oficia-
les sostiene  Klitgaard (2001). El catálogo de actos co-
rruptos incluye el soborno, la extorsión, el tráfico de
influencias, el nepotismo, el fraude, la obtención de
dinero fácil, entre otras cosas. 
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Según este autor la corrupción responde me-
tafóricamente a una fórmula; 

C = M + D - R 
donde 
C = Corrupción, M = Monopolio, 
D = poder discrecional y R = Rendición de cuentas.

Afirma entonces, que cuando alguien ejerce
un poder monopolístico sobre un bien o servicio, tie-
ne el poder discrecional de decidir si alguien lo reci-
birá o no y en que cantidad, y no esta obligado a ren-
dir cuentas, la corrupción puede existir.

Siguiendo a este académico, a diferencia de
la llamada corrupción normal, para la cual puede ser
relativamente fácil identificar las áreas problemáti-
cas, sancionar a los culpables y suprimir las oportu-
nidades de su ocurrencia, cuando la corrupción des-
truye las reglas de juego adopta un carácter sistémi-
co y devasta el desarrollo económico y político de los
países y regiones.

A nivel internacional, la Asamblea General
de las Naciones Unidas ha dictado distintas resolu-
ciones en materia de la lucha contra corrupción. En
particular, la Resolución 51/59 del año 1996 en el que
se aprueba el Código internacional de Conducta pa-
ra los titulares de cargos públicos2.

Entre sus principales disposiciones figuran
las siguientes:

(i) La función pública es un puesto de confian-
za que implica el deber de actuar a favor del
interés público

(ii) Los funcionarios públicos deben evitar los
conflictos de intereses.

(iii) Los funcionarios públicos deben cumplir con
el requerimiento de declarar sus bienes y
deudas personales

(iv) Los funcionarios públicos no solicitarán ni
aceptaran regalos o favores que puedan te-
ner influencia en el desempeño de sus debe-
res

(v) Los funcionarios públicos deberán respetar
la confidencialidad de cualquier información
en su poder.

(vi) Los funcionarios públicos no llevarán a cabo
ninguna actividad política fuera del ámbito

de sus funciones que debilite la confianza
del público en el desempeño imparcial de
sus deberes.

Como una expresión regional de esta ten-
dencia podemos mencionar la realización de Confe-
rencia sobre transparencia y desarrollo en América
Latina y el Caribe organizada por el BID en el año
2000  con el objetivo de minimizar las oportunidades
de corrupción en la región por medio de la difusión
de mejores prácticas, de instancias de cooperación
horizontal entre países y de un dialogo beneficiosos
entre el Banco y los países donde se analizaron entre
otros temas la Convención Interamericana contra la
Corrupción de la OEA, la transparencia de la labor
legislativa, la incorporación de tecnología de la infor-
mación y de las comunicaciones a los sistemas de
compras estatales y la transparencia de la informa-
ción contable de los sectores público y privado.

Con relación a la Convención Interamericana
contra la Corrupción, suscrita en Caracas en marzo
de 1996, los estados firmantes se comprometieron a
tipificar en su legislación delitos de corrupción y a
implementar medidas preventivas, que incluyen in-
corporar o revisar; las normas de conducta de los
funcionarios públicos, los sistemas de compras y
contrataciones de bienes, servicios y personal, los sis-
temas para la declaración de patrimonio y su publi-
cidad, eliminación de beneficios tributarios, protec-
ción a personas que denuncien actos de corrupción,
transformación de entes fiscalizadores, medidas pa-
ra impedir el soborno interno y transnacional, y me-
canismos para facilitar la participación de la socie-
dad en la prevención de la corrupción. 

En igual dirección, el FMI publica en el 2001
El  Manual de Transparencia Fiscal  que incluye el
Código de Buenas Prácticas en esa materia3,  desta-
cando las siguientes:

(i) Clara definición de funciones y responsabili-
dades dentro del gobierno entre actividades
fiscales, monetarias y de empresas públicas,
y entre el sector público y el sector privado.

(ii) Disponibilidad pública y oportuna de  infor-
mación fiscal completa que incluya las acti-
vidades cuasi fiscales desarrolladas por or-
ganizaciones de carácter público o no guber-
namentales.
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(iii) Transparencia en la preparación, ejecución y
publicación del presupuesto contemplando
normas claras de cobertura, registro, accesi-
bilidad e integridad.

(iv) Garantías de integridad de los datos median-
te escrutinio público e independiente. 

Más recientemente, en diciembre de 2003 se
firma en el ámbito de las Naciones Unidas  la "Con-
vención de las Naciones Unidas Contra la Corrup-
ción"4. La Convención  tuvo por finalidad:

(i) Promover y fortalecer medidas para preve-
nir y combatir mas eficazmente la corrup-
ción,

(ii) Promover, facilitar y apoyar la cooperación
internacional y la asistencia técnica en la pre-
vención y la lucha contra la corrupción, in-
cluida la recuperación de activos,

(iii) Promover la integridad, la obligación de ren-
dir cuentas y la debida gestión de los asun-
tos públicos.

Según Probidad (2004) la Convención de Na-
ciones Unidas contra la corrupción  en relación a la
Convención Interamericana, muestra una concep-
ción mucho más amplia e integral del problema y de
las respuestas que se necesitan para hacerle frente5.

Entre los principales logros de la Conven-
ción de Naciones Unidas se destaca que:

(i) Los Estados se obligan a dictar políticas anti-
corrupción y se eleva la exigibilidad de me-
didas preventivas, como los sistemas de mé-
rito en el empleo público, códigos de con-
ducta, presupuestos y contrataciones trans-
parentes, libertad de información, entre
otras.

(ii) Propicia regulaciones más estrictas para el
sector privado, en lo referente a procedi-
mientos de contabilidad y auditoria, códigos
de conducta y transacciones con institucio-
nes del gobierno.

(iii) Amplía las posibilidades para el combate de
la corrupción transnacional a través de regu-
laciones parea la prevención del lavado de
dinero, inteligencia financiera, extradiciones,

asistencia judicial reciproca, recuperaciones
de activos etc.

(iv) Introduce medidas de reparación con respec-
to a los daños que provocan los actos de co-
rrupción, y

(v) Ofrece mejores garantías para la participa-
ción de los grupos cívicos en la lucha contra
la corrupción.

La Convención reconoció  los siguientes  an-
tecedentes como precursores en la materia:

• La Convención Interamericana contra la Co-
rrupción, aprobada por la Organización de los
Estados Americanos el 29 de Marzo de 1996,

• El Convenio relativo a la lucha contra los ac-
tos de corrupción en los que estén implica-
dos funcionarios de las Comunidades Euro-
peas o de los Estados Miembros de la Unión
Europea, aprobado por el Consejo de la
Unión Europea el 26 de Mayo de 1997,

• El convenio sobre la lucha contra el soborno
de los funcionarios públicos extranjeros en
las transacciones comerciales internaciona-
les, aprobado por la Organización de Coope-
ración  y Desarrollo Económico el 21 de no-
viembre de 1997, 

• El Convenio de derecho penal sobre la co-
rrupción, aprobado por el Comité de Minis-
tros del Consejo de Europa el 4 de noviembre
se 1999,

• El Convenio de derecho civil sobre la corrup-
ción, aprobado por el Comité de Ministros
del Consejo de Europa el 4 de noviembre de
1999 y la 

• Convención de la Unión Africana para pre-
venir y combatir la corrupción, aprobada por
los Jefes de estado y el Gobierno de la Unión
Africana el 12 de julio de 20036.

El contenido de la convención fue considera-
do en la "Declaración de Nuevo León", suscrito por
34 Jefes de Estado y de Gobierno de las Américas, en
la Cumbre Extraordinaria de las Américas, celebrada
en México, en enero de 2004 donde se plasmó adicio-
nalmente, el compromiso por parte de los países fir-
mantes de impulsar la transparencia en los procesos
políticos. 
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En las últimas décadas, los organismos inter-
nacionales de créditos (BID; BM) y los donantes in-
ternacionales incluyendo USAID han financiado en
América Latina una gran variedad de programas di-
rigidos a mejorar la gestión pública y a promover
mayores niveles de  rendición de cuentas y transpa-
rencia en los gobiernos que incluyeron reformas en el
ámbito de la administración financiera, de los siste-
mas de compras  y del empleo público, de la justicia
y el fortalecimiento de las organizaciones de la socie-
dad civil.

Merece ser destacada la tarea de concientiza-
ción y evaluación continua llevada a cabo por las
ONG’s, lideradas por  Transparencia Internacional
(TI).

TI7 ha elaborado y viene publicando anual-
mente el índice de percepción de la corrupción que
refleja los niveles de corrupción del sector público tal
como es percibida por empresarios, analistas y ciu-
dadanos en más de un centenar  de países relevados
e basados en encuestas  realizadas por una docena de
instituciones independientes. 

Considerando una tabla de puntuación que
va del 1 al 10 indicando en el orden creciente  a los
países menos corruptos sesenta países obtienen una
puntuación de menos de 3 en el 2004, lo que indica
una situación de corrupción endémica.

La corrupción se percibe como más aguda en
Bangladesh, Haití, Nigeria, Chad, Myanmar, Azer-
baiján y Paraguay, obteniendo todos ellos una pun-
tuación menor a 2.

Los países con un puntaje mayor a 9, con ni-
veles mucho menores de corrupción percibida, son
en general los países ricos: Finlandia, Nueva Zelan-
da, Dinamarca, Islandia, Singapur, Suecia y Suiza. 

Según datos de fuentes utilizadas tanto para
el índice 2003 como 2004, desde el año pasado, se ha
notado un aumento de la percepción de la corrup-
ción percibida para Bahrain, Belice, Chipre, Repúbli-
ca Dominicana, Jamaica, Kuwait, Luxemburgo, Mau-
ricio, Omán, Polonia, Arabia Saudita, Senegal y Tri-
nidad y Tobago.

Asimismo, hay una caída de la percepción
de la corrupción en Austria, Botswana, República

Checa, El Salvador, Francia, Gambia, Alemania, Jor-
dania, Suiza, Tanzania, Tailandia, Uganda, Emiratos
Árabes Unidos y Uruguay. 

Los resultados expuestos permiten inferir las
condiciones institucionales y socio-económicas que
caracterizan a los países con menor índice de corrup-
ción.

Adicionalmente, TI estima que las pérdidas
provenientes de los sobornos en contrataciones de
gobiernos alcanzan en el mundo al menos 400.000
millones de U$S al año y tiene como consecuencia,
tanto en países desarrollados como en vías de desa-
rrollo, una mayor pérdida de fondos públicos nece-
sarios para la educación, la salud y el alivio de la po-
breza y los inhibe de   explotar  su potencial riqueza.  

Señalan Parker y otros (USAID, 2004), que
estudios recientes han demostrado que la corrupción
sistémica puede reducir el crecimiento económico y
la competitividad planteando correlación entre per-
cepción de corrupción, crecimiento económico y
competitividad.

Por otra parte, según el Barómetro Global
de la Corrupción (TI, 2004), en todo el mundo, el
público percibe a los partidos políticos como las ins-
tituciones más afectadas por la corrupción, segui-
dos por los parlamentos, la policía y el poder judi-
cial. Al respecto, el Informe Global de la Corrupción
(TI, 2004) expone los montos supuestamente mal-
versados por líderes políticos de las últimas dos dé-
cadas cuya suma oscila entre los 30 a 50 mil millo-
nes de dólares.

En igual dirección, un informe producido
por el BM a requerimiento de la Oficina Antico-
rrupción de Argentina, referido a la elaboración de
un  mapa de Riesgos de Corrupción en el país, con-
cluyó que las demoras derivadas del prolongado
proceso de instrucción que conlleva el tratamiento
de denuncias por actos de corrupción, la compleji-
dad de las causas evaluadas y la riqueza de medios
aplicados por los acusados en su defensa, atentan
contra el esclarecimiento y la  oportuna sanción de
dichos actos.

A partir de  las  opiniones vertidas por las
autoridades de TI (Eigen,  Ospina, 2004) se ha elabo-
rado la siguiente la Tabla 1 con los aspectos y reco-
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mendaciones que merecen principal atención según
esta entidad.

Finalmente, las distintas fuentes consultadas
coinciden en evaluar que si bien en la década pasada
se ha avanzado fuertemente en el reconocimiento
institucional de la corrupción, y en la instrumenta-
ción de  mejoras en los marcos normativos o tecnoló-
gicos vinculados con la gestión de los gobiernos pa-
ra enfrentarla, aun se observa carencia de coordina-
ción y efectividad por parte de los organismos que
operan en la materia y  liderazgo político e involu-
cramiento cívico insuficientes para mitigar las causas
que le dan origen, recuperar los activos defraudados
y reducir el grado de impunidad.

Entre los mas escépticos se destaca Moises
Naim, director de la revista Foreign Policy, quien in-
dica que “la corrupción se ha convertido con dema-
siada facilidad en el diagnostico universal para todas
las enfermedades de un país” y “la honestidad de los
candidatos políticos reemplazo como atributo a su
visión de futuro, con lo cual más de un honesto inca-
paz llego a los más altos cargos, con el agravante de
que a  veces la honestidad resulto ser mas ilusoria
que real”8

DESARROLLANDO 
LA TAREA.....

LA FORMACIÓN CIUDADANA

A partir de la distancia  ideológica y de bie-
nestar evidenciada entre distintos sectores de la po-
blación, regiones y países derivada de los procesos
que tuvieron lugar en las última décadas y que fue-
ron descriptos someramente en la introducción, pa-
rece oportuno preguntarse  si es posible recrear espa-
cios y medios para recuperar y jerarquizar en primer
instancia, una cultura democrática que de soporte
institucional a  la lucha contra la corrupción. 

En atención a  esta problemática,  se conside-
ra al proceso educativo como un mecanismo apto pa-
ra colaborar con la edificación de la conciencia cívica
en la vida democrática y particularmente, en el de-
sempeño de la gestión de los gobiernos.

Las proposiciones que siguen pretenden res-
catar la oportunidad que brinda la escuela y los cen-
tros de educación de mayor nivel,  conjuntamente
con los centros de participación ciudadana,  por
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Corrupción y soborno,  
situaciones de riesgo.

Proyectos Públicos de
gran escala.

Producción de petróleo
y armamentos.

Financiamiento de la
Política

Tabla 1: Corrupción, situaciones de riesgo y acciones sugeridas.

Acciones sugeridas

(i) Donantes y Gobiernos Nacionales deben exigir cláusulas anti soborno en grandes proyectos
y sanciones contra empresas en las que se hayan comprobados casos de soborno.

(ii) Criterios de adjudicación objetivos y divulgación pública de los procesos.
(iii) Drástica reducción de los procesos de contratación directa por parte de los Estados.
(iv) Control independiente y público de las compras del estado.
(v) Sanción y ejercicio de códigos de ética pública.

(i) Publicación de Honorarios, regalías y otros pagos a gobierno y empresas petroleras por parte
de los gobiernos.

(ii) Cumplimiento por parte de las empresas de países que integran la OCDE obligaciones de
según convención anti  soborno.

(iii) Cumplimiento en general de normas anticorrupción según Convención contra la Corrupción
de las Naciones Unidas.

TI promueve estándares sobre financiamiento político y discrecionalidad. Incluyen leyes sobre
conflictos de intereses, revelación anual de ingresos y gastos de partidos políticos con supervisión
independiente, financiación diversificada, acceso equitativo a los medios de comunicación y dis-
posiciones para el monitoreo del financiamiento por parte de la sociedad civil.
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constituir hitos obligados para el encuentro comuni-
tario y explotar su potencial capacidad  para recons-
truir la conciencia cívica. 

Desde esa óptica, parecería apropiado enton-
ces, ensayar la planificación de actividades de carác-
ter experimental como complemento a la tarea do-
cente o académica tradicional que permita la aplica-
ción del discurso teórico en prácticas comunitarias
concretas vinculadas con el tema.  

La construcción de ciudadanos en opinión
de Hopenhayn (1998), significa que la educación tie-
ne que enseñar a leer ciudadanamente el mundo
ayudando a construir en los jóvenes una mentalidad
crítica, desajustadora de la inercia  en que la gente vi-
ve, que suele ser acomodaticia en la riqueza y  de  re-
signación por la pobreza.

Diseñar un sistema educativo requiere hoy
considerar la diversidad de una sociedad plural, que
sea capaz de discutir sobre formas alternativas de ha-
cer las cosas, medir sus resultados, asignar recursos
racionalmente y cuyo producto sea una educación
equitativa y de calidad (Gore, 2003).

En tal sentido, se promueve incorporar en
los programas de los distintos niveles de educación,
asignaturas,  seminarios, conferencias y talleres de
formación que tengan como eje  la participación ciu-
dadana en la vida política, la formulación y evalua-
ción de planes de gobierno y la programación y ad-
ministración de los presupuestos de los distintos ni-
veles de gobierno.

Se aspira de este modo a fomentar la partici-
pación temprana de la ciudadanía en la planificación
estratégica de los gobiernos, permitiendo familiari-
zar al estudiante con los aspectos relevantes de la
gestión de un gobierno, el diseño de  políticas públi-
cas, la asignación de los recursos disponibles y la
evaluación de los resultados.

En primer lugar,  se propone iniciar a los
niños en el reconocimiento de estos factores de la
vida cívica mediante la asunción de responsabili-
dades parciales en la ejecución de pequeños  pro-
yectos o emprendimientos  de cooperación orien-
tados a la población de la vecindad en la que cre-
cen. Se sugiere la participación activa de padres y
maestros y la coordinación con organizaciones
barriales y centros comunitarios para llevarlos a
cabo.

Estas actividades podrían formar parte de
los tópicos incluidos en las áreas sociales de los pro-
gramas de estudio y permitirán fortalecer el vínculo
de pertenencia social y potenciar las aptitudes y acti-
tudes necesarias para abordar una participación más
responsable en la adultez.

En un segundo nivel, se propicia que los pla-
nes de formación contemplen la realización de activi-
dades que orienten a los jóvenes a profundizar  el
análisis de las características sociopolíticas del muni-
cipio de residencia favoreciendo la afirmación de su
identidad al reconocerse en un medio social específi-
co.

En esta línea de ideas, existen otras propues-
tas que pueden contribuir a recrear las condiciones
necesarias para  promover una acción superadora de
los jóvenes en el campo social y político  tales como:
participar en el relevamiento de las  necesidades co-
munitarias,  analizar las soluciones exitosas en otros
distritos de similares características para satisfacerlas
y fomentar la asistencia de conferencistas idóneos a
la escuela para debatir sobre el alcance, los funda-
mentos e impactos de las iniciativas legislativas bajo
análisis en el ámbito de los consejos deliberantes co-
munales. 

Resulta importante en este período, acompa-
ñar de manera inteligente el recorrido de los jóvenes
en el reconocimiento de las diferencias de percepcio-
nes, ideologías y culturas, la identificación de las
fronteras de lo posible y  la búsqueda de  logros al-
canzados  a partir del esfuerzo solidario y coordina-
do del grupo humano de referencia. 

Al decir de Barbero (2002), se necesita de una
escuela en la que aprender a leer signifique aprender
a distinguir, a discriminar, a valorar y escoger donde
y cómo se fortalecen los prejuicios o se renuevan las
concepciones que tenemos de la política y de la fami-
lia, de la cultura y de la política.

Este autor plantea  que la escuela ha dejado
de ser el único lugar de legitimación del saber atento
la expansión del saber a través de otros medios de
comunicación, lenguajes, escrituras entre los niños y
jóvenes, siendo necesario que el  sistema educativo
asuma el reto que le reclaman las sociedades de ser
de capaz de formar ciudadanos para los mapas pro-
fesionales y laborales del futuro.

Para acometer las tareas enunciadas en pá-
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rrafos precedentes, se considera necesario brindar
especial atención a la constitución de grupos multi-
disciplinarios en el área de las ciencias sociales para
que lideren, planifiquen y acompañen el proceso que
se propone a la par y en coordinación con los cuerpos
docentes tradicionales,  procurando establecer comu-
nidades de práctica que gocen de márgenes razona-
bles de autonomía.

Es probable que sea necesario repensar algu-
nos de los objetivos que lideran el proceso educativo
a la luz de estas  líneas de acción y resignificar el es-
pacio y alcance del encuentro entre pedagogía, con-
ciencia cívica  y comunidad.

Del mismo modo, no escapara al lector ilus-
trado en la materia que surge  la necesidad de forta-
lecer o maximizar, según sea el caso, la capacidad y
aptitud de la estructura de servicios disponibles en
relación directa con la infraestructura física y la logís-
tica aplicada a la educación.

También, será pertinente incrementar el gra-
do de prioridad que se pueda otorgar a la asignación
de recursos del presupuesto en aras de solventar la
inversión necesaria que posibilite la realización de
estas experiencias y la medición  de su  impacto, en
términos del cambio cultural que se sugiere. 

Complementariamente, resulta fundamental
que la sociedad pueda contener a la juventud con ge-
nerosidad y solvencia generando los espacios y con-
diciones sociales y económicas necesarias  para su
desarrollo. 

No podemos desconocer el creciente grado
de marginalidad de la población que acompaño al
proceso de concentración de riqueza experimentado
en nuestros países en los noventa  junto con el dete-
rioro de las pautas de convivencia, el incremento de
delincuencia, la drogadicción y el alcoholismo en los
estamentos más jóvenes de la población. 

Según indica el documento referido  al Pano-
rama Social  de América Latina (CEPAL, 2004), los jó-
venes latinoamericanos viven hoy con mayor drama-
tismo que el resto de la población una serie de para-
dojas que crean tensiones, entre las que destacan el
mayor acceso a la educación con menores posibilida-
des de empleo, el mayor acceso a la información con
menor acceso al poder y las mayores expectativas de
autonomía con menores posibilidades de concretar-
la, a todo lo cual se suma el hecho de que sus mayo-

res aptitudes para el sistema productivo van acom-
pañadas de la exclusión de este.

Por ello, cualquier acción que se emprenda
en el campo educativo ha de ser complementada con
políticas sociales activas que permitan cubrir niveles
elementales de seguridad, salud física y emocional,
alimentación e higiene que viabilicen la reconstruc-
ción del tejido social en su base y que, imperiosa-
mente, debería  ser  completada con otras acciones de
política que favorezcan una inserción digna de los jó-
venes  en la sociedad mediante el crecimiento de la
oferta  de  fuentes de trabajo. 

Con el objeto de mitigar el efecto devasta-
dor que la marginalidad opera en la dignidad del
hombre y su trabajo, cobra urgencia que las solu-
ciones que se diseñen desde los gobiernos para
moderar  la creciente pauperización de nuestros
pueblos a través de subsidios  monetarios o en es-
pecie, contemplen regulaciones y acciones que
alienten el cooperativismo entre los beneficiarios
con el objeto de llevar a cabo  la realización de mi-
cro-emprendimientos productivos, habitacionales
o sanitarios. 

Como corolario de lo expuesto hasta aquí,
parece necesario destacar el rol prioritario que asu-
me la inversión en recursos humanos en el corto pla-
zo para afianzar los ejes de la dinámica propuesta,
mientras  se reencauza el crecimiento de los países de
la región en el mediano plazo con pautas de distribu-
ción del ingreso y de desarrollo más equitativas, se
madura en el ejercicio de  la integración regional y se
alcancen reglas de tratamiento más justas en relación
con los países que presenten un mayor nivel relativo
de desarrollo.

Cuando el joven  llega a la etapa en que de-
be decidir su futuro laboral o profesional se sugiere
profundizar el ejercicio proponiendo la inclusión co-
mo materias de grado en los estudios de nivel tercia-
rio o universitario tópicos referidos a planificación
estratégica,  historia política y económica, diseño y
evaluación de políticas públicas,  administración fi-
nanciera gubernamental,  gestión de proyectos y he-
rramientas de negociación. 

El análisis e investigación de estos aspectos
se espera que brinden herramientas indispensables
para comprender y administrar la dinámica del pro-
ceso decisorio de las sociedades en búsqueda del bie-
nestar general.
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Del mismo modo, puede ser  conveniente
complementar la actividad académica con  estímulos
e incentivos a los estudiantes para integrar redes de
conocimiento y asistir a talleres de evaluación y aná-
lisis de la  legislación vigente y proyectos de ley con
trámite parlamentario vinculados con la orientación
especifica en que se especializará el estudiante.

Para aquellos jóvenes sin una orientación
académica, los partidos políticos o los núcleos de
gestión y participación comunitaria pueden brindar
seminarios y talleres de corta duración sobre los te-
mas mencionados precedentemente para estimular
la participación en la vida democrática.

La reforma política

La mayoría de los países en desarrollo y más
concretamente los latinoamericanos, han sufrido la
degradación de sus sistemas de representación cívica
como resultado de su precaria condición económica
basada en la explotación de sus recursos naturales, la
desigual distribución del ingreso, el deterioro de las
condiciones de vida de la población, el efecto de los
desastres naturales y la profundización de las dife-
rencias entre distintos estratos sociales asentada en
diversas expresiones de monopolio económico y de
poder.

Estas condiciones alimentaron por otra par-
te, la fosilización de las estructuras partidarias en
torno a los intereses corporativos de la elite dirigen-
te distanciándolas de su misión como facilitadoras
del diálogo social  y artífices de las respuestas que sa-
tisfagan las demandas de la población. Los partidos
políticos se han distanciado así cada vez más de la
sociedad civil, olvidando sus funciones sociales  (Sa-
redi, Pulvirenti, 2004).

Por el contrario, se desarrolló una sinergia
perversa entre representantes y representados a par-
tir de utilizar la prebenda como mecanismo para lo-
grar la adhesión de voluntades en detrimento del
pluralismo ideológico.

Estas situaciones derivaron en un malestar
social, con relación a la capacidad de las instituciones
de la democracia para satisfacer las demandas del
conjunto de la ciudadanía.

Como reseñara Del Pino (2003), autores co-
mo Beetham (1994) y Dahl (1996), proponen como
una de las condiciones para establecer la calidad y

vitalidad de la democracia, la existencia de una con-
fianza mayoritaria en el sistema político y sus insti-
tuciones, de una cultura política democrática, la per-
cepción de la eficacia del sistema y la presencia de
cierto grado de  capacidad o eficacia política auto-
percibida para influir en el sistema.

En ese escenario, resulta indispensable vol-
ver a  legitimar la representatividad y el sentido de
los partidos políticos mediante una reforma política
profunda que abra surcos en los estamentos partida-
rios para permitir la inserción, entre otros, a jóvenes
formados en el tipo de experiencias reseñadas prece-
dentemente y que haga posible en su desarrollo re-
conciliar a la sociedad con sus representantes.

De esta manera, se espera establecer un hilo
conductor entre la política y la gestión ejecutiva de
gobierno que viabilice la instrumentación más efi-
ciente y efectiva de los planes de gobierno.

Se aspira a que la inclusión de los jóvenes así
formados también facilite  la convivencia de opinio-
nes diferentes y el logro de consensos fundamentales
entre las distintas expresiones  políticas con referen-
cia al rol que ha de asumir el estado en materia de sa-
lud, medio ambiente, educación, justicia, seguridad,
regulación de la actividad económica y relaciones in-
ternas e  internacionales.

En  tal sentido, se requiere una fuerte revi-
sión de los mecanismos de elección de los represen-
tantes del pueblo, de los tiempos y financiamiento de
las campañas, de la capacitación y  antecedentes que
han de cubrir de los postulantes a cargos electivos y
de la participación de los ciudadanos en el proceso
para hacer posible el cambio.

Dicha reformulación ha de poner el énfasis
en la generación de espacios de representatividad le-
gitimados por la transparencia y los resultados de la
gestión en los distintos niveles de gobierno que de-
vuelvan la confianza en el sistema democrático a
nuestros pueblos.

Al respecto, se plantea la necesidad de im-
pulsar la aplicación generalizada  de los siguientes
postulados en los procesos electorales:

• Obligatoriedad de presentar plataformas
partidarias que respeten criterios homogé-
neos y claros para la exposición de los objeti-
vos que intentan alcanzar los planes de go-
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bierno,  las actividades que se proponen lle-
var a cabo, el impacto de  los resultados es-
perados y  los criterios de medición que le
permitirán a la ciudadanía evaluar el éxito
de las propuestas.

• Elecciones internas abiertas con acreditación
de antecedentes que le brinden la posibili-
dad al ciudadano de ponderar adecuada-
mente la trayectoria ética, la formación y la
actuación previa de los postulantes a cargos
electivos con relación al perfil requerido por
la función.

• Publicación del presupuesto de gastos y
fuentes de ingresos y financiamiento previs-
tos para el desarrollo de la actividad partida-
ria durante el proceso electoral y rendición
de cuentas de acuerdo al marco regulatorio
vigente. En caso de verificar la inexistencia
de dicho marco se ha de  promover la san-
ción de la medida pertinente adhiriendo a
criterios internacionales en la materia tales
como los Estándares sobre Financiamiento
Político y Discrecionalidad de TI.

• Establecimiento de criterios para la determi-
nación de los calendarios de los procesos
electorales internos de los países que tengan
un sistema federal de gobierno que eviten la
simultaneidad de los mismos entre distintos
niveles de gobierno con el objeto de mitigar
el efecto arrastre en las votaciones y promue-
van  el acortamiento de los tiempos de cam-
paña.

• Optimización e implementación generaliza-
da de los mecanismos de iniciativa y consul-
ta popular previstos en el marco constitucio-
nal de diversos gobiernos nacionales y loca-
les para estimular la participación y la res-
ponsabilidad ciudadana en materia legislati-
va.

• Establecimiento de pautas de convivencia
democrática mediante consensos legislativos
que se reflejen en asignaciones presupuesta-
rias que garanticen la continuidad de las po-
líticas públicas prioritarias y  la estabilidad
del servicio civil disminuyendo el ingreso

discrecional de funcionarios a la administra-
ción pública.

• Creación dentro del ámbito de la Justicia
Electoral de un entorno técnico, institucional
y normativo que posibilite el cumplimiento
efectivo de las pautas indicadas precedente-
mente. 

En definitiva, se considera relevante generar
un contexto propicio para que la vida política se de-
senvuelva en un marco de  transparencia y legitimi-
dad que permita inhibir las acciones especulativas
que afecten la acción de gobierno en el sentido de sa-
tisfacer intereses sectoriales o corporativas  en detri-
mento del bienestar general. 

En esa línea de pensamiento, el acortamien-
to y la determinación de estándares para la produc-
ción y costeo de las campañas electorales, la realiza-
ción de elecciones internas abiertas, el desdobla-
miento de las elecciones locales, provinciales y nacio-
nales y la transparencia de su financiamiento pueden
colaborar con ese objetivo.

De igual manera, en la medida que se inten-
sifique y facilite cualitativamente la aplicación de los
mecanismos de consulta popular  en materia de las
políticas de estado prioritarias se podrá incentivar
un mayor compromiso y sentido de pertenencia en el
control,  redireccionamiento o afirmación de la ges-
tión  de los gobiernos.

Con idéntico criterio, mediante la armoniza-
ción de los cronogramas electorales y de los períodos
de gobierno así como el establecimiento de pautas de
convivencia democrática se pretende fortalecer la
consistencia, continuidad e impacto de las políticas
públicas mejorando el rendimiento de los recursos
públicos aplicados a su atención.

Por otra parte, aun cuando se ha generaliza-
do la sanción de códigos de ética9 en los países de la
región contribuyendo de este modo, a reducir el ries-
go de administrar el patrimonio público en pos de in-
tereses individuales o sectoriales; es imaginable que
el sostenimiento y consolidación de los principios éti-
cos se alcanzara a partir de un proceso de transforma-
ción cultural más integral  que contemple explícita-
mente la condena del comportamiento  trasgresor.
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Entonces, parece razonable que la sanción
social sobre el responsable de afectar negativamente
el orden general considere entre otras medidas la res-
tricción de acceso a oportunidades de desarrollo per-
sonal, profesional o político en el ámbito público en
adición a las acciones administrativas o legales que
le correspondan en función del daño producido.

Complementariamente, la ética pública ha
de afirmarse de manera positiva premiando a los de-
positarios de antecedentes  adquiridos mediante la
ejercitación  y divulgación de buenas prácticas apli-
cadas en  su gestión.

Para poder distinguir y explicitar los distin-
tos comportamientos  a los que hemos hecho referen-
cia es necesario avanzar en el grado de exposición de
la gestión pública.

La exposición de  los actos de gobierno.

La exposición clara, precisa y oportuna de la
gestión gubernamental constituye un mecanismo
idóneo para fomentar la transparencia en el ámbito
público.

Mucho se ha discutido en los últimos años
respecto de los criterios que han de guiar el modelo
de gestión pública el cual fue migrando con diverso
grado de intensidad e impacto de un modelo buro-
crático tradicional basado en la diferenciación entre
responsabilidad administrativa  y política   a un mo-
delo  neo-empresarial o de mercado, asentado en cri-
terios de calidad y eficiencia por el cual el funciona-
rio público responde ante su cliente, el ciudadano. A
partir de los disímiles resultados alcanzados por la
aplicación de este modelo en los noventa, han surgi-
do otros enfoques que procuran una inclusión real de
los ciudadanos en las decisiones públicas revindican-
do una administración democrática, aun a costa de
absorber  alguna pérdida  de eficacia.

La recuperación de las instituciones requiere
la adopción por parte de los gobiernos de criterios y
sistemas que orienten y garanticen la participación
ciudadana en la  formulación de las  políticas públi-
cas, la asignación de los recursos correspondientes,
la  rendición de cuentas y   la evaluación de los resul-
tados alcanzados en un marco de máxima transpa-
rencia.

En general, el ciudadano común suele estar
ausente en la identificación de necesidades que se

han de cubrir para fomentar el desarrollo regional, la
planificación de actividades necesarias para alcan-
zarlo,  la administración de restricciones y la evalua-
ción de los servicios y bienes ofrecidos por el estado
con ese objetivo. 

Como alternativa para revertir la situación se
propone que en la medida que se movilice la educa-
ción en el sentido sugerido y se avance en la reforma
política mencionada previamente, es posible imagi-
nar una respuesta favorable a la implementación de
mecanismos de participación popular en todas las
instancias de la gestión gubernamental empleando
los medios de comunicación y expresión a los que se
puede tener acceso en la actualidad.

A continuación se enumeran algunas accio-
nes conducentes  para avanzar en ese objetivo. Como
podrá inferirse,  en algunos casos se trata de abrir ca-
nales de opinión o denuncia y en otros, de facilitar y
orientar la participación ciudadana mediante la rea-
lización de talleres y actividades focales  que hagan
posible el análisis y el consenso sobre situaciones que
enfrenta la comunidad y posibles soluciones.  

a) De participación…

Como fuera enunciado anteriormente, los co-
legios o escuelas pueden convertirse en escenarios al-
ternativos para fomentar la participación responsable
de la ciudadanía. Al respecto, se han sugerido la rea-
lización de actividades extracurriculares que permi-
tan al núcleo familiar la expresión de sus opiniones e
inquietudes y la ejecución de acciones comunitarias
específicas en atención a necesidades puntuales den-
tro de un ámbito explorado y conocido por todos. 

De igual modo, la universidad puede ser un
ámbito apropiado para interactuar con el Poder Le-
gislativo en términos del asesoramiento que pueden
brindar sus equipos profesionales y la oportunidad
de adquirir formación y experiencia cívica que se
abre para aquellos estudiantes que puedan partici-
par de debates o talleres sobre legislación aplicada en
áreas temáticas relacionadas con sus carreras.  

Por otra parte, se observa que la constitución
y expansión  de núcleos de gestión y participación
ciudadana que actúen como centros básicos de aten-
ción de las demandas ciudadanas  favorecen la des-
centralización y el control de la gestión gubernamen-
tal. Resultaría importante incrementar la presencia
de los mismos en la vida cotidiana de las familias fo-
mentando la visita física y periódica en los barrios
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aprovechando la realización de eventos culturales o
recreativos en lugares públicos o,  puerta a puerta,
recogiendo opinión e inquietudes a través de encues-
tas, brindando orientación para realización de trámi-
tes o denuncias y divulgando resultados. De igual
forma, la explotación de  su capacidad de transmi-
sión y generación de compromisos en la comunidad
puede ser profundizada mediante  iniciativas que in-
volucren en mayor grado a los vecinos en tareas vin-
culadas a la preparación, elaboración y supervisión
de los presupuestos barriales y comunales10. Una vez
más, puede ser altamente provechoso que los jóve-
nes logren un amplio protagonismo en estas activi-
dades, en aras de reducir las distancias que impuso
el individualismo y la marginalidad entre los distin-
tos grupos sociales y permitir una convergencia soli-
daria hacia la construcción de un destino común.

La recuperación del espacio de la política a
través de sus canales naturales como se señalara pre-
cedentemente, resulta indispensable para articular
los programas de gobierno canalizando las expecta-
tivas de los distintos sectores y grupos de interés que
conviven en la comunidad.

Parecería razonable también,  optimizar el
marco de intervención de las ONG’s mediante el
consenso de pautas de funcionamiento que puedan
ser adoptados por la gran mayoría de estas agrupa-
ciones para canalizar y garantizar responsablemente
su  participación  en el diseño e implementación de
políticas gubernamentales. 

La creación de sitios  interactivos  en la Web
que  permitan al ciudadano acceder a planes y políti-
cas de gobierno en preparación o en etapa de ejecu-
ción, participar activamente en el análisis y elabora-
ción de normas y regulaciones que rijan su vida pú-
blica,  opinar respecto de la calidad, oportunidad y
eficiencia de los servicios o bienes públicos recibidos
y la evolución de sus tarifas así como sobre las carac-
terísticas del sistema tributario  vigente, son algunos
de los cometidos que se pueden alcanzar rápidamen-
te.  Las acciones que se emprendan para fomentar el
uso de estos medios en la población mediante campa-
ñas masivas y el ofrecimiento de centros gratuitos de

consulta pueden colaborar definitivamente a satisfa-
cer este objetivo. Sería muy conveniente que estas
campañas puedan ser reforzadas en su efectividad
poniendo a disposición de la ciudadanía  una guía de
tramites y de opinión en la Web que facilite la com-
prensión, el acceso y el entendimiento de los temas
objeto de análisis. Es esperable que dicha guía brinde
una marco de consulta claro y preciso para el ciuda-
dano  sobre la características y el impacto de los bie-
nes y servicios públicos ofrecidos y/o de las normas
o políticas que se instalen para su consideración, me-
diante la provisión de un menú de información, en-
cuestas de opinión y/o control, orientación para rea-
lizar denuncias y todo otro dato relevante al efecto11.

En respaldo de estas orientaciones se impone
diseñar un patrón de reglas que viabilice los objeti-
vos enunciados. En Argentina por caso, existe un
marco normativo aprobado por Decreto No.
1172/2003, que contiene el Reglamento General para
la Elaboración Participativa de Normas. El Regla-
mento habilita un espacio institucional para la inter-
vención de los ciudadanos, en forma previa a la toma
de decisión por parte de la Administración, a través
de opiniones y propuestas respecto de proyectos de
normas administrativas y proyectos de ley para ser
presentados por el Poder Ejecutivo al Congreso de la
Nación, potenciando a su vez una efectiva participa-
ción ciudadana.

En igual dirección, en Colombia la Constitu-
ción de 1991 establece que las entidades administra-
tivas deben informar públicamente sobre los proyec-
tos de decisiones que afecten a todos o a algunos gru-
pos y escuchar previamente sus opiniones. En 1999
se promulga el Decreto No. 1122, según el cual se es-
tablece, para una serie de casos, la obligación de pu-
blicar con antelación no inferior de 15 días a la fecha
de su expedición, todos los proyectos de regulacio-
nes que pretendan adoptarse mediante acto adminis-
trativo de carácter general; establece la fecha límite
para la recepción de las observaciones, sugerencias o
propuestas alternativas; y determina que sólo venci-
do el plazo se podrán expedir las regulaciones con
una motivación que dé cuenta razonada de la acep-
tación o rechazo12.
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12 Para una visión general del estado de reformas en iberoamérica se sugiere ver informes sobre Innovaciones y Tendencias en
la Gestión Pública en www.clad.org.
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Complementariamente, se requiere madurar
los procesos de participación  ex-ante en la gestión
de gobierno instrumentados a través de audiencias
públicas. 

Tomado nuevamente como ejemplo el caso
de Argentina,  el Decreto No. 1172/2003 también  in-
cluye el Reglamento General de Audiencias Públicas
para el Poder Ejecutivo Nacional. El Reglamento tie-
ne por objeto regular el mecanismo de participación
ciudadana en las audiencias públicas, las cuales son
definidas como instancias en el proceso de toma de
decisión, donde la autoridad responsable habilita a
la ciudadanía un espacio institucional para que todo
aquel que se vea afectado o tenga un interés particu-
lar o general, exprese su opinión.

Por su parte en Colombia  la Ley No.
489/1998, consagra la posibilidad de las audiencias
públicas (Art. 33) para discutir aspectos relaciona-
dos con la formulación, ejecución o evaluación de
políticas y programas a cargo de las entidades públi-
cas. La ley deja a la discrecionalidad de la Adminis-
tración decidir la conveniencia y oportunidad de tal
convocatoria. Sin embargo, también se dispone que
las comunidades y las organizaciones puedan solici-
tar la realización de audiencias públicas, aunque sin
que la solicitud o las conclusiones de las audiencias
tengan carácter vinculante para la Administración.
En todo caso, la ley señala que ésta deberá explicar
a dichas organizaciones las razones de la decisión
adoptada.

Al respecto, se percibe en general un bajo ni-
vel de credibilidad por parte de la población  respec-
to de la eficacia que van demostrando estos mecanis-
mos al sentirse  marginada de  la resolución de los
conflictos, que no pocas veces se dirimen  mediante
negociaciones en paralelo entre el gobierno de turno
y el sector  o grupo corporativo en conflicto. Del mis-
mo modo, suele advertirse el carácter catártico que
suelen tener las sesiones que ocupan las audiencias
sin llegar a ofrecer un ámbito adecuado para el inter-
cambio de ideas.

Por ello, resulta frecuente observar que des-
de un nivel de desintegración e incomunicación so-
cial muy avanzada se deriven situaciones de  enfren-
tamiento extremas a partir de  una aguda polariza-
ción de posiciones  que agravan los conflictos. 

En tal sentido, los esfuerzos que se realicen
en pos de mejorar la accesibilidad por parte de la

población a la información disponible respecto de
los temas objeto de estudio y en ofrecer espacios
de consulta y debate previos a la audiencia en ám-
bitos familiares para el ciudadano común,  inte-
grando la acción de los distintos niveles de gobier-
no, pueden contribuir a la implementación de este
mecanismo.

Los ejercicios propuestos en los párrafos que
anteceden,  pueden, en definitiva,  brindar a la de-
mocracia capacidad para  transformarse en una ex-
periencia vital e inclusiva con poder para contener y
dirigir los destinos de nuestras naciones.

En este marco, como puede derivarse de lo
expuesto, los distintos niveles de gobierno adquieren
un rol fundamental en la coordinación y conducción
del proceso generando los espacios y las condiciones
que hagan posible su ejecución. Así como se ha avan-
zado en establecer  una coordinación institucional
mas efectiva en materia de responsabilidad  fiscal en-
tre los distintos niveles de gobierno de los países de
la región, se sugiere  profundizar el tratamiento y la
complementariedad de esfuerzos  en materia de
transparencia y participación ciudadana en la ges-
tión y el control del gobierno mediante la sanción del
marco legal pertinente y el diseño de un programa
de trabajo en común.  

b) De gestión....

Por otra parte, los gobiernos han de procurar
hacer más eficiente y efectiva su gestión adoptando
normas y  sistemas que garanticen la calidad y el
control de los procesos que administran siguiendo
las pautas que rigen a nivel internacional en la mate-
ria,  pudiendo tomarse como referencia  el código de
transparencia del FMI y la Carta Iberoamericana de
la Función Pública (CLAD, 2003), con el patrocinio
de la División de Administración Pública y Gestión
del Desarrollo, del Departamento de Asuntos Econó-
micos y Sociales de la ONU, y aprobada por la "V
Conferencia Iberoamericana de Ministros de Admi-
nistración Pública y Reforma del Estado", el 26 y 27
de junio de 2003 en Santa Cruz de la Sierra, Bolivia.
Esta última postula un fuerte respaldo al proceso de
profesionalización de la función pública, el fortaleci-
miento institucional del Estado y el potenciamiento
en las agendas gubernamentales de las políticas de
reforma de la administración pública. 

En ese sentido, las reformas administrativas
ocurridas en la década del noventa en los países lati-
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noamericanos13 han estado soportadas básicamente
en ajustes normativos o en la adopción de herra-
mientas informáticas y de comunicación  para la ges-
tión sin haberse logrado el mismo nivel de avance en
la mutación de la cultura de las organizaciones. 

Es fundamental orientar la gestión de las or-
ganizaciones públicas a resultados alcanzables den-
tro de los objetivos de política que se fijen los distin-
tos niveles de gobierno como parte de la jerarquiza-
ción cualitativa del servicio civil. Esta metodología
de operación facilitará la  gerenciamiento pleno de la
labor pública por parte del funcionariado. 

Complementariamente, la implementación
de un adecuado  sistema de selección, capacitación, y
evaluación de desempeño del  personal fundado en
el  merito obtenido en el alcance de los objetivos es
indispensable para sostener la continuidad institu-
cional de las reformas iniciadas y minimizar los ries-
gos de corrupción derivados de ausencia de políticas
permanentes respecto del servicio civil.

Por otra parte, es habitual reconocer en los
países de la región la yuxtaposición de objetivos y ac-
ciones sin un nivel razonable de complementariedad
u organicidad  entre las  organizaciones públicas que
derivan en mayores costos  y bajo rendimiento ope-
racional.

Del mismo modo, la falta de transparencia e
integración de los procesos de contrataciones y ad-
quisiciones del estado con el resto de los sistemas
que soportan la administración gubernamental soca-
van las bases del presupuesto público  deteriorando
la calidad y oportunidad de los servicios o bienes pú-
blicos entregados por el estado.

Con el objeto de modificar estas conductas se
destaca la necesidad de reforzar los mecanismos de
planificación estratégica aplicados a las organizacio-
nes públicas y los programas de gobierno en cuanto
alcance, objetivos e instrumentos a emplear para su
concreción y posterior medición de resultados. Pode-
mos mencionar los ejemplos de Chile, Argentina y
Uruguay14 en relación a la aplicación de la planifica-

ción estratégica, las cartas compromiso con la ciuda-
danía y el establecimiento de indicadores de gestión
para medir el impacto de la producción pública. 

Para lograr trascender la esfera burocrática o
elitista en la aplicación de estas herramientas y dis-
minuir la discrecionalidad en los actos de gobierno,
resulta necesario que los responsables políticos de
las agencias gubernamentales  emprendan esfuerzos
de divulgación e información de amplio alcance en
aras de explicitar  los objetivos, resultados e impac-
tos esperados de los planes de gobierno. De este mo-
do,  la sociedad se encontrara en mejores condiciones
para evaluar su gestión. Al respecto, la experiencia
de Costa Rica en la implementación del Sistema Na-
cional de Evaluación (SINE) constituye un hito inte-
resante en esta materia por cuanto el Poder Ejecutivo
dispone de una herramienta que le permite promo-
ver la rendición de cuentas de sus colaboradores mas
cercanos ante las demás autoridades del sector públi-
co y la sociedad en su conjunto, y generó un  espacio
apropiado  para la modernización del estado a partir
del cambio cultural en las instituciones que lo com-
ponen15.  En igual dirección, Colombia, a través de su
Programa Presidencial de Lucha contra la Corrup-
ción se encuentra implementando los Pactos por la
Transparencia que constituyen un acuerdo de volun-
tades entre los responsables municipales, departa-
mentales o de corporaciones y la ciudadanía, donde
la autoridad que suscribe el pacto se compromete a
permitir el acompañamiento de la ciudadanía para
verificar el cumplimiento de los compromisos deri-
vados del mismo y garantizar la publicidad de las ac-
tuaciones públicas16.

En tal sentido, los planes de gobierno deriva-
dos de las plataformas partidarias han de poder ins-
trumentarse operativamente mediante la sanción de
las leyes de presupuesto anuales y su versión pluria-
nual indicativa de la evolución esperada para el me-
diano plazo.

A tal efecto, se debe recuperar  el valor del
presupuesto y las normas que regulan su ejecución
como instrumentos legales y de administración y por
lo tanto jerarquizar su aplicación al distinguirlas co-
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mo reglas de procedimiento macro fiscales básicas
para orientar la asignación de los recursos públicos. 

Para lograr ese objetivo existen principios
fundamentales que deben ser atendidos al momento
de formular el presupuesto y entre los que el de pro-
gramación, claridad, universalidad, especificidad  y
equilibrio son particularmente relevantes para mini-
mizar los riesgos que se han de administrar en la eta-
pa de la ejecución.  

Por ello parece conveniente detallar una se-
rie de acciones destinadas a mejorar el actual desem-
peño de las instituciones que operan en este campo.

• El esfuerzo por mejorar la claridad de las
metas fiscales a alcanzar, las condiciones fi-
nancieras a enfrentar y su armonización con
los criterios que rigen la política monetaria y
cambiaria, resultan fundamentales para no
desequilibrar el presupuesto físico y finan-
ciero durante la etapa de la ejecución.

• consistencia y continuidad de los programas
de gobierno puede ser mejorada si se refuer-
za la calidad y entidad del presupuesto plu-
rianual, se establecen indicadores de gestión
y estándares de calidad para la prestación de
servicios públicos y se prevé la constitución
de aplicaciones financieras que permitan mo-
rigerar los efectos negativos  que acompañan
las etapas depresivas del ciclo económico.

• El empeño en incrementar la claridad y espe-
cificidad  en la etapa de la formulación res-
pecto a los gastos y el origen de los recursos
que los financian ha de redundar en menores
demoras burocráticas para alcanzar los obje-
tivos de política durante la ejecución del pre-
supuesto. 

• La mejora continua en  las aptitudes del per-
sonal de las administraciones públicas para
realizar la programación física y financiera
de las actividades de gobierno en todas las
etapas del ciclo de vida del presupuesto per-
mite incrementar la eficiencia y la economía
del proceso de asignación de los recursos pú-
blicos. 

• La profundidad que se alcance en la progra-
mación de la calidad, cantidad y oportuni-
dad de los insumos requeridos para el logro
de los resultados deseados facilitara la iden-

tificación del proceso de  gestión necesario
para su adquisición, ha de mejorar la perti-
nencia de los compromisos proyectados y re-
ducirá el riesgo de vulnerar los procedimien-
tos en la etapa de ejecución.

• La eficiencia que se logre en proyectar los re-
cursos tributarios y no tributarios, reducir la
evasión y la elusión tributaria conjuntamen-
te con las mejoras que se introduzcan en el
proceso de recaudación de los ingresos ha de
hacer posible cumplimentar con mayores re-
cursos y menores costos de oportunidad el
financiamiento del presupuesto.

• El desarrollo de criterios efectivos de auto-
evaluación  a partir de indicadores de impac-
to, eficiencia, economía, eficacia y sustenta-
bilidad de la gestión son indispensables para
retroalimentar el alcance y los objetivos de
política  que han de guiar el proceso de
asignaciones presupuéstales.

Complementariamente, en la etapa de ejecu-
ción se ha de insistir con la recomendación de pro-
mover el adiestramiento del servicio civil del gobier-
no, en la aplicación generalizada de sistemas integra-
dos de administración financiera y el desarrollo de
instrumentos basados en  tecnologías  modernas con
el objeto de favorecer la relación del ciudadano con
el gobierno.

Estos sistemas han de crecer en calidad inte-
grando acabadamente la gestión de las transacciones
que tienen lugar en al ámbito público con su registro,
poniéndose preferente atención  sobre aquellas en las
cuales interactúa con el sector privado (subsidios,
transferencias, compras y contrataciones, obra públi-
ca) de modo de generar una red inteligente de infor-
mación financiera que pueda ser consultada por fun-
cionarios, proveedores o contratistas, organizaciones
no gubernamentales y ciudadanos para facilitar la
identificación y  la evolución de trámites de su inte-
rés, así como la medición del impacto presupuestario
y/o patrimonial que generan.

En la medida que se respeten los principios
de universalidad y unicidad del presupuesto duran-
te esta etapa y se adopten criterios de registro están-
dares, también se mejora la capacidad de previsión
sobre la evolución esperada de los principales indi-
cadores económicos de los países de la región.

Por otra parte, la racionalización en el mane-
jo de fondos por parte de los agentes públicos puede
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contribuir a minimizar los riesgos de corrupción ins-
titucional mediante la implementación de sistemas
inteligentes para la captura de los ingresos y el pago
de las obligaciones del estado, armonizados con el
sistema financiero, que permitan reducir dramática-
mente el manejo de fondos en efectivo por parte de
los funcionarios y alcanzar el gerenciamiento pleno
de los mismos.

A la vez,  se propicia alentar el apego a las
normas legales mediante el reconocimiento y el otor-
gamiento de incentivos técnicos y/o económicos a
los funcionarios y proveedores  que testimonien su
cumplimiento como, en caso contrario, la aplicación
de la sanción pertinente. De ese modo se estará abo-
nando un terreno de gran potencial para obtener  lo-
gros efectivos  en materia de transparencia, econo-
mía de recursos y reducción  de los niveles de co-
rrupción.  

Asimismo, la creación de redes de conoci-
miento en el ámbito público que permitan poner de
relieve las mejores prácticas que se observen en el
sector puede consolidar un sendero de  mejora conti-
nua al estimular y generalizar su aplicación.

El éxito en la adopción de estas pautas de
comportamiento dependerá del nivel de madurez al-
canzado en la vida  institucional, y el desarrollo eco-
nómico de los países de la región en concordancia
con el grado de  estabilidad monetaria, cambiaria y
jurídica logrado en ellos.

Como refieren Parker y otros (2004), los es-
fuerzos realizados por donantes y organismos inter-
nacionales de crédito por aplicar sistemas integrados
de administración financiera han tenido diverso re-
sultado, dependiendo del grado de continuidad del
apoyo político y del financiamiento necesario para
su mantenimiento y actualización, así como, del ni-
vel de integración y prioridad que hayan alcanzado
dentro de los planes de modernización  de la gestión
de los estados17. 

Brasil y Argentina constituyen casos testigos
líderes en la región respecto del desarrollo y expan-
sión  de estas  herramientas. Brasil desarrolló tem-
pranamente (1986) su SIAFI y desde entonces viene
ejecutando acciones para consolidar su implantación
como herramienta para soportar la administración fi-

nanciera del país18.  El caso de Argentina es interesan-
te de evaluar, ya que a pesar de la profunda crisis
económica  e institucional que vivió el país a fines
del 2001, ha mantenido activo su proyecto de unifi-
cación y estandarización de los sistemas de adminis-
tración financiera en el ámbito de la Administración
Pública Nacional creciendo la descentralización ope-
rativa y el nivel de  compromiso de los usuarios afec-
tados a la operatoria, a través de experiencias cole-
giadas para  coordinar  el mantenimiento, la capaci-
tación  y el soporte técnico de los mismos19.

No menos importante resulta  la determina-
ción de responsabilidades fiscales  entre los distintos
niveles de gobierno para asegurar un adecuado nivel
de descentralización operativa y correspondencia
fiscal. Al respecto, resulta oportuno  contemplar cri-
terios de  distribución que alienten la promoción so-
cial y regional a partir de indicadores objetivos de re-
caudación potencial y necesidades de gastos. Para
este último caso, los niveles de ingreso y empleo, las
tasas de natalidad, mortalidad y analfabetismo en re-
lación a la densidad poblacional, pueden constituir-
se debidamente ponderados en un criterio primario
de distribución.

La adecuada resolución de los aspectos refe-
ridos a  la asignación y distribución de los recursos
del presupuesto del sector público son de alta critici-
dad para  brindar un margen confiable de sustenta-
bilidad política a cualquier reforma en ese ámbito.  

(c) De control…

Un factor sustantivo a considerar en el tra-
mado de un nuevo tejido social  lo constituye el de-
sarrollo de pautas de convivencia que garanticen la
integridad, integralidad, calidad y oportunidad del
control ciudadano soportado en las instituciones que
detentan responsabilidades y aptitudes específicas al
respecto.

En general, nos encontramos que los orga-
nismos de control externos o internos del gobierno
suelen distraer esfuerzos en planes de auditoría que
adolecen como otras tantas políticas públicas  de or-
ganicidad y de objetivos que superen los horizontes
breves y efímeros que establece la  administración de
los intereses de la coyuntura política.
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Por otra parte los esfuerzos de las ONG’s no
siempre son canalizados adecuadamente dentro del
marco institucional vigente.

En tal sentido, resulta imperioso volver a
destacar el carácter independiente que debe sostener
cualquier función de auditoría, sin desmedro de las
diferencias propias que pueden existir entre los orga-
nismos o entidades que colaboran con la construc-
ción de un ambiente de control derivadas de las par-
ticularidades de los  destinatarios u objetivos que
han de procurar dichas organizaciones20.

Dicha independencia tiene que estar susten-
tada en la instrumentación de metodologías claras y
de aplicación generalizada que le permitan al cuerpo
de  auditores elaborar y llevar a cabo planes  de au-
ditoria en las diferentes áreas temáticas y que pue-
dan  ser evaluados con objetividad en términos de
los resultados alcanzados.

Para abordar la preeminencia de este criterio
en la actividad de control  se entiende necesario dis-
poner de un marco normativo específico que descri-
ba el objeto, alcance y metodologías a aplicar por el
sistema de control externo e interno en la administra-
ción pública, su vinculo con los organismos   no gu-
bernamentales y el poder judicial, y determine  la au-
toridad de aplicación del régimen.

Con relación a este último aspecto, es impor-
tante lograr afianzar la sustentabilidad política de di-
cha autoridad a lo largo del tiempo dotándola de es-
tabilidad, autonomía, profesionalismo y presupuesto
suficiente para llevar a cabo su misión.

Del mismo modo, resulta indispensable re-
ducir el tratamiento discrecional que se observa en
los resultados de las  auditorías y en el estableci-
miento de los programas de trabajo mediante la de-
terminación de mecanismos y criterios permanentes
para la  asignación de los recursos de auditoria  y el
análisis de sus resultados por parte de la  dirección
de los órganos de control que aseguren su acabada
exposición. 

El transparentar la gestión de los órganos
de control publicando la planificación periódica de
sus actividades y los objetivos de la misma así co-
mo los resultados alcanzados y recomendaciones

emitidas, retroalimenta su efectividad. Adicional-
mente, ello permite enriquecerla con el aporte di-
recto de la ciudadanía a través encuestas de satis-
facción, capturas de opinión o inquietudes y de
manera indirecta a través de la participación de or-
ganizaciones no gubernamentales en la planifica-
ción y evaluación de los resultados de la gestión de
gobierno en general y del sistema de control en
particular.

A tal efecto,  es indispensable compatibilizar
estos objetivos y las acciones pertinentes para lograr-
los mediante una planificación estratégica plurianual
con resultados escalonados a  lo largo del tiempo que
acompañen la maduración del nuevo modelo de con-
trol.

Al respecto, para consolidar una nueva mira-
da del control se requiere la implementación de pro-
gramas de  capacitación permanentes, elaboración
de manuales y guías de auditoría para las diferentes
áreas temáticas  y brindar asistencia técnica apropia-
da a los cuerpos de auditores.

La nueva visión pondrá énfasis en el control
de gestión en adición al control tradicional sobre as-
pectos  financiero o legales, en las herramientas nece-
sarias para hacerlo posible y en el carácter o actitud
proactiva que deberá asumir el auditor con un  alcan-
ce  e intervención amplia con respecto   al ciclo del
presupuesto.

Como corolario, se espera que el enfoque de
auditoria permita detectar los puntos relevantes de
control en las distintas etapas del ciclo presupuesta-
rio y de la gestión del gobierno, cooperando en la
identificación  de indicadores de gestión para la me-
dición de los resultados que se esperen alcanzar, de
acuerdo a los planes estratégicos de las organizacio-
nes. 

Concomitantemente, se estima fomentar de
esta manera el establecimiento de adecuadas pautas
de control interno por parte de los responsables de
administrar recursos públicos y facilitar la incorpo-
ración efectiva en sus organizaciones de las reco-
mendaciones derivadas del control externo y de las
organizaciones  no gubernamentales centradas en
mejorar la eficacia, eficiencia y calidad del servicio
público.  
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La adopción de prácticas y normas comunes 
en cuanto a la lucha contra la corrupción se refiere

Como ya puede inferirse de la línea argu-
mental puesta de manifiesto  hasta el momento el eje
fundamental que se propone  para avanzar en una
lucha descarnada contra la corrupción a nivel nacio-
nal lo constituye  la profundidad que alcance  la ex-
posición de los actos de gobierno a partir de informa-
ción fidedigna derivada de  sistemas de gestión y re-
gistro normalizados e integrales, complementada
con un sistema amplio de evaluación y control que
incorpore sistemáticamente la opinión del ciudadano
para medir el impacto de la gestión de gobierno en la
comunidad. 

En tal sentido, la adhesión  a criterios inter-
nacionales en materia de legislación vinculada a la
administración, exposición  y el control de la gestión
financiera gubernamental como las correspondientes
al financiamiento de los partidos políticos y la articu-
lación de la vida democrática en los países, cobran
especial relevancia para sostener jurídicamente un
clima que desaliente la corrupción institucional en
los estados.

Al respecto, una herramienta legal que esta
debatiéndose parlamentariamente en distintos paí-
ses de la región o ya se ha sancionado como en el ca-
so de México, está referida a la reglamentación en el
acceso de la información pública por parte del ciuda-
dano como mecanismo directo para ejercer su poder
de control sobre la marcha de los gobiernos.

Este y otros medios como la obligación de
brindar información fiscal por parte del Estado que
ha sido incorporada en la leyes de solvencia fiscal de
1999 y  de responsabilidad fiscal del 2004 en Argen-
tina, así como la reglamentación sobre audiencias
públicas y publicidad de la gestión de intereses de
reciente sanción en ese país, auguran un incremento
en la calidad  del debate público con relación a la
marcha del gobierno. Brasil sancionó su Ley de Res-
ponsabilidad Fiscal en el año 2000 y actualmente la
mayoría de los países de la región están adoptando
regulaciones con similares criterios en  esta materia.
Nuevamente, aquí cobra relevancia el empeño que
pongan los estados por hacer efectivo el cumpli-
miento de las normas por sobre restricciones buro-
cráticas o intereses sectoriales.

Por otra parte, dicha estrategia ha de ser re-
forzada mediante el aprovechamiento de las estruc-

turas supranacionales existentes, profundizando es-
pecíficamente, su aplicación en los acuerdos regiona-
les vinculados al comercio y la regulación de las acti-
vidades económicas entre países. 

La pertinencia que alcancen los acuerdos
multilaterales  en materia arancelaria, cambiaria y
tributaria entre países puede minimizar las acciones
especulativas que atenten contra el desarrollo de la
región y por el contrario pueden favorecer su evolu-
ción mediante una adecuada integración de sus sec-
tores productivos y de servicios.

En esta línea de razonamiento,  la reducción
de promociones o subsidios directos a empresas, la
acción de control del estado para evitar la existencia
de monopolios y eliminación de regulaciones buro-
cráticas,  en un marco de políticas comerciales, aran-
celarias,  cambiarias, fiscales y monetarias coordina-
das a nivel regional han de minimizar las circunstan-
cias que estimulan  los actos de  corrupción.

Del mismo modo la adopción de criterios ho-
mogéneos entre los distintos países para tipificar los
sujetos y objetos de delitos por corrupción en los go-
biernos y las sanciones pertinentes, que incluyan
cláusulas de extradición recíprocas  ante un caso de
soborno transnacional, en conjunción con la sanción
de  códigos de ética y transparencia gubernamental,
pueden reducir las causales y  oportunidades para su
ocurrencia. 

En esta dirección es altamente necesario que
los países se comprometan a la firma de las conven-
ciones internacionales contra la corrupción para el
caso que no lo hayan hecho y colaboren con los mo-
nitoreos previstos, se mejore la coordinación entre
donantes y a través de ellos se fomente el estudio y
divulgación de casos de corrupción y de buenas
prácticas para combatirla, en países y regiones, se fi-
nancien encuestas privadas respectos de huecos de
legislación o procedimientos que fomentan la co-
rrupción y/o el soborno y se definan indicadores co-
munes para efectuar su medición.

Con idéntico criterio, resulta indispensable
como señala TI en su informe Global de corrupción
2003, que las grandes empresas con filiales en el ex-
terior adopten códigos de conducta comunes  que
promuevan la sanción de los miembros de las empre-
sas que  no respeten criterios básicos de lealtad co-
mercial y competencia en su accionar o atenten me-
diante actos de corrupción contra los intereses de los
estados donde operan.   
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Un aporte en esta materia lo constituye  la
implementación de un marco normativo integral y
de sistemas inteligentes soportados en la Web e inte-
grados al resto de la Administración Financiera Gu-
bernamental para realizar las compras y contratacio-
nes públicas al proporcionar un ambiente mas ami-
gable y transparente en aras de  mitigar los riesgos
de corrupción y favorecer el monitoreo y control de
la gestión gubernamental. En la región México, Bra-
sil, Colombia, Chile y Argentina han avanzado fuer-
temente en estas actividades.

Profundizando esta línea de trabajo, seria al-
tamente efectivo que en el  marco de acuerdos o con-
venios regionales o multilaterales firmados se deter-
minara la adopción de estándares internacionales en
materia de pliegos, condiciones generales de com-
pras y contrataciones de obra públicas, catalogación
de bienes y criterios de monitoreo para obras y pro-
yectos. 

Otra contribución deseable, pone énfasis en
promover el establecimiento de un marco legal que
permita vincular las bases de datos de los países de
la región con el objeto de compartir información ca-
lificada referida a las características y grado de cum-
plimiento de los proveedores o contratistas de bienes
y servicios.

De esta manera se estaría brindando un mar-
co de alta difusión y transparencia a la función com-
pradora de los estados y  al comportamiento de sus
proveedores de bienes y servicios.

Finalmente un aspecto, que ge-
neralmente es desestimado y resulta de
vital importancia al momento de que-
rer modificar conductas es que exista la
voluntad política no solo para adoptar
criterios y estándares normativos refe-
ridos a la identificación de los actos de
corrupción sino también para  que los
sistemas de incentivos y sanciones que
se prevean sean aplicados en cada caso
con firmeza, sin desmedro de la espe-
cial dedicación que ha de requerir  la
divulgación, capacitación y sensibiliza-
ción pertinente.

Una regla que no se  haga o
pueda  cumplir en la práctica, solo per-
dura en el tiempo como un elemento
decorativo y pierde su potencial como

instrumento para sostener una transformación cultu-
ral  verdadera.

En tal sentido, la reformas en los códigos
procesales que aligeren el proceso de instrucción de
las causas, la autonomía ideológica y financiera de
los agentes y jueces que deben luchar contra la co-
rrupción o juzgar hechos de corrupción, deben cons-
tituirse en los prerrequisitos institucionales necesa-
rios para garantizar el debido y oportuno proceso.

CERRANDO EL CÍRCULO

En el origen de las inquietudes que se plan-
tean al comenzar este emprendimiento encontramos
a la disolución de los acuerdos sociales básicos como
expresión de la marginalidad social y política reinan-
te en la mayoría de los países del cono sur de Améri-
ca, la concentración del poder en manos de unos po-
cos y la presencia de un  creciente individualismo y
reduccionismo ideológico que alientan los procesos
de corrupción en la administración pública y  la au-
sencia de participación en la vida democrática de
nuestros pueblos.

Por ello se propone un conjunto integrado e
integral de acciones (ver Figura 1) para combatir es-
ta situación que parte de reconocer los derechos indi-
viduales de acceder a la educación y a un trabajo dig-
no como ejes prioritarios de cualquier transforma-
ción exitosa en la materia.
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Figura 1: La lucha contra la corrupción
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En la medida que los estados desplieguen
energías y recursos en garantizar  estos derechos es
esperable que se comprenda la conveniencia de asu-
mir y comprometerse con códigos de convivencia
que prioricen el beneficio social por sobre los intere-
ses individuales, se estimule la profesionalización
del servicio público y se alcance un nivel de partici-
pación democrática y responsable en la asignación y
administración de los recursos públicos.

El circulo virtuoso parte de recrear una cul-
tura de compromiso social a partir de la inserción
real del niño  y del joven en la sociedad afirmando su
identidad y su derecho a ser escuchados y a asumir
paulatinamente las riendas de un destino común.

La oportunidad de resolver cuestiones vin-
culadas a las demandas sociales más próximas les
permiten reconocer situaciones que exceden el ámbi-
to familiar o primario y los llaman a reconocer el de-
recho de los otros y consensuar acciones priorizando
recursos y esfuerzos en aras del bienestar del conjun-
to.

La formación cívica y la reforma política son
sustantivas para remover las restricciones más im-
portantes que desalientan en lo inmediato la incor-
poración en la dirigencias partidarias de aquellos
ciudadanos que están en condiciones de aportar va-
lor y direccionalidad a los esfuerzos de la política.

Este camino requiere fundamentalmente de
decisión, espíritu generoso y de capacidad creativa
por parte de las dirigencias partidarias para impul-
sar la reforma, profundizar el contacto con la socie-
dad y catalizar sus expectativas razonablemente.

La generación de planes de gobierno que
prioricen la profesionalización del servicio civil y del
modelo de gestión pública basado en el presupuesto
como instrumento de administración   pueden con-
tribuir en gran medida a reconstruir una visión  mas
pluralista y continente del cuerpo social con políticas
de estado que superen la coyuntura y garanticen la
continuidad y consistencia de sus objetivos en el
tiempo.

El nivel de transparencia que alcancen los ac-
tos de gobierno se convierte en un requisito de pri-
mer grado para estimular la participación, reducir la
discrecionalidad en el ámbito público y combatir la
corrupción. El mismo solo puede ser evaluado  por
auditorias independientes y  a través preferentemen-
te,  del escrutinio público.

La adhesión  a criterios internacionales en
materia de legislación vinculada a la administración,
exposición y el control de la gestión financiera guber-
namental como las correspondientes al financia-
miento de los partidos políticos y la tipificación de
los delitos y sanciones derivados del soborno y la co-
rrupción cobran especial relevancia para sostener ju-
rídicamente un clima que desaliente la corrupción
institucional en los estados.

Esta cadena virtuosa se ve naturalmente  en-
riquecida si  los organismos multilaterales de crédito
apoyan con financiamiento, criterios normativos,
coordinación y asistencia técnica la lucha contra la
corrupción, prioritariamente, en aquellos pueblos
que presentan mayores carencias sociales y económi-
cas.

El grado de presión internacional y la ayuda
preferencial pueden contribuir de manera ostensible
a  producir un cambio sustantivo en esta temática
conjuntamente con el impulso de nuevas tecnologías
y acuerdos regionales o multilaterales en materia de
comercio y políticas macroeconómicas.

BIBLIOGRAFIA

• Barbero, J. Martín (2002),  “Jóvenes: comunica-
ción e identidad”, Revista Iberoamericana de
educación de la OEI Pensar Iberoamérica N° 0.

• Carreño, E. Vargas (2000), La Convención In-
teramericana contra la corrupción. Docu-
mento presentado en la Conferencia sobre
Transparencia y Desarrollo en América Lati-
na y el Caribe BID. 

• Del Pino, Eloisa, (2003). Porque y como debe
abordarse el estudio de las actitudes ciuda-
danas hacia la administración pública (Ter-
cer Premio, XVII Concurso del CLAD sobre
reforma del Estado y Modernización de la
Administración Pública)

• El Sistema Presupuestario Público en la Ar-
gentina (1999), República Argentina, Minis-
terio de Economía, Secretaría de Hacienda.

• El sistema de Tesorería (2002), República Ar-
gentina, Ministerio de Economía, Secretaría
de Hacienda.

113 asap

JORGE DOMPER



• Gore, Ernesto (2003), “Reflexiones alrededor
de una experiencia”, Revista Iberoamericana
de la Educación de la OEI  Pensar Iberoamé-
rica N° 3.

• Goday Lilia (1999), Experiencia de Presu-
puesto Participativo en la ciudad de Buenos
Aires, República Argentina, Revista N° 54
ASAP. 

• Hopenhayen, M (1998), “La enciclopedia va-
cía. Desafíos del aprendizaje en tiempo y es-
pacio multimedia”, Nómadas N° 9,  ps. 10-
18, Bogota.

• Klitgaard, Robert (1999) La corrupción y la
promoción de la ética en el servicio público.
El autor es estadounidense y fue profesor de
la Escuela Kennedy de Administración Pú-
blica de la Universidad de Harvard y de la
Escuela de Administración de la Universi-
dad de Yale; actualmente es profesor de Eco-
nomía de la Universidad de Natal, Durban.

• Kopitz, George (1998), Calidad de gobierno,
Transparencia y responsabilidad. Documen-
to  presentado en la Conferencia sobre Trans-
parencia y Desarrollo en América Latina y el
Caribe BID sobre una disertación dictada en
la Facultad de Ciencias Económicas de la
UBA en Argentina. 

• Kopitz, George (1999), Experiencia Interna-
cional con Reglas Macro fiscales, Seminario
Reglas Macro fiscales, Instituciones e Instru-
mentos presupuestarios Plurianuales, Repú-
blica Argentina, Ministerio de Economía, Se-
cretaría de Hacienda.

• Manual de Transparencia Fiscal (2001), De-
partamento de Finanzas, FMI. 

• Parker Norma, Berthin, de Michele, Mizrahi
(2004) La corrupción en América Latina: Es-
tudio analítico basado en una revisión biblio-
gráfica y entrevistas. USAID.

• Petrei Humberto (1997), Presupuesto y con-
trol, Pautas de reforma para América Latina,
editado por el BID. 

• Probidad (2004), Situación de la lucha contra
la corrupción en Centroamérica y Panamá.

• Saredi, Miguel y Pulvirenti Orlando  (2004),
“La reforma política desde la política”, Re-
vista Argentina del régimen de la Adminis-
tración Pública Año XXVI-311.

GLOSARIO

ASAP, Asociación Argentina de Presupuesto Pú-
blico.

BID, Banco Interamericano de Desarrollo.

BM, Banco Mundial.

CEPAL, Comisión Económica para América Latina
y el Caribe.

CICC, Convención Interamericana contra la Co-
rrupción.

CLAD, Centro Latinoamericano de Administra-
ción para el Desarrollo.

FMI, Fondo Monetario Internacional.

OCDE, Organización para la Cooperación y el De-
sarrollo Económicos.

OEA, Organización de Estados Americanos.

OEI, Organización de Estados Iberoamericana.

ONG, Organización no Gubernamental.

ONU, Organización de Naciones Unidas.

TI, Transparencia Internacional.

USAID, United States Agency for Internacional De-
velopment, Agencia de los Estados Unidos
para el Desarrollo.
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SELECCIÓN DE TRABAJOS

Los trabajos enviados para su publicación en
la Revista de la Asociación Argentina de Presupues-
to y Administración Financiera Pública deben ser
inéditos y aportar conocimiento original. Pueden
presentarse artículos y notas de investigación para
arbitrar tanto en español como en portugués y en in-
glés. En caso que el trabajo sea aceptado y esté en un
idioma diferente al español, la traducción corre por
cuenta del autor. Los artículos son aceptados sobre la
base de que se trata de trabajos que no están siendo
considerados para su publicación en ningún otro me-
dio. Excepcionalmente, la revista considerará la posi-
bilidad de publicar trabajos ya publicados.

Los autores remitirán sus escritos, con sus
respectivos archivos (en Microsoft Word), a:

Guillermo Schweinheim
Revista de la Asociación Argentina de Presupuesto
y  Administración Financiera  Pública 
ASAP
Av. Belgrano 1370, 5º piso.
C1093AAO - Ciudad de Buenos Aires 
República Argentina.  

O por correo electrónico a: asap@asap.org.ar

El envío de un artículo a la Revista de la Aso-
ciación Argentina de Presupuesto y Administración
Financiera Pública implica que los autores aceptan
su publicación bajo las condiciones fijadas por la re-
vista.  

Los trabajos podrán ser “aceptados”, “acep-
tados condicionalmente”, o “rechazados”. La Coor-
dinación Editorial someterá los trabajos al dictamen
anónimo de dos especialistas. Los especialistas serán
miembros de ASAP. Eventualmente, la Coordinación
Editorial podrá remitir los trabajos a un evaluador
externo, si considera que la naturaleza del tema y los
problemas abordados en los trabajos lo ameritan.

Una vez sometidos a arbitraje, se comunicará la deci-
sión adoptada en base al informe de los referee. 

Existen cuatro categorías de trabajos: a) artí-
culos, b) notas de investigación, c) notas críticas y d)
reseñas. Los artículos constituyen productos acaba-
dos y aportan conocimiento original empírico o teó-
rico. Las notas de investigación recogen resultados
de tesis o investigaciones en curso. Las notas críticas
analizan en profundidad uno o más libros o artícu-
los, mientras que las reseñas describen las caracterís-
ticas básicas de una nueva publicación. La Coordina-
ción Editorial promoverá el debate en la Revista a
partir de la elaboración de notas críticas. Las notas y
reseñas son evaluadas exclusivamente por la Coordi-
nación Editorial.

En todos los casos, la Revista de la Asocia-
ción Argentina de Presupuesto y Administración Fi-
nanciera Pública se reserva el derecho de introducir
en el texto revisiones menores que mejoren la com-
prensión del trabajo, siempre que dichos cambios no
alteren el sentido del mismo. Los materiales envia-
dos no serán devueltos.

Cada autor recibirá diez ejemplares del co-
rrespondiente número de la Revista de la Asociación
Argentina de Presupuesto y Administración Finan-
ciera Pública.

DERECHOS DE AUTORÍA

Una vez publicado un trabajo, todos los de-
rechos pasan a la revista la Revista de la Asociación
Argentina de Presupuesto y Administración Finan-
ciera Pública,  por lo que la misma mantiene el dere-
cho de su publicación en toda reimpresión que los
Editores realicen. Si el autor desea publicar su traba-
jo en otra revista (en el mismo o en diferente idioma)
deberá pedir expreso consentimiento a la revista la
Revista de la Asociación Argentina de Presupuesto y
Administración Financiera Pública.
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NORMAS DE ESTILO

1. EXTENSIÓN Y ENVÍO

Los artículos y notas de investigación debe-
rán enviarse en soporte electrónico, con tipografía Ti-
mes New Roman  12, en hojas A4, a doble espacio y
con abundantes márgenes. La extensión de dichos
trabajos debe oscilar -incluyendo tablas, gráficos, ci-
tas y bibliografía- entre 25 y 40 páginas. 

Las notas críticas (también en soporte elec-
trónico) no deben exceder las 8 páginas y las reseñas
4 páginas.

Cada autor/a debe adjuntar, también, un
breve Curriculum Vitae. Además, los trabajos envia-
dos deben incluir en su portada:

• Título del trabajo –y subtítulo si lo hubiere.
• Nombre. 
• Fecha de envío.
• Domicilio, teléfono y dirección de e-mail.
• Filiación académica: títulos académicos y

cargos actuales.

Los trabajos–salvo en el caso de reseñas y crí-
ticas- han de constar de:

• Un resumen en español –80 a 120 palabras,
aproximadamente- conteniendo las palabras
clave en español para facilitar el archivo y re-
cuperación del material.

• Texto.
• Bibliografía completa ordenada alfabética-

mente. 

2. BIBLIOGRAFÍA

Las referencias bibliográficas seguirán los si-
guientes ejemplos:

• Referencias bibliográficas dentro del texto

• Las citas de cuatro líneas o menos

Ej. 

…tal y como se indica en un estudio reciente
(Davies 1995,65)

…véase también Ahmad et al. (1985,123-127)
“…cita…” (Davis 1985,15)

Las citas que tengan más de cuatro líneas de-
berán separarse del texto principal, irán sin comillas
y llevarán sangría a la izquierda. 

• Referencias bibliográficas al final del texto

• Libros de un sólo autor

Bresser Pereira, Luiz Carlos. 1999. Reforma
del Estado para la Ciudadanía. Buenos Aires: EUDE-
BA-CLAD.

• Libros de dos autores

Musgrave, R. y Musgrave, P. Hacienda Pú-
blica Teórica y Aplicada. 1992. Madrid: Mc Graw
Hill.

Jones, P.C. y Bates, J.G.. 1990. Public Sector
Auditing. London: Chapman and Hall.

• Libro de varios autores

O`Donnell, Guillermo, Osvaldo Iazzetta y
Jorge Vargas Cullel (compiladores). 2003. Democra-
cia, Desarrollo Humano y Ciudadanía. Reflexiones
sobre la calidad de la democracia en América Latina.
Rosario: Homo Sapiens Ediciones.

• Artículos en revistas, publicaciones periódi-
cas, journals, etc.

González, Carlos Aurelio. 2003. “La ortodo-
xia fiscal puesta a prueba. El caso de Federico Pine-
do”. En Revista de la Asociación Argentina de Presu-
puesto y Administración Financiera Pública, núm.
38..

• Artículos publicados en la WWW

Bertello, Nicolás, Gisell Cogliandro y Gerar-
do Uña. 2004. Delegación de Facultades al Jefe de
Gabinete de Ministros: Evolución e impacto en el
contexto fiscal actual. Fundación Konrad Adenauer.
Obtenido el 29 de Diciembre de 2004 en la Word Wi-
de Web: http://www.asap.org.ar 

• Entrevistas realizadas por el autor o autora
del artículo

Dr. Raul Rigo. Subsecretario de Presupuesto.
2002. Entrevistada por el/la autor/a, 8 de agosto.
Buenos Aires. Grabación. 
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3. TABLAS E ILUSTRACIONES

Las tablas e ilustraciones deben tener títulos
cortos y descriptivos, y deben aparecer numeradas
en arábigos. 

Todas las notas y fuentes correspondientes a
cada una de las tablas deben ser colocadas al pie de
las mismas

4. ABREVIATURAS

No utilice puntos en las abreviaturas. Cuan-
do se refiere al nombre de una institución mediante
iniciales, asegúrese de haber escrito el nombre com-
pleto la primera vez que aparezca en el texto, segui-
do de la forma abreviada entre paréntesis: Fondo
Monetario Internacional (FMI). A continuación refié-
rase simplemente al FMI. 

5. SUBRAYADO

No utilice subrayados. Para enfatizar utilice
únicamente cursivas o negritas

6. NOTAS

Las notas- la menor cantidad posible- y las
referencias deben estar numeradas y colocadas a pie
de página en Times New Roman 10.

7. IDIOMA

Se recomienda evitar el uso de palabras en
idioma distinto al español y de neologismos innece-
sarios.  En caso de ser imprescindible (por no encon-
trarse una traducción o palabra apropiada), anotar
una breve explicación o traducción aproximada entre
paréntesis o como nota al pie de página. Las palabras
en idioma extranjero deben estar en itálicas.
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